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C. PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACION. 

PRESENTE. 

En cumplimiento a lo ordenado por el Pleno de este 

Tribunal Colegiado en la resolución de fecha trece de septiembre 

de dos mil diecisiete, dictada en el amparo en revisión -

interpuesto por , me 

permito remitir copia certificada de la citada resolución, el CD que 

la contiene, los originales del toca y del juicio de 

amparo tres sobres (legajos de pruebas), del índice 

del Juzgado Primero de Distrito en Materia Administrativa en 

la Ciudad de México, para los efectos legales correspondientes. 

Suplicándole que en su oportunidad se sirva acusar el 

recibo correspondiente. 

Ciudad de México, 19 de septiembre de 2017. 

ATE N TA M E N TE. 

EL SECRETARIO DEL QUINTO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 

DEL PRIMER CIRCUITO. 

•INW T«IBu"' -:Ol!i&llúlD . 
l~ltRIA AOMINISTRM°'NA DEJ 

~MER CIRCUITO 
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AMPARO EN REVISIÓN 

QUEJOSO Y RECURRENTE: 

RECURRENTE ADHESIVO: 
PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA 

MAGISTRADO RELATOR: 
PABLO DOMÍNGUEZ 
PEREGRINA 

SECRETARIO: 
CARLOS FELIPE ALCÁNTARA 
ORTIZ 

Ciudad d'e México. Acuerdo del Quinto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

correspondiente a la sesión de trece de septiembre de 
' 

' 
dos milit:liecisiete. 

f 

' ¡ 

V 1 STO S; 

Y, 

R E S U L T A N D O: 

PRIMERO. Por escrito presentado el dos de 

diciembre de dos mil quince, en la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en 
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Materia Administrativa en la Ciudad de México, y recibido 

en la Oficialía de Partes del Juzgado Primero de Distrito de 

la propia materia, con residencia en la misma entidad 

federativa el tres siguiente, 

por propio derecho, demandó el amparo y 

protección de la Justicia Federal, contra las autoridades y 

por los actos siguientes: 

"///. AUTORIDADES RESPONSABLES: 
1.- El Presidente de tos Estados Unidos Mexicanos; 
2. - La Cámara de Senadores del H. Congreso de la 
Unión, y 
3. - La Cámara de Diputados del H. Congreso de ta 
Unión. 
4.- Comisionado de Autorización Sanitaria de ta 
Comisión Federal para la Protección Contra 
Riesgos Sanitarios. 

IV. ACTOS RECLAMADOS: 
a) Del Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, reclamo la promulgación y orden de 
publicación de ta Ley General de Salud, en 
específico de los artículos 237, 245, 247, 248, 368 y 
479. 
b) De las Cámaras de Diputados y Senadores del 
H. Congreso de la Unión, reclamo la expedición de 
ta Ley General de Salud, en específico de los 
artículos 234, 235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de Salud. 
c) Del Comisionado de Autorización Sanitaria de la 
Comisión Federal para la Protección Contra 
Riesgos Sanitarios, se le reclama la aplicación en 
mi perjuicio de los artículos 234, 235, 237, 245, 247, 
248, 368 y 479 de la Ley General de Salud. 
d) Los efectos y consecuencias, incluyendo actos y 
procedimientos, que deriven o puedan derivar de 
los referidos actos reclamados". 
(Fojas dos y reverso del juicio de amparo). 
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En el propio escrito el quejoso señaló infringidos los 

derechos fundamentales previstos en los artículos 1 º, 2°, 

3º, 4º, 19, 25, 29, 73, fracciones XVI y XXI y 133 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; el 

preámbulo y artículos 1° y 25 de la Declaración Universal 

de Derechos Humanos; el numeral 11 de la Convención 

Americana Sobre Derechos Humanos; el preámbulo del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
i 

¡ 
preámbulo y aryfculo 12 del Pacto Internacional de 

Derechos Eco116micos, Sociales y Culturales y el numeral 

1 O del Protqtolo Adicional de la Convención Americana 

i 
sobre De~echos Humanos en materia de Derechos 

' 

f 
f 

Económi~os, Sociales y Culturales; narró los antecedentes 
,l 

de los/ actos reclamados; expresó los conceptos de 
I 
' 

violaci.bn que consideró pertinentes y ofreció las pruebas 

cond Jcentes. 

I 
SEGUNDO. De esa demanda correspondió conocer, 

por razón de turno al Juzgado Primero de Distrito en 

Materia Administrativa en la Ciudad de México, por auto de 

cuatro de diciembre de dos mil quince, ordenó registrarla 

con el número requirió a la parte quejosa que 
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precisara s1 era su deseo señalar como autoridad 

responsable al Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Químicas de 

la Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos 

Sanitarios, e indicara si reclamaba al Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos los artículos 234 y 235 de la 

Ley General de Salud. 

En acuerdo de diecisiete de diciembre de dos mil 

quince, el Juez de Distrito recibió el escrito del quejoso, en 

el que dio cumplimiento al requerimiento, manifestando 

que no era su intención señalar como autoridad m. · :i11:i4L e 
ilAl .. · · "DM:Ni:ñ, 

responsable al Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Químicas de 

la Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos 

Sanitarios y que sí reclamaba al Presidente de los Estados 

Unidos Mexicanos los artículos 234 y 235 de la Ley 

General de Salud. 

Asimismo, en dicho auto, el Juez de Distrito admitió la 

demanda a trámite; solicitó a las autoridades responsables 

que rindieran su informe con justificación; dio la 



roRMA [1-1 

5 

intervención que legalmente asiste al agente del Ministerio 

Público de la Federación adscrito; fijó hora y día para la 

celebración de la audiencia constitucional y acordó lo 

conducente respecto de las pruebas ofrecidas. 

Seguido el iu1c10 por las etapas procesales 

correspondientes, el diedocho de marzo de dos mil 

dieciséis, el juez celebró la audiencia constitucional, quien 

dictó sentencia que. fue firmada el veinticinco de abril de 

dos mil dieciséis, en la que se resolvió: 

"PRIMERO. Se SOBRESEE en el presente juicio de 
amparo, promovido por 
respecto del acto y autoridad precisados en el 
considérando cuarto de esta sentencia, en términos 
de /OS/argumentos ahí vertidos. 
SEGUNDO. La Justicia Federal NO AMPARA NI 
PROTEGE a n contra de 
la ex!pedición y promulgación de la Ley General de 
Salup, específicamente por lo que hace a los 
artíqulos 234, 235, 237, 245, 247, 248 y 368 así 
como respecto del acto concreto de aplicación, 
c~

1

sistente en la determinación contenida en el 
ofi io del veinticuatro de noviembre de dos mil 
q ince, de conformidad con los razonamientos 
expuestos en el último considerando de la presente 
resolución. 
NOTIFÍQUESE ... ". (Fojas doscientos cincuenta y 
cuatro, reverso y doscientos cincuenta y cinco 
del juicio constitucional). 
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TERCERO. Inconforme con la sentencia anterior, el 

quejoso interpuso recurso de revisión del que correspondió 

conocer por razón de turno a este tribunal colegiado; 

donde por auto de presidencia de veintitrés de mayo de 

dos mil dieciséis, se admitió a trámite, se ordenó su 

registro con el número y se dio vista al 

agente del Ministerio Público de la Federación adscrito, 

quien no formuló pedimento. 

CUARTO. Por acuerdo de dos de junio de dos mil 

dieciséis, este órgano jurisdiccional agregó a sus autos el 

oficio signado por la Subdirectora de Recursos 

Administrativos de la Coordinación General de Asuntos 

Jurídicos y Derechos Humanos de la Secretaría de Salud 

en representación del Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, con el que interpuso recurso de revisión 

adhesiva. 

QUINTO. En proveído de trece de junio de dos mil 

dieciséis, se ordenó turnar el asunto al Magistrado Pablo 

Domínguez Peregrina, para la formulación del proyecto 

. 4RNTO 'NllBUN 

llATlRIA AOll 

~ 
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de sentencia correspondiente, en términos del artículo 92 

de la Ley de Amparo. 

SEXTO. En sesión de seis de julio de dos mil 

dieciséis, este tribunal colegiado resolvió, lo siguiente: 

"PRIMERO. En la materia del recurso competencia 
de este tribunal colegiado, no se sobresee en el 
juicio de amparo. 
SEGUNDO. Se res,erva competencia originaria a 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto 
de la inconstitucilnalidad de diversos artículos de la 

' Ley General de,·Salud. 
TERCERO. Ftrevia formación del cuaderno de 

i' 

antecedente~, remítanse los autos a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 
NOTIFÍQqÉSE ... ". 
(Fojas c¡ento ochenta a ciento noventa y cuatro 
de este/expediente). 

' t 
j 

, ¡1 

SEP"flMO. Mediante acuerdo de primero de agosto 
j 

de dos ni(¡¡ dieciséis, la Suprema Corte de Justicia de la 
/ 
¡ 

Nación, ~cardó asumir la competencia originaria para que 

ese Al~ Tribunal de la Nación conociera del asunto 

registrandolo como el amparo en revisión y 

ordenó turnarlo al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 

Presidente de la Primera Sala, para que éste se avocara a 

su conocimiento. 

lj 
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En sesión de uno de marzo de dos mil diecisiete la 

Primera Sala resolvió lo siguiente: 

"ÚNICO. Devuélvanse al Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, el recurso de revisión y los autos para los 
efectos precisados en la parte final del último 
considerando de esta ejecutoria. 
Notifiquese ... ". 
(Fojas doscientos treinta y cinco a doscientos 
noventa y uno de este toca). 

OCTAVO. En acuerdo de ocho de junio de dos mil 

diecisiete, este tribunal colegiado dio cumplimiento a lo 

ordenado por la superioridad y ordenó se devolvieran los 

autos a la ponencia del Magistrado Pablo Domínguez ,JINi· .. .,, >~L 

Peregrina para efectos del artículo 92 de la Ley de 

Amparo; y, 

C O N S 1 D E R A N D O: 

PRIMERO. Este Quinto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, es competente 

para conocer y resolver del recurso de revisión de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 103 y 107, 

fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados 

MATf, JMiNIS 
~;;;R CIR! 

• 
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Unidos Mexicanos; 80, 81, fracción 1, inciso e) y 84 de la 

Ley de Amparo y 37, fracción IV y 144 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación; en relación con el 

punto cuarto, fracción 1, inciso b), del Acuerdo General 

5/2013 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, así como lo establecido en los puntos Primero, 

fracción 1, Segundo, fracción 1, apartado 1 y Tercero, 

fracción 1, del Acuerdo General número 3/2013 del Pleno 

·,., del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 
" ~í 

"' determinación deí' número y límites territoriales de los 

" 1 

o él 
EL 

' 
circuitos en que se divide la República Mexicana y al 

número, a la jurisdicción territorial y a la especialización 

por materia de los Tribunales de Circuito y de los 

Juzgados de Distrito, en virtud de que se recurre una 

sentencia dictada por un Juez de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México, que reside dentro 

del circuito en que este tribunal colegiado ejerce 
1 

1 
jurisdi,tción. 

SEGUNDO. El medio de impugnación fue interpuesto 

por el quejoso, dentro del término de diez días que 

establece el artículo 86 de la Ley de Amparo, toda vez que 
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la sentencia controvertida le fue notificada el veintinueve 

de abril de dos mil dieciséis (foja doscientos cincuenta y 

nueve del juicio de amparo), de modo que esa notificación 

surtió sus efectos el día siguiente, dos de mayo, conforme 

al artículo 31, fracción 11, del ordenamiento en cita. 

Por lo que el plazo para la presentación del recurso 

transcurrió del tres al diecisiete de mayo del año en cita, 

si se toma en consideración que se descuentan los días 

siete, ocho, catorce y quince, por haber sido sábados y 

domingos, inhábiles de conformidad con lo previsto en los 

artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación; así como el cinco, 

según el acuerdo 18/2013 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal. 

En tanto que el recurso de revisión fue recibido el 

dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, en la Oficialía 

de Partes del Juzgado Primero de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México como se desprende 

del sello fechador que obra a foja tres del presente toca. 

iAATü <A ADM!1 

i'l\IMERI 
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Asimismo, la revisión adhesiva se interpuso dentro 

del plazo de cinco días que establece el artículo 82 de la 

Ley de Amparo, toda vez que el auto de admisión del 

recurso principal se notificó a la autoridad recurrente el 

veinticuatro de mayo de dos mil dieciséis (folio sesenta 

y siete de este toca), de modo que surtió sus efectos el 

mismo día, en términos del artículo 31, fracción 1, del 

ordenamiento en cita. 

·,,., 

\ • 
· ! Por lo que el plazo para la presentación del recurso 

1 

transcurrió del veinticinco al treinta y uno de mayo de 
HI 
a dos mil dieciséis, si se toma en consideración que se 

descuentan los días veintiocho y veintinueve, por haber 

sido sábado y domingo inhábil, de conformidad con lo 

previsto eh los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Ení tanto que el recurso de revisión adhesivo se recibió 
1 

el treinta y uno de mayo de dos mil dieciséis, en la 

Oficialía de Partes Común de los Tribunales Colegiados, 

como se desprende del sello fechador que obra a foja 

setenta del toca en que se actúa. 
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TERCERO. No es materia del presente recurso el 

sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito en el 

considerando cuarto de la sentencia recurrida, que se 

reflejó en el resolutivo primero, con fundamento en lo 

dispuesto en la fracción XXIII del artículo 63, en relación 

con el 108, fracciones 111 y VIII, ambos de la Ley de 

Amparo, en atención a que por una parte la quejosa no 

formuló concepto de violación alguno a fin de demostrar la 

inconstitucionalidad de la orden de publicación de los 

numerales 234, 235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la 

Ley de Salud. 

Por otra parte, queda intocado el sobreseimiento 

decretado en relación con el artículo 479 de la Ley General 

de Salud, dado que se actualizó a juicio del juez de distrito, 

la causa de improcedencia prevista en el numeral 61, 

fracción XII, de la Ley de Amparo, en virtud de que no se 

acreditó la existencia del primero acto de aplicación. 

Lo anterior, debido a que no fue impugnada esa parte 

de la resolución, por quien pudiera perjudicar. 

· JINTo mis1o 
MATf'R/A AD 

f'RI&~ 
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Sirve de apoyo a esta conclusión, la tesis de 

jurisprudencia publicada en el Apéndice del Semanario 

Judicial de la Federación del año de mil novecientos 

noventa y cinco, tomo VI, parte Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, tesis cuatrocientos setenta y uno, página 

trescientos trece, que dice: 

"REVISIÓN EN AMPARO. LOS RESOLUTIVOS 
NO COMBATIDOS DEBEN DECLARARSE 
FIRMES. Cuando algún resolutivo de la sentencia 
impugnada afecta a la recurrente, y ésta no 
expresa agravio en contra de las consideraciones 
que le sirven·· de base, dicho resolutivo debe 
declararse firme. Esto es, en el caso referido, no 
obstante que la materia de la revisión comprende a 
todos los resolutivos que afectan a la recurrente, 
deben declararse firmes aquellos en contra de los 
cuales no se formuló agravio y dicha declaración de 
firmeza. debe reflejarse en la parte considerativa y 
en los resolutivos debe confirmarse la sentencia 
recurrida en la parte correspondiente". 

C4ARTO. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
' 

de la Nación, ha determinado que los argumentos vertidos 

en la revisión adhesiva deberán estudiarse, 

excepcionalmente, antes que los de la principal, cuando en 

ellos se aleguen cuestiones relativas a la improcedencia 

del juicio de amparo, lo que es un aspecto de orden 
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público que conforme a la estructuración procesal debe 

dilucidarse preliminarmente al tema de fondo debatido. 

En apoyo a lo anterior se invoca la jurisprudencia 

P./J. 69/97, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, que se consulta en la página 117 

del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo VI, septiembre de 1997, correspondiente a la 

Novena Época, con el rubro y texto que dicen: 

"REVISIÓN ADHESIVA. CUANDO EN SUS 
AGRA V/OS SE PLANTEA LA IMPROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE GARANTÍAS, ÉSTOS DEBEN 
ANALIZARSE PREVIAMENTE A LOS 
EXPRESADOS EN LA REVISIÓN PRINCIPAL. La 
regla general es que si los agravios de Ja revisión 
principal no prosperan, es innecesario el examen de 
Jos expresados en Ja revisión adhesiva, o bien que 
primero se estudien Jos agravios en Ja principal y 
Juego, de haber prosperado aquéllos, Jos de Ja 
adhesiva, por tener ésta un carácter accesorio de 
aquélla. Sin embargo, si en la revisión adhesiva se 
alegan cuestiones relativas a Ja improcedencia del 
juicio de garantías, éstas deben analizarse 
previamente a Ja revisión principal, por ser dicho 
estudio una cuestión de orden público, en términos 
del último párrafo del artículo 73 de Ja Ley de 
Amparo". 

Así, en virtud de que el análisis de las causas de 

improcedencia es una cuestión de estudio preferente y en 

atención a lo ordenado en el considerando quinto de la 

...... -:ti 1 -··· 
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ejecutoria del Amparo en Revisión de la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el 

que determinó devolver el presente asunto a este tribunal 

colegiado para que examinara todos los motivos que se 

hubieran aducido, en relación a la procedencia del juicio 

de amparo, dado que existían argumentos concretos, 

hechos valer por el Presidente Constitucional de los 

Estados Unidos Mexicanos, en su revisión adhesiva y que 

seguían sin resolverse, así como aquellos que pudiera 
·~ .. 

\ advertir oficiosamer;ite, al determinar lo siguiente: 
t 
'¡ 

"(. . .) 
Sin emb¡prgo, es evidente de autos y de lo reseñado 
en el cdnsiderando anterior, que este último aserto 
del Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Admi'listrativa del Primer Circuito no resulta 

~~~/t~~es basta dar lectura al Capitulo de 
'PRbCEDENCIA DEL RECURSO', para advertir 
quf#, en el mismo, se incorporan distintos 
argumentos identificados como 'Segundo' y 
'Tercero'. 
En cuanto al argumento identificado como 'Tercero', 
se vierten alegaciones adicionales relacionadas con 
la denuncia de que el quejoso carece de interés 
jurídico/legítimo, pues en el oficio de respuesta a la 
solicitud de autorización, sólo se citaron los 
artículos 234, 235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de Salud, sin que ello constituya 
acto de aplicación alguno, para lo cual, se citó la 
tesis de rubro: 'LEYES. SU SOLA CITA NO 
CONSTITUYE UN ACTO DE APLICACIÓN'. 
Sobre ello, puede decirse que si bien de forma 
general, el Tribunal Colegiado que conoció 
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previamente del asunto, respondió a las 
alegaciones que sobre la falta de interés 
jurídico/legítimo del quejoso, realizó el Presidente 
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, lo 
cierto es que dicha respuesta no fue puntual, y no 
agota lo planteado por dicha autoridad responsable 
en cuanto a los motivos específicos por los que en 
los apartados 'Primero' y 'Tercero', se aduce que el 
quejoso carece de interés jurídico/legítimo. 
Lo anterior, máxime que en el apartado 'Primero' se 
hace referencia a cuestiones afines a la naturaleza 
heteroaplicativa de las normas impugnadas y en el 
tercer apartado, a que la sola cita de preceptos, no 
constituye un acto de aplicación; cuestiones que si 
bien están relacionadas, no parecen haber sido 
exhaustivamente analizadas en el cuarto 
considerando de la sentencia de seis de julio de dos 
mil dieciséis. 
Esto es así, pues el estudio de improcedencia que 
realizó el Tribunal Colegiado, se centra, en general 
en el motivo de improcedencia denunciado en el 
sentido de que no existió un acto de aplicación de 
los numerales reclamados, pero sin que en ello se 
diera respuesta específica en cuanto a, por ejemplo, 
lo alegado en el sentido de que tales preceptos, 
únicamente fueron citados más no aplicados, ni 
menos aún, en cuanto a si resultaba o, no, aplicable 
la tesis invocada por la referida autoridad 
responsable. De hecho, en el apartado 'Tercero', se 
alega también que el quejoso no acredita de 
manera fehaciente que normalmente lleva a cabo el 
consumo individual del estupefaciente cannabis 
sativa, y dicha cuestión tampoco fue analizada por 
el órgano colegiado que antecedió en el 
conocimiento del asunto. 
En tal sentido, si bien es permitido que los 
argumentos de las partes en general, y en el caso, 
de las causales de improcedencia que hacen valer 
las partes, pueda realizarse de manera conjunta, 
ello no excusa la omisión de estudio de cada motivo 
específico por el que se alegue que existe una 
razón por la que deba sobreseerse en el juicio de 
amparo. 
A mayor abundamiento, si bien del fallo dictado por 
el Tribunal Colegiado que nos ocupa, se advierte 
que el mismo enfoca su respuesta genérica a la 
causal de improcedencia que en los apartados 

.JIN·1 J TRIBU~ 
UAL o')!.I\ 
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'Primero' y 'Segundo' del Capítulo de Procedencia 
del escrito de revisión adhesiva del Presidente de Ja 
República, se hace valer en cuanto a la falta de 
interés jurídico/legítimo del quejoso, no queda claro 
de dicho análisis en qué forma se responden Jos 
motivos específicos por Jos que la autoridad 
responsable señalada, en dos aparlados diferentes, 
consideraba que se actualizaba dicha causal de 
improcedencia. 
Por otro lado, Jo que sí resulta incuestionable, es 
que en ninguna forma, el Tribunal Colegiado se 
ocupa de estudiar lo planteado por el Presidente de 
la República en el aparlado 'Segundo' del capítulo 
de 'PROCEDENCIA DEL RECURSO', contenido en 
el oficio de revisión adhesiva presentado por el 
Presidente Constitucional de Jos Estados Unidos 
Mexicanos, y es que, en efecto, dicho Tribunal 
centró su estudió de improcedencia únicamente en 
cue~tiones afines éfl interés jurídico/legítimo del 
que1oso. 
Sin embargo, en el aparlado 'Segundo' referido, se 
incluyen distintos¡ argumentos que abonan nuevos 
posibles motivo~ de improcedencia, relacionados 
con los efect?s de la eventual concesión de 
amparo, en cuanto a Ja inviabilidad de que la 
misma puecfa tener efectos materiales y en 
cuanto a la posible violación al principio de 
relatividad de la sentencia. 
Y es que, s/ bien es cierlo que dichas causales, en 
lo general, ya habían sido hechas valer ante el Juez 
de Distrito ~n el informe justificado respectivo, quien 
Ja desestil/nó, no menos cierlo es, que en el oficio 
de revisidn adhesiva se incluyen entre otros, los 
siguiented nuevos posibles motivos que 
actualizanan dichas causales y que no fueron 
planteados ante el juez ni menos aún estudiados 
por el mismo: 
- No es material y jurídicamente viable cumplir 
una ejecutoria de amparo, si el presupuesto 
necesario para garantizar el consumo de 
Marihuana, conlleva la comisión de un delito. 
- No fue motivó de análisis el proceso de 
adquisición, comercio o recepción del narcótico. 
- El quejoso no podrá ejercer el derecho que 
solicita. 

.-f 
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- De concederse el amparo se violarían distintos 
tratados internacionales suscritos por el Estado 
Mexicano. 
- De concederse el amparo, no quedan exentos 
de la comisión del delito quienes provean al 
quejoso de la droga ni el propio quejoso. 
De hecho, en la forma en que son planteados, los 
argumentos referidos no necesariamente estarían 
vinculados a las causales de improcedencia 
relativas a los efectos prácticos de la ejecutoria de 
amparo y a la posible violación del principio de 
relatividad de la sentencia, sino que dichos motivos, 
se plantean también para ser estudiados 
propiamente como causales de improcedencia en sí 
mismas y no sólo como motivos de una causal 
diversa, pues, por ejemplo, el que la sentencia de 
amparo, de ejecutarse conlleve la comisión de uno 
o más delitos, está relacionado no sólo con la 
posibilidad de que una sentencia se materialice y 
con que ello pueda tener efectos sobre personas 
distintas al quejoso, sino también, con los fines y la 
naturaleza del juicio de amparo. 
Ello se afirma así, pues en el propio apartado 
'Segundo' citado, la autoridad responsable precisa 
distintas cuestiones que, si bien tienen relación 
entre sí, merecen una respuesta concreta en cada 
caso, pues parten de la imposibilidad legal que 
existe para que el quejoso acceda a la semilla de la 
'cannabis' o a la propia droga, siendo que, en el 
caso, no se solicitó el amparo con respecto a actos 
relacionados con adquisición. 
Pero más aún, lo anterior lleva a interrogantes 
relacionadas con el hecho de que, si el quejoso 
accediera a la droga, podría estar cometiendo un 
delito quien Je proporcionare Ja misma, y el propio 
quejoso como receptor del producto de un delito, 
cuestiones todas ellas que, entre otras, se refieren 
en el oficio de revisión adhesiva y no son 
estudiadas por el Tribunal Colegiado, ni fueron 
tampoco merecedoras de mención alguna de las 
razones por las que no se estudiaron. 
Así, es indudable que el Tribunal Colegiado, sólo 
atendió o respondió parcialmente los argumentos 
de improcedencia que le fueron planteados por el 
Presidente de la República, como autoridad 
responsable y revisionista adhesiva, y que, por 
tanto, existen aún cuestiones que deben estudiarse 

r 
' 
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y, en su caso, desestimarse o estimarse 
procedentes, antes de que se proceda al fondo del 
estudio del asunto". 
(Folios doscientos ochenta y dos reverso a 
doscientos ochenta y cinco de este toca). 

Del texto previamente transcrito, se derivan los 

lineamientos establecidos en la ejecutoria relativa al 

Amparo en Revisión emitida por la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que este 

' ' tribunal colegiado debe observar a efecto cumplimentar 

dicha resolución. , 
/ 

! 

En atenc\ón a ellos se precisa que el Presidente de la 
' 

i 

República, eh su recurso de revisión adhesiva, expone 

diversos mptivos de improcedencia del juicio de amparo en , 
1 
' 

tres apartados. 

i 

En ~I primero manifiesta en esencia que, respecto 

del artículo 479 de la Ley General de Salud, procede dictar 

el sobreseimiento en el juicio de amparo, con fundamento 

en el artículo 63, fracción V, de la Ley de Amparo, al 

actualizarse la causal de improcedencia prevista en el 

artículo 61, fracciones XII y XXIII, en relación con los 

! 
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diversos numerales 5, fracción 1y107, fracción 1, todos del 

mismo ordenamiento jurídico. 

Lo anterior, debido a que el quejoso reclamó dicho 

precepto en su carácter de heteroaplicativo; sin embargo, 

no acreditó su aplicación, pues si bien exhibió copia simple 

del oficio emitido por el Comisionado de 

Autorización Sanitaria de la Comisión Federal para la 

Protección Contra Riesgos Sanitarios, del mismo no se 

observa que este precepto haya sido aplicado. 

Este argumento es inoperante. 

Se dice lo anterior, porque en el considerando cuarto 

de la sentencia recurrida, el Juez Federal, advirtió de 

oficio, que respecto del artículo 479 de la Ley General de 

Salud, se actualizaba la causa de improcedencia prevista 

en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo. 

Ello porque indicó que, dicho numeral, establece la 

tabla de las dosis máximas de consumo personal e 

inmediato de diversos narcóticos, entre otros, el aplicable 

ilNTO TRIBllt 
llATEklA ~. 
~ 
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a la "cannabis sativa, índica o mariguana" (5 gramos), el 

cual estaba relacionado con lo establecido en el párrafo 

primero del diverso numeral 478, de ese mismo 

ordenamiento jurídico, que regula la excluyente de 

responsabilidad del delito de narcomenudeo por la 

posesión simple, en contra de quien sea 

farmacodependiente o consumidor en igual o inferior 

cantidad. 

Por lo que con,iluyó el juzgador que el artículo 479 de 

' la Ley General /de Salud, no se citó en el acto de 

aplicación impdgnado, ni lo dispuesto en él se concretó 
' 

implícitamen~, pues la respuesta emitida por la autoridad 

administratiNa no guardaba relación con la existencia de 

una cond~cta delictiva o la posibilidad de considerar que 

se actuafizaba la posesión del narcótico respectivo en una 

cantidaq que permitiera considerar que ésta se destinaba 
! 

exclusiV,amente para consumo personal y menos aún se 
1 

trataba de la excluyente de responsabilidad por 

farmacodependencia. 

// 
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Ante ello, determinó el juez que al no acreditarse la 

existencia de un acto de aplicación de lo previsto en el 

numeral 479 de la Ley General de Salud, en perjuicio del 

quejoso, se colegía que no afectaba su interés jurídico y, 

por ende, el juicio de amparo resultaba improcedente en 

su contra por lo que debía sobreseerse en este respecto 

del citado precepto, al tenor de lo señalado en el diverso 

61, fracción XII, de la Ley de Amparo. 

Por tal razón, toda vez que el Juez de Distrito sí 

analizó tal causal de improcedencia y al efecto resolvió 
l/I." -, "-'lSJ WAL e 

que en el caso se actualizaba; el argumento expuesto por .llAh · '"
1
i.fll/8r; 

Pl!ll,. C/RC( 

la recurrente adhesiva en el apartado primero del capítulo 

de improcedencia de su recurso, deviene inoperante, 

puesto que en la sentencia recurrida se sobreseyó ante la 

falta de interés jurídico, por no existir aplicación del 

numeral 479 de la Ley General de Salud. 

Sobreseimiento que en el considerando tercero de la 

presente ejecutoria quedó intocado debido a que el 

quejoso no impugnó esa determinación. 
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Por otro lado, no pasa inadvertida la consideración 

de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, consistente en que debe estudiarse el carácter 

heteroaplicativo de los artículos reclamados y su falta de 

aplicación en el oficio controvertido, pues del análisis que 

realizó este tribunal colegiado al apartado primero del 

capítulo de procedencia del recurso de revisión adhesiva, 

planteado por el Presidente de la República, se advierte 

, que a través de los argumentos ahí expuestos, solo alega 
' .. 

la naturaleza heter,óaplicativa del artículo 479 de la Ley 

General de Salud·, y la falta de interés jurídico del quejoso, 

al no haber sido aplicado en el oficio en el que el 

' 
Encargado ge Autorización Sanitaria de la Comisión 

Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios le 

negó su sqlicitud, más no se refirió a todos los numerales 

reclamado$, pues sus argumentos no fueron genéricos, 

sino espedíficos. 

Por otro lado, en una sección del apartado tercero, la 

autoridad recurrente indicó que debía sobreseerse el juicio 

de amparo, porque el quejoso carecía de interés 

jurídico/legítimo, ello con fundamento en el artículo 61 
' 

./ 
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fracción XII, en relación con el diverso 63, fracción V, de la 

Ley de Amparo. 

Lo anterior, debido a que en el oficio emitido por el 

Comisionado de Autorización Sanitaria de la Comisión 

Federal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios de la 

Secretaría de Salud, sólo se citaron los artículos 234, 235, 

237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud, 
,. 

sin que ello constituya acto de aplicación alguno. 

Pues, a través del oficio en cita, la responsable solo 
J!N1 .. ' • ':JAL CC 

daba respuesta a la consulta formulada por el particular en llAk '.11NiW.~ 
PRI•·•·< CIRCL 

el sentido de que por el momento no podía ser expedida la 

autorización solicitada, sin que pudiera considerarse que 

dicho oficio obligaba al quejoso a realizar una acción. 

tampoco que se le sancionara, o bien que se vedara 

derecho alguno adquirido por el accionante del juicio de 

amparo. 

Apoyó su conclusión en la tesis 1 a. V/2008 de la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
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Nación, de rubro: "LEYES. SU SOLA CITA NO 

CONSTITUYE UN ACTO DE APLICACIÓN". 

A fin de analizar la causal de improcedencia 

planteada, es oportuno referir el marco jurídico que la 

prevé y en tal propósito se invoca el artículo 61, fracción 

XII, de la Ley de Amparo, cuyo texto es: 

"Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente: 
l. (. . .) 
XII. Contra actos que no afecten los intereses 
jurídicos o legítimos del quejoso, en los términos 
establecidos en la fracción I del artículo 5o. de la 
presente Ley, y contra normas generales que 
requieran de un acto de aplicación posterior al inicio 
de su vigencia; 
XIII (. .. )". 

El numeral previamente transcrito prevé que el juicio 

de amparo es improcedente cuando los actos reclamados 

no afecten los intereses jurídicos o legítimos del quejoso y 

contra normas generales que requieran de un acto de 

aplicación. 

Como se indicó previamente, el recurrente adhesivo 

considera que los artículos precisados en el oficio que 

contiene la respuesta emitida por el Comisionado de 
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Autorización Sanitaria, no fueron aplicados sino solo se 

citaron en tal documento. 

En relación a la diferencia entre la cita y aplicación de 

los artículos reclamados, la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, determinó que las normas 

jurídicas contenidas en leyes constituyen prescripciones 

que obligan, prohíben o permiten a las personas la 

realización de una conducta específica y que ello lo hacen 

al enlazar una consecuencia determinada, como efecto, a 

la realización de cierta conducta, como causa. 

Explicó el Alto Tribunal del País que, ante la 

actualización de las hipótesis o supuestos contemplados 

en la ley, el orden jurídico prescribe la aplicación de sus 

consecuencias jurídicas, por lo que una ley sólo puede 

considerarse aplicada cuando el órgano estatal 

correspondiente ordena la realización de la consecuencia 

jurídica que se sigue del cumplimiento de sus condiciones 

de aplicación, por considerar. precisamente, que éstas 

fueron satisfechas. 

. .JINTO TRlB 
llATER!A A 

PftlMl 
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En consecuencia, la sola cita, en una resolución, de 

un artículo de una ley constituye un dato que, por sí solo, 

resulta insuficiente para acreditar tal cuestión, pues lo 

relevante para ello consiste en demostrar que, en el caso 

concreto, fueron aplicadas las consecuencias jurídicas que 

siguen a la configuración de la hipótesis normativa descrita 

en la ley. 

Tales consideraciones se encuentran contenidas en 

la tesis de rubro, texto y datos de publicación siguientes: 

"LEYES. SU SOLA CITA NO CONSTITUYE UN 
ACTO DE APLICACIÓN. Las normas jurídicas 
contenidas en leyes constituyen prescripciones que 
obligan, prohíben o permiten a las personas Ja 
realización de una conducta específica. Ello Jo 
hacen al enlazar una consecuencia determinada, 
comq efecto, a Ja realización de cierla conducta, 
comq causa. Así, ante Ja actualización de Ja 
hipótesis o supuestos previstos en Ja ley, el orden 
jurídico prescribe la aplicación de las consecuencias 
previstas también en Ja misma. De esa manera, una 
ley sólo se puede considerar aplicada cuando el 
órgano estatal correspondiente ordena Ja 
realización de la consecuencia jurídica que se sigue 
del cumplimiento de sus condiciones de aplicación, 
por considerar, precisamente, que éstas fueron 
satisfechas. En consecuencia, Ja sola cita, en una 
resolución, de un arlículo de una ley constituye un 
dato que, por sí solo, resulta insuficiente para 
acreditar tal cuestión, pues lo relevante para ello 
consiste en demostrar que, en el caso concreto, 
fueron aplicadas las consecuencias jurídicas que 
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siguen a Ja configuración de Ja hipótesis normativa 
descrita en la ley. 
(Tesis: 1a./J. 18/2012 (9a.). Primera Sala del Máximo Tribunal del País. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima Época. Libro 
XIII, Octubre de 2012, Tomo 2. Página: 812). 

En la especie, el quejoso 

por propio derecho; reclamó los artículos 234, 

235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la Ley General de 

Salud, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

siete de febrero de mil novecientos ochenta y cuatro, con 

motivo del que llama su primer acto de aplicación y que 

hizo consistir en el oficio de veinticuatro de noviembre de 

dos mil quince, signado por el Comisionado de 

Autorización Sanitaria de la Comisión Federal para la 

Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Al respecto, es oportuno referir que de las 

constancias que integran el juicio de amparo de origen, se 

aprecia que la autoridad responsable, Subdirectora 

Ejecutiva de lo Contencioso de la Coordinación General 

Jurídica y Consulta de la Comisión Federal de la 

Protección contra Riesgos Sanitarios de la Secretaría de 

Salud; al rendir su informe justificado, remitió al juez 

JINTO rRIBl 

MATERIA A! 

PftlME 
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diversas copias certificadas dentro de las cuales se 

encuentran el escrito libre signado por 

, por propio derecho, mediante el cual solicitó: 

"Se promueve la autorización para que el peticionario 

pueda consumir marihuana regularmente, de forma 

personal y con fines meramente lúdicos y recreativos" de 

fecha doce de noviembre· de dos mil quince, y fue 

según se lee del 'egistrada con el folio 

"Comprobante de Trámite" respectivo (fojas ciento 

cuarenta y cuatro a ciento cuarenta y seis). 

Asimismo del oficio que se identifica como el primer 

acto de aplicación de los numerales reclamados, el cual 

fue anexádo a la demanda de amparo, en la parte que a 

este estudio interesa, se destaca: 

"(.'.) 
México, D.F. 24 de Noviembre de 2015 
Asunto: Autorización de consumo. 
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 4 
párrafo cuarto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 16, 17 y 39 fracciones 
XXI y XXIV de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal; 3 fracciones XXIV y XXX, 4 
fracción 111, 17 bis fracciones IV y VI, 194, 194 bis, 
244, 245, 247, 283, 284, 285, 289, 290, 368, 369, 
371 y 375 fracción IX de la Ley General de Salud; 
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(. . .) y en relación a su solicitud con número de 
entrada de fecha 13 de 
noviembre de 2015, en la que solicita autorización 
sanitaria para que el peticionario el C. 
- pueda consumir Cannnabis Sativa (índica 
y americana o marihuana, su resina, preparados y 
semillas), así como THC (Tetrahidrocannabinol), al 
respecto se informa: 
Conforme al artículo 235 y 237 (sic) de la Ley 
General de Salud indica 'Queda prohibido en el 
territorio nacional, la siembra, cultivo, cosecha, 
elaboración, preparación, acondicionamiento, 
adquisición, posesión, comercio, transporte en 
cualquier forma, prescripción médica, suministro, 
empleo, uso, consumo de las siguientes 
substancias y vegetales: opio preparado, para 
fumar, diacetilmorfina o heroína, sus sales o 
preparados, cannabis sativa, índica y americana o 
marihuana, papaver somniferum o adormidera, 
papaver bactreatum y erythroxilon novogratense o 
coca, en cualquiera de sus formas, derivados o 
preparaciones'. 
Conforme al artículo 245, 247 y 248 de la Ley 
General de Salud se indica 'Queda prohibida la 
siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
acondicionamiento, adquisición, posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, 
prescripción médica, suministro, empleo, uso, 
consumo de las substancias incluidas en la fracción 
I del artículo 245 entre las sustancias enlistadas en 
la fracción I del Artículo 245 se encuentra THC 
(Tetrahidrocannabinol). 
Por lo anterior expuesto hasta el momento no 
puede ser expedida autorización alguna para la 
siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
acondicionamiento, adquisición, posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, 
prescripción médica, suministro, empleo, uso o 
consumo de Cannabis Sativa (índica y americana o 
marihuana, su resina, preparados y semillas) y THC 
(Tetrahidrocannabinol). 

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN 
EL COMISIONADO DE AUTORIZACION 

SANITARIA. 
(. .. )". [Foja ciento cuarenta y cinco]. 

·\ ... ¡ 
., ¡·;~{ 
~~ 
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De la transcripción que se hace del contenido del 

oficio en comento, claramente se advierte que el mismo 

constituye la respuesta a la petición que por escrito 

formuló el ahora quejoso a la autoridad responsable, 

consistente en que por el momento no podía ser expedida 

autorización alguna para la siembra, cultivo, cosecha, 

elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisición, 

posesión, comercio, transporte en cualquier forma, 

\~ f prescripción médica, suministro, empleo, uso o consumo 
• 
¡ 

de Cannabis Sativa.(índica y americana o marihuana, su 

resina, preparndos y semillas) y THC 

(Tetrahidrocanr)0binol), pues tales actos estaban 
,. 

prohibidos pqr disposición expresa de los artículos 235, 
! 

237, 245, frcicción 1, 247 y 248 de la Ley General de Salud. 

Bajo ese contexto, si como se anticipó, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, definió que una norma 

jurídica se aplica cuando el órgano estatal correspondiente 

ordena la realización de la consecuencia jurídica que se 

sigue del cumplimiento de sus condiciones de aplicación, 

por considerar, precisamente. que éstas fueron 

satisfechas. 
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Y por otro lado se tiene que, en el caso, la autoridad 

responsable determinó que por el momento no podía ser 

expedida la autorización para la siembra, cultivo, cosecha, 

elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisición, 

posesión, comercio, transporte en cualquier forma, 

prescripción médica, suministro, empleo, uso o consumo 

de Cannabis Sativa (índica y americana o marihuana, su 

resma, preparados y semillas) y THC 

(Tetrahidrocannabinol), porque dichos actos estaban 

expresamente prohibidos en los artículos 235, 237, 245, 

fracción 1, 247 y 248 de la Ley General de Salud, se ·ia&'NAL e 
\¡,.' ' .;,r;í!Nl8' 

obtiene que lo que realmente hizo la autoridad sanitaria Pftll1R" CiRC 

fue aplicar el contenido de tales preceptos legales. 

Ello porque, en observancia a su contenido informó al 

gobernado que no podía otorgar la autorización solicitada, 

pues tales numerales contemplan una prohibición expresa 

a la autorización que pretende el gobernado, por lo que se 

aprecia que realmente la autoridad responsable aplicó los 

artículos reclamados y no solo los citó. 
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Por tal razón, la tesis 1a./J. 18/2012 (9a.), de la 

Primera Sala del Máximo Tribunal del País, invocada por 

el Presidente de la República en su revisión adhesiva, sí 

resulta aplicable al asunto, pues en ella se exponen los 

lineamientos necesarios para diferenciar entre la 

configuración de una hipótesis normativa y su sola cita en 

una resolución administrativa; sin embargo en atención a 

su contenido, este tribunal colegiado llegó a la conclusión 

' de que en el oficio reclamado se ordenaba la realización ; 
' 

de la consecuencia jurídica que se sigue del cumplimiento 

. 
ft' de lo previsto en los artículos 235, 327, 245, 247 y 248 de 

la Ley General, de Salud, al determinar que por el 

momento, no podía ser expedida autorización alguna para 
i 

la siembra,: cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 

acondicio11amiento, adquisición, posesión, comercio, 

transport~ en cualquier forma, prescripción médica, 

suministro, empleo, uso y consumo de marihuana. 

Asimismo, al emitir esa respuesta, la autoridad 

responsable indicó que su expedición era de conformidad 

con diversos artículos de la Ley General de Salud, dentro 

de los que se encuentra el precepto 368, el cual establece 
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que la autorización sanitaria es el acto administrativo ' 
mediante el cual se permite a una persona pública o 

privada, la realización de actividades relacionadas con la 

salud humana, en los casos y con los requisitos y 

modalidades que determina esa disposición jurídica, así 

como las demás disposiciones generales aplicables, 

teniendo las autorizaciones sanitarias el carácter de 

licencias, permisos, registros o tarjetas de control sanitario. 

De donde se advierte claramente la aplicación del 

numeral 368 de la Ley General de Salud, en el oficio de "J '"'WNAL < 

.líA1 cic ''rl.l!NISJ 
respuesta emitido por el Comisionado de Autorización iflN.~¡\ CIRC 

Sanitaria de la Comisión Federal para la Protección Contra 

Riesgos Sanitarios de la Secretaría de Salud. 

Sin que pase inadvertido para este órgano *· 
constitucional que en el oficio de respuesta, la autoridad 

responsable no haya citado el numeral 234 de la Ley 

General de Salud, pues tal como lo determinó el Juez de 

Distrito, en el considerando quinto de la sentencia 

recurrida (foja doscientos ocho, reverso, de los autos de 

amparo), de la demanda de amparo promovida por el 



' i 

fORMA. n.1 

35 

quejoso se advierte que la impugnación que propone el 

accionante, es en virtud de que tales preceptos, forman 

parte de la regulación prohibitiva del consumo de 

marihuana, de ahí que se controviertan como un sistema 

normativo. 

Pues tal artículo únicamente explica que se debe 

entender por estupefaciente, al referir "Para los efectos de 

' esta Ley, estupefacientes: (VÉASE se consideran 

ARCHIVO ANEXO). Los isómeros de los estupefacientes 

~ de la lista anterior, a menos que estén expresamente 

exceptuados. · Cualquier otro producto derivado o 

preparado que contenga substancias señaladas en la lista 

anterior, sus precursores químicos y, en general, los de 

naturaleza análoga y cualquier otra substancia que 

determine la Secretaría de Salud o el Consejo de 

Salubridad General. Las listas correspondientes se 
' ' publicatán en el Diario Oficial de la Federación". 

Determinación que al no haber sido controvertida por 

el recurrente adhesivo, ni por cualquier otra autoridad 

I 
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responsable, debe seguir rigiendo el sentido del fallo que 

se analiza. 

En otra sección del apartado tercero el revisionista 

adhesivo aduce que con motivo de los artículos de la Ley 

General de Salud reclamados, no se afecta la esfera 

jurídica/legítima del quejoso, dado que éste no lo acredita 

de manera fehaciente con documento idóneo. 

Sostiene que el quejoso acude al juicio de amparo 

reclamando la inconstitucionalidad de los artículos 234, 

235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la Ley General de 

Salud; sin embargo, no acredita con prueba alguna que la MAF:RIA. 
Pftll 

emisión de tales ordenamientos legales le causen perjuicio 

o agravio en su esfera de derechos fundamentales, pues 

para empezar, no acredita de manera fehaciente que 

efectivamente lleve a cabo el consumo individual del 

estupefaciente cannabis sativa, así como el psicotrópico 

THC conjuntamente "marihuana o cannabis". 

Indica que al no existir elementos de convicción 

palpables e idóneos con los que la impetrante acredite de 
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qué forma su esfera jurídica se ve afectada, debe 

sobreseer el juicio de amparo, ya que no es suficiente, 

para acreditar el interés jurídico en el amparo, la existencia 

de una situación abstracta que no otorgue a un particular 

determinado la facultad de exigir que esa situación 

abstracta se cumpla, situación que acontece en el 

presente asunto. 

En relación a los argumentos del revisionista 

adhesivo relativos a que no existe una afectación jurídica 

al quejoso, porque no acredita de manera fehaciente con 

prueba alguna la transgresión a su esfera jurídica, debe 

destacarse que la afectación al interés jurídico del 

gobernado, n.ace cuando existe una transgresión a algún 

derecho público subjetivo que esté previsto en un 

ordenamiento jurídico. 

En el caso, el queioso reclamó la 

inconstitucionalidad, entre otros, de los artículos: 235, 237, 

245, fracción 1, 247 y 248 de la Ley General de Salud, en 

los que se basó la autoridad responsable para negar la 

autorización que le solicitó. 
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Solicitud de autorización para el autoconsumo regular 

de marihuana, con fines meramente lúdicos y recreativos, 

así como para ejercer los derechos correlativos como son 

la siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, transporte en cualquier 

forma, empleo, uso y en general todo acto que estuviese 

relacionado, excluyendo los relativos al comercio; tales 

como la distribución, enajenación y transferencia de la 

misma. 

Así la afectación a la esfera jurídica del quejoso se 

constituye ante la negativa a su solicitud, pues el JIN''l mmuN.'" 

justiciable alega que con dicho acto se transgredió su PRlirlER C: 

derecho humano de autodeterminación personal y 

corporal, libertad individual y dignidad humana, 

contemplados en los artículos 1º, 2º, 3º y 25 de la 

Constitución Federal, 1 º de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos; 11 del Pacto San José, Preámbulo 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, así como de la 

protección a la libertad personal prevista en la parte 

~·· 
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sustantiva de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos. 

De donde se deriva que la aplicación de los artículos 

de la Ley General de Salud, que contemplan el sistema de 

prohibiciones administrativas, que no permite la siembra, 

cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 

acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, 

transporte en cualquiér forma, prescripción médica, 

suministro, empleo, · uso, consumo de las siguientes 

substancias y ve,getales: opio preparado, para fumar, 

diacetilmorfina -0 heroína, sus sales o preparados, 

cannabis sativé, índica y americana o marihuana, papaver 

somniferum , o adormidera, papaver bactreatum y 

erythroxilorv novogratense o coca, en cualquiera de sus 
' 

formas, derivados o preparaciones, es suficiente para 

advertir µna transgresión a la esfera jurídica del 

gobernadQ, pues la aplicación de tales disposiciones 

jurídicas, impide al particular llevar a cabo el autoconsumo 

regular de marihuana, con fines meramente lúdicos y 

recreativos, pues actualmente ese acto está prohibido por 

la Ley General de Salud. 
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Recapitulando, si el quejoso funda su demanda de 

amparo en el derecho a la autodeterminación y libertad 

personal, consagrados en los preceptos 1 º, 2º, 3º y 25 de 

la Constitución Federal, y se duele de la aplicación de los 

diversos 235, 237, 245, fracción 1, 247 y 248 de la Ley 

General de Salud, que prohíben su pretensión; acceder al 

otorgamiento de una autorización para que pueda llevar a 

cabo el autoconsumo regular de marihuana, con fines 

meramente lúdicos y recreativos, es evidente la afectación ~ 

a su esfera jurídica, pues en virtud de la observancia del 

marco legal, el particular no puede consumir la sustancia 

psicotrópica que solicita para ejercer de forma -4l!NTO rn1au1 
llATfRIA ADM: 

independiente su derecho de libertad personal. Pl!IMER 1 

Sin para ello sea necesario la exhibición de una 

prueba técnica que demuestre tal situación, pues basta 

con presentar el escrito de solicitud ante la autoridad 

competente, y la respuesta recaída a su escrito, para 

demostrar la violación a su derecho de 

autodeterminación personal, que estima infringido, 

pruebas que si obran en el expediente de amparo, a fojas 

treinta y nueve y cuarenta y uno, respectivamente. 

) 



41 

Por otro lado, en relación al hecho de que el 

justiciable no acredita que efectivamente lleve a cabo el 

consumo individual del estupefaciente cannabis sativa, así 

como el psicotrópico THC conjuntamente "marihuana o 

cannabis", esta exigencia es insostenible, pues como se 

vio, actualmente el marco legal que rige la situación 

particular, prohíbe a los gobernados la siembra, cultivo, 

cosecha, elaboración,
1 
·preparación, acondicionamiento, 

r adquisición, posesi,?n, comercio, transporte en cualquier 

forma, prescripción médica, suministro, empleo, uso o 

consumo de dicho estupefaciente, por lo que es ilógico 
' ! 

que se pidé! se acredite el consumo de marihuana, si el 

marco jurídico actual no lo permite. 
¡ 

9n este contexto, si bien el interés legítimo implica 
í 

una violación a la esfera jurídica del gobernado en virtud 

' 
de $u situación particular frente al orden jurídico, ello no 

implica que el quejoso deba demostrar que lleva a cabo un 

consumo regular de marihuana para que acredite la 

afectación a su interés legítimo. 
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Pues, justo en virtud de que el marco legal actual 

prohíbe el consumo de marihuana, es que el quejoso 

decide instar el juicio de amparo contra leyes, a efecto de 

demostrar la contravención de lo dispuesto en los 

numerales 235, 237, 245, fracción 1, 247 y 248 de la Ley 

General de Salud, con los preceptos 1 º, 2º, 3º y 25 de la 

Constitución Federal. 

De ahí que no sea necesario que el quejoso acredite 

que consume regularmente marihuana para que pueda 

actualizarse la afectación a su esfera jurídica, pues justo 

en razón de tal prohibición es que acude al juicio de 

amparo. 

Máxime que atendiendo a la finalidad de la 

autorización solicitada "autoconsumo de marihuana con 

fines lúdicos y recreativos", no se advierte que lo solicite 

para un fin médico, pues este es una modalidad diversa y 

en este supuesto, sí está permitido su consumo por ley, en 

cantidades mínimas (5 gramos), de conformidad con el 

artículo 479 de la Ley General de Salud. 

iNM "~JBJI, 

l!A, ,q AOI. 

Pl!JMER 

J 



íORMA f1-' 

43 

Tiene aplicación al asunto, la jurisprudencia que a 

continuación se transcribe: 

"INTERÉS LEGÍTIMO. ALCANCE DE ESTE 
CONCEPTO EN EL JUICIO DE AMPARO. La 
redacción de la fracción / del artículo 107 de la 
Constitución Federal, dispone qué debe entenderse 
por parte agraviada para efectos del juicio de 
amparo, y señala que tendrá tal carácter quien al 
acudir a este medio de control cumpla con las 
siguientes condiciones: 1) aduzca ser titular de un 
derecho o de un interés legítimo individual o 
colectivo; 2) alegue que el acto reclamado viola los 
derechos reconocidos por la propia Constitución; 3) 
demuestre una afectación a su esfera jurídica de 
manera directa o en virtud de su especial situación 
frente al orden jurídico; y, 4) tratándose de actos o 
resoluciones provenientes de tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo, aduzca la titularidad 
de un derecho subjetivo que se afecte de manera 
personal y directa. Ahora, para explicar el alcance 
del concepto 'interés legítimo individua/ o colectivo', 
ante todo~ · debe señalarse que tanto el jurídico 
como el )legítimo suponen que existe una tutela 
jurídica del interés en que se apoya la pretensión 
del prothovente, a diferencia del interés simple que 
no cue'nta con esa tutela, en tanto que la ley o acto 
que r,c/ama no le causa agravio jurídico, aunque le 
caus alguno de diversa naturaleza como puede 
ser, por ejemplo, uno meramente económico. Por 
otr, parte, debe entenderse que al referirse el 
pre epto constitucional a la afectación de un 
de cho, hace alusión a un derecho subjetivo del 
qu es titular el agraviado, lo cual se confirma con 
la i ea de que en materia de actos de tribunales 
necesariamente se requiere que cuente con un 
derecho subjetivo, es decir, tenga interés jurídico. 
Sentado lo anterior, el interés legítimo no supone la 
existencia de un derecho subjetivo, aunque sí que 
la necesaria tutela jurídica corresponda a su 
'especial situación frente al orden jurídico', lo que 
implica que esa especial situación no supone ni un 
derecho subjetivo ni la ausencia de tutela jurídica, 



44 

sino la de alguna norma que establezca un interés 
difuso en beneficio de una colectividad, identificada 
e identificable, lo que supone la demostración de 
que el quejoso pertenece a ella." 
([TA]; 1Da. Época; 2a. Sala; S.J.F y su Gaceta; Libro XVIII, Marzo de 
2013, Tomo 2; Pág. 1736). 

Ahora se procede a analizar los nuevos posibles 

motivos de improcedencia contenidos en el apartado 

segundo del recurso de revisión adhesiva, advertidos por 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en el considerando quinto de la ejecutoria del 

Amparo en Revisión 

En dicho apartado, la autoridad recurrente considera 

que en relación con los numerales 234, 235, 237, 245, llAT~RiA ¡,¡;, 
l'MiJ.. 

247, 248 y 368 todos de la Ley General de Salud, es 

improcedente el j icio de amparo de conformidad con el 

numeral 61, frac ión XXIII, en relación con el diverso 77, 

ambos de la Ley de Amparo y con los preceptos 1, 4, 15, 

76, fracción 1, 89, fracción X y 133 todos de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Para contextualizar las causas de improcedencia 

hechas valer por la autoridad recurrente, es necesario, 
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traer a colación, el contenido de los preceptos de la ley de 

la materia, que son del tenor siguiente: 

' ... 

Ley de Amparo 
"Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente: 
(. . .) 
XXIII. En los demás casos en que la improcedencia 
resulte de alguna disposición de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, o de esta 
Ley. 

Artículo 77. Los ··efectos de la concesión del 
amparo serán: 
l. Cuando el acto reclamado sea de carácter 
positivo se restituirá al quejoso en el pleno goce del 
derecho violado, restableciendo las cosas al estado 
que guardabán antes de la violación; y 
11. Cuando el acto reclamado sea de carácter 
negativo , o implique una omisión, obligar a la 
autoridad responsable a respetar el derecho de que 
se trate y a cumplir lo que el mismo exija. 
En el último considerando de la sentencia que 
conceda el amparo, el juzgador deberá determinar 
con ¡irecisión los efectos del mismo, especificando 
las medidas que las autoridades o particulares 
debán adoptar para asegurar su estricto 
cumplimiento y la restitución del quejoso en el goce 
del tlerecho. 
(. . .j ". 

Del texto normativo transcrito, se advierte que el 

juicio de amparo es improcedente cuando resulte de 

alguna disposición de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos o de la Ley de Amparo. 
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Atendiendo a esa cláusula abierta, el Presidente de 

la República, sostiene que el juicio de amparo es 

improcedente porque no fue motivo de análisis el proceso 

de adquisición, comercio o recepción del narcótico. 

Aduce que sólo podría sembrarse, cultivarse, 

cosecharse, prepararse, poseerse o transportarse 

marihuana, si existe como presupuesto la adquisición o 

importación de dicha droga, conductas que siguen 

constituyendo ilícitos penales previstos en normas que no 

fueron impugnadas y por tanto tampoco fueron materia de 

análisis en el presente juicio. 

A efecto de dar solución a estos argumentos, debe 

tenerse presente el contenido del escrito de solicitud 

presentado por el gobernado, en el que expresó: 

México, D. F. a 12 de noviembre de 2015. 
C. Mike/ Andoni Arria/a Peña/osa. 
Comisionado Federal de la 
Comisión para la Protección Contra 
Riesgos Sanitarios. 
Presente. 

El suscrito mexicano, mayor 
de edad, señalando como domicilio para oír y recibir 

•·· 

<INTO TRIBUr; 
llAlEl!IA ADM. 

PIVMER1 
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notificaciones el ubicado en (. . .) México, Distrito 
Federal; comparezco a exponer: 
En pleno ejercicio de mis derechos de libertad 
individual, autonomía, dignidad, libre desarrollo de 
la personalidad y salud, solicito se me otorgue la 
autorización para el consumo individua/ del 
estupefaciente Cannabis Sativa (índica y americana 
o mariguana, su resina, preparados y semillas}, así 
como del psicotrópico THC (Tetrahidrocannabinol, 
los isómeros L'i6ª (7), L'i 7, L'iB, L'i9 (11) y sus 
variantes estereoquímicas (conjuntamente 
'marihuana' o 'cannabis'). Se promueve la 
autorización para que el peticionario pueda 
consumir marihuana regularmente, de forma 
personal y con , fines meramente lúdicos y 
recreativos. i 

Asimismo, se J.ide la citada autorización para 
ejercer los der!fchos correlativos al autoconsumo de 
marihuana, tales como la siembra, cultivo, cosecha, 
preparación/' acondicionamiento, posesión, 
transporte /en cualquier forma, empleo, uso, 
consumo,/ importación y en general, todo acto 
relacionajlo con el consumo lúdico y personal de 
marihuapa, excluyendo los actos de comercio tales 
como la distribución, enajenación y transferencia de 
la mist;ha. 
En eipera de que se me otorgue la mu/ticitada 
autor/zación, quedo de usted. 
Ate amente 

(~a ciento 
a J aro). 

( 

cuarenta y seis del juicio de 

Del texto transcrito, se advierte que el particular, 

solicitó autorización al Comisionado de Autorización 

Sanitaria de la Comisión Federal para la Protección Contra 

Riesgos Sanitarios de la Secretaría de Salud, para el 

consumo individual de marihuana, así como de los 
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derechos correlativos para ejercerlo, dentro de los que 

señaló la importación de dicha droga. 

El Comisionado de Autorización Sanitaria, negó tal 

solicitud, e informó que hasta el momento no podía ser 

expedida autorización alguna para la siembra, cultivo, 

cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, 

adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier 

forma, prescripción médica, suministro, empleo, uso o 

consumo de Cannabis Sativa, (índica y americana o 

marihuana, su resina, preparados y semillas) y THC 

(Tetrahidrocannabinol), de conformidad con los artículos 

235, 237, 245, 247 y 248 de la Ley General de Salud, dado 

que los mismos establecían tal prohibición. 

Frente a esa determinación, el quejoso promovió 

juicio de amparo en contra de la expedición de la Ley 

General de Salud, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el doce de noviembre de dos mil quince, 

específicamente por lo que respecta a los artículos 234, 

235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479. 



/ 

49 

Luego, es menester traer a contexto el contenido de 

los numerales 235, 237, 245, 247 y 248 de la Ley General 

de Salud, que establecen: 

"ARTÍCULO 235. La siembra, cultivo, cosecha, 
elaboración, preparación, acondicionamiento, 
adquisición, posesión, eomercio, transporte en 
cualquier forma, prescripción médica, suministro, 
empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 
relacionado con estupefacientes o con cualquier 
producto que Jos contenga queda sujeto a: 
/. Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 
//. Los tratados y convenciones internacionales en 
los que Jos Estados Unidos Mexicanos sean parte y 
que se hubieren celebrado con arreglo a las 
disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 
111. Las disposiciones que expida el Consejo de 
Sa/ubridád General; 
IV. Lo que establezcan otras leyes y disposiciones 
de carácter general relacionadas con Ja materia; 
V. (DEROGADA) 
VI. Las disposiciones relacionadas que emitan otras 
dependencias del Ejecutivo Federal en el ámbito de 
sus respectivas competencias. 
L_os actos a que se refiere este artículo sólo podrán 
realizarse con fines médicos y científicos y 
requerirán autorización de la Secretaría de Salud. 
(. . .). 

ARTÍCULO 237. Queda prohibido en el territorio 
nacional, todo acto de los mencionados en el 
artículo 235 de esta Ley, respecto de las siguientes 
substancias y vegetales: opio preparado, para 
fumar, diacetilmorfina o heroína, sus sales o 
preparados, cannabis sativa, índica y americana o 
marihuana, papaver somniferum o adormidera, 
papaver bactreatum y erythroxilon novogratense o 
coca, en cualquiera de sus formas, derivados o 
preparaciones. 
Igual prohibición podrá ser establecida por la 
Secretaría de Salud para otras substancias 
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señaladas en el artículo 234 de esta Ley, cuando se 
considere que puedan ser sustituidas en sus usos 
terapéuticos por otros elementos que, a su juicio, no 
originen dependencia. 
(. . .). 

ARTÍCULO 245. En relación con las medidas de 
control y vigilancia que deberán adoptar tas 
autoridades sanitarias, las substancias 
psicotrópicas se clasifican en cinco grupos: 
l. Las que tienen valor terapéutico escaso o nulo y 
que, por ser susceptibles de uso indebido o abuso, 
constituyen un problema especialmente grave para 
ta salud pública, y son: 
(VÉASE ARCHIVO ANEXO). 
Cualquier otro producto, derivado o preparado que 
contenga las sustancias señaladas en la relación 
anterior y cuando expresamente lo determine la 
Secretaría de Salud o el Consejo de Salubridad 
General, sus precursores químicos y en general los 
de naturaleza análoga. 
11. Las que tienen algún valor terapéutico, pero 
constituyen un problema grave para ta salud 
pública, y que son: 
(. . .) 
111. Las que tienen valor terapéutico, pero 
constituyen un problema para la salud pública, y 
que son: 
(. . .) 
IV Las que tienen amplios usos terapéuticos y 
constituyen un problema menor para la salud 
pública, y son: 
(. . .) 
Y sus sales, precursores y derivados químicos 
(. . .) 
V. Las que carecen de valor terapéutico y se utilizan 
corrientemente en la industria, mismas que se 
determinarán en las disposiciones reglamentarias 
correspondientes. 

ARTÍCULO 247. La siembra, cultivo, cosecha, 
elaboración, preparación, acondicionamiento, 
adquisición, posesión, comercio, transporte en 
cualquier forma, prescripción médica, suministro, 
empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 
relacionado con substancias psicotrópicas o 

r' -·~BUN¡: 
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cualquier producto que /os contenga, queda sujeto 
a: 
/. Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 
11. Los tratados y convenciones internacionales en 
/os que los Estados Unidos Mexicanos sean parte y 
que se hubieren celebrado con arreglo a /as 
disposiciones de Ja Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 
111. Las disposiciones que expida el Consejo de 
Salubridad General; 
IV. Lo que establezcan otras leyes y disposiciones 
de carácter general relacionadas con Ja materia; 
V. (DEROGADA, D.O.F. l DE MAYO DE 1997) 
VI. Las disposiciones relacionadas que emitan otras 
dependencias del ejecutivo Federal en el ámbito de 
sus respectivas competencias. 
Los actos a que se refiere este artículo sólo podrán 
realizarse con fines médicos y científicos y 
requenran, al igual que /as substancias 
respectivas, autorización de la Secretaría de 
Salud. ' 

' ' ' ARTICUL0/248. Queda prohibido todo acto de los 
mencionaqos en el artículo 247 de esta Ley, con 
relación 9 /as substancias incluidas en Ja fracción I 
del artíctilo 245". 

;/ 

, 
Como se observa, de los artículos transcritos se 

¡ 

¡ , 

desprende que preven una prohibición expresa a la 

adquisición de marihuana, por lo que si el quejoso reclamó 

la inconstitucionalidad de dichos numerales, en 

consecuencia su contenido sí será materia de estudio del 

fondo del asunto, por lo que el argumento de la autoridad 

recurrente, deviene infundado. 
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En otro argumento, la autoridad recurrente alega que 

una concesión del amparo, acorde a lo estrictamente 

solicitado por el quejoso, en nada le beneficiaria, pues 

podría implicar la comisión de uno o más delitos, o cuando 

menos, la continuación de los efectos de los ya cometidos, 

así como violación a diversos ordenamientos legales 

administrativos e incluso internacionales. Ello, porque 

aunque se autorice la siembra o cosecha de marihuana, la 

obtención de una semilla, que resulta indispensable para 

dichos procesos, sigue constituyendo un ilícito. 

Aduce que la acción constitucional es improcedente, 

en virtud de que los efectos de la ejecutoria de amparo, 

que en su caso se dicte, no podrían concretarse porque no 

es material y jurídicamente viable cumplir una 

ejecutoria de amparo, si el presupuesto necesario para 

garantizar el consumo de marihuana, conlleva la 

comisión de un delito, por parte de quienes vendan, 

suministren o entreguen por cualquier medio dicha droga o 

su semilla a quien la consumirá; la posible comisión de 

delitos por parte del propio accionante del juicio de amparo 

al recibir la droga necesaria para su siembra y cosecha, e 

11Nm ·~·auN " ¡ 'l f 
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incluso, la eventual comisión de ilícitos diversos por parte 

de la autoridad que deba dar cumplimiento a la ejecutoria 

de amparo. 

Para dar solución a estos argumentos, es necesario 

traer a contexto el contenido del artículo 107, fracción 11, 

primer párrafo, de la Constitución Federal, que establece 

lo siguiente: 

"Artículo.: 107. Las controversias de que habla el 
artículo 103 de esta Constitución, con excepción de 
aquellas en materia electoral, se sujetarán a los 
procedimientos que determine la ley reglamentaria, 
de acuerdo con las bases siguientes: 
(. . .) 
//. Las sentencias que se pronuncien en los juicios 
de amparo sólo se ocuparán de los quejosos que 
/~ hubieren solicitado, limitándose a ampararlos 
y proteger/os, si procediere, en el caso especial 
.sobre el que verse la demanda. 
; (. . .) ". 

El texto constitucional transcrito, prevé el principio de 

rela ividad de las sentencias de amparo, conforme al cual, 

se dispone que las sentencias que se pronuncien en los 

juicios de amparo sólo se ocuparán de los quejosos 

que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y 
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protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el 

que verse la demanda. 

Este principio rector de las sentencias 

constitucionales, obliga a los tribunales de amparo a 

otorgar su protección, solo respecto del caso particular que 

haya dado lugar al juicio; es decir, al quejoso que instauró 

la demanda de amparo -ya sea un particular, una persona 

moral, privada u oficial- y respecto del acto de autoridad 

que constituyó la materia del juicio, sin poder dar a sus 

sentencias efectos generales. 

JINTO 1116: 
llATERlA AL 

Bajo ese tenor, la causa de improcedencia que hace PRIME: 

valer el recurrente adhesivo es infundada, porque en 

atención al principio de relatividad que rige el dictado de 

las sentencias de amparo, conforme al cual, solo se 

protege al promovente del medio extraordinario de 

defensa, la concesión que en su caso se llegara a dictar, 

solo ampararía al quejoso, permitiéndole adquirir la 

marihuana o su semilla para ejercer el derecho al libre 

desarrollo de la personalidad, con independencia de los 

tipos penales que prohíban la enajenación de la misma. 

·• 
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Pues basta atender al último párrafo del artículo 235 

de la Ley General de Salud, que establece que la siembra, 

cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 

acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, 

transporte en cualquier forma, prescripción médica, 

suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 

relacionado con estupefacientes o con cualquier producto 

que los contenga, sólo podrán realizarse con fines 

médicos y científicos y requerirán autorización de la 

Secretaría de Salud. 

De ahí que, si la Ley General de Salud, establece por 

,1 excepción que tales actos -dentro de los que se encuentra 

la adquisición de marihuana- pueden llevarse a cabo, .. 

cuando/se trate de fines médicos o científicos, en caso de 
/ 

que eje resuelva la inconstitucionalidad de los artículos 
i 

reclc:fmados, que establecen el sistema de prohibiciones 

adrtjinistrativas contemplado en el ordenamiento jurídico 
; 
i 

en Cita, es viable que pueda cumplirse la sentencia 

concesoria que en su caso se dicte, permitiéndole al 

justiciable adquirir una semilla o una cantidad necesaria de 

- ._, 
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marihuana para que pueda e1ercer su derecho al libre 

desarrollo de la personalidad. 

Pues, en caso de que se resolviera otorgar el amparo 

solicitado al quejoso, este tendría la autorización plena 

para adquirir una semilla de marihuana, lo que tornaría 

lícito dicho acto, por contar con el permiso expedido por la 

autoridad competente; Comisión Federal para la 

Protección Contra Riesgos Sanitarios de la Secretaría de 

Salud. 

En otra sección del apartado segundo del capítulo de 

procedencia del recurso de revisión adhesiva, aduce el 

Presidente de la República que de concederse el 

amparo, no quedan exentos de la comisión del delito 

quienes provean al quejoso de la droga ni el propio 

quejoso. 

Este argumento es infundado. 

Se dice lo anterior porque si bien el sistema punitivo 

de prohibiciones que se comprende por los tipos penales 

.:1,;;J MIB 
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contenidos en los numerales 194, fracción 1, 195, 195 BIS 

y 196 TER, del Código Penal Federal, así como en los 

artículos 475, 476 y 477 de la Ley General de Salud, los 

cuales sancionan a aquel que produzca, comercie, 

suministre, prescriba o posea algún narcótico, entre otros 

actos, cuentan con el elemento típico de carácter 

normativo consistente en que tales conductas deben 

realizarse "sin la autorización correspondiente". 

Esta condicionante, en caso de dictarse una 

sentencia protectora, no operaría en este caso, porque el 

quejoso contaría con tal autorización, lo que no haría ilícita 

:t;;nJ. la adquisición de marihuana o su semilla, de manera que 

incluso la ,obtención del psicotrópico por parte de terceros 

no sería ilegal, al contar con el permiso correspondiente, el 
, 

promovente del amparo, estaría facultado para acceder a 

dicha dtoga. 
' 

De igual forma, la autoridad que deba dar 

cumplimiento a la ejecutoria de amparo, no cometería 

ilícito alguno. 
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Se afirma lo anterior, porque debe tenerse presente 

el contenido del numeral 290 de la Ley General de Salud, 

que regula lo siguiente: 

"Artículo 290. La Secretaría de Salud otorgará 
autorización para importar estupefacientes, 
substancias psicotrópicas, productos o preparados 
que los contengan exclusivamente a: 
/. Las droguerías, para venderlos a farmacias o para 
/as preparaciones oficina/es que el propio 
establecimiento elabore, y 
//. Los establecimientos destinados a producción de 
medicamentos autorizados por la propia Secretaría. 
Su proceso quedará sujeto a lo establecido en los 
Capítulos V y VI de este Título, quedando facultada 
la propia Secretaría para otorgar autorización en los 
casos especiales en que los interesados justifiquen 
ante la misma la importación directa". 

Del texto legal transcrito se deriva que la Secretaría 

de Salud otorgará autorización para importar 

estupefacientes, substancias psicotrópicas, productos o 

preparados que los contengan exclusivamente a: 

1. Las droguerías, para venderlos a farmacias o para 

las preparaciones oficinales que el propio establecimiento 

elabore, y 

JI\ • • TJ.!BL:¡,¡. 
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2. Los establecimientos destinados a producción de 

medicamentos autorizados por la propia Secretaría. 

Asimismo se establece que la Secretaría de Salud, 

está facultada para otorgar autorización en los casos 

especiales en que los interesados justifiquen ante la 

misma la importación directa. 

Disposición normativa de la que se deduce la 

posibilidad de · que el justiciable pueda importar 

directamente el' psicotrópico en comento, al tratarse de un 

caso especial por tener la autorización correspondiente, o 

;L1~u incluso podría adquirir tal sustancia o su semilla en 

aquellos establecimientos que entran dentro del margen 

legal y que están autorizados y controlados por la propia 

Secretaría de Salud, como son las droguerías o los 

establecimientos destinados a producción de 

medici:imentos. 

Por consiguiente, contrario al dicho del recurrente 

adhesivo, los efectos de la ejecutoria de amparo, que en 

su caso se dictara, sí podrían concretarse, porque el 



60 

otorgamiento de la autorización por parte de la Comisión 

Federal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios de la 

Secretaría de Salud, es el presupuesto necesario para que 

el quejoso pueda adquirir marihuana o su semilla, lo que 

hace lógico que el promovente del amparo no pueda 

cometer los delitos en cuestión, pues con los efectos de la 

protección constitucional estaría facultado para adquirir 

dicha droga incluso de parte de terceros o de los 

establecimientos autorizados y controlados en el marco 

legal por parte de la Secretaría de Salud, de ahí que 

resulte infundada la causal de improcedencia hecha valer 

por el Presidente Constitucional en una sección del 

segundo apartado de su recurso de revisión adhesivo. 

Así en relación a la afirmación del recurrente 

adhesivo relativa a que el quejoso no podrá ejercer el 

derecho que solicita, deviene infundada, porque como 

se indicó previamente, toda vez que el accionante 

promovió el juicio de amparo en contra de los artículos 

235, 237, 245, 247 y 248, que prohíben de forma expresa: 

la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 

acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, 

.nm.'..l 171, 3: 
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transporte en cualquier forma, prescripción médica, 

suministro, empleo, uso y consumo de estupefacientes 

como lo es la marihuana, en el caso de que se concediera 

el amparo al justiciable, el efecto sería desaplicar de la 

esfera jurídica del gobernado el contenido de tales 

normas. 

Lo que se traduce en la obligación de que la 

autoridad sanitaria, no podría emitir la negativa a su 

solicitud, sustentada por tales numerales, lo que 

conllevaría irremediablemente al otorgamiento de la 

solicitud y no a la emisión de una respuesta en sentido 

lCülio. negativo. 

En · concordancia a la afirmación del recurrente 

adhesivb consistente en que de concederse el amparo 
1 

se viiolarían distintos Tratados Internacionales 

suscriJos por el Estado Mexicano, también es 

infundada. 

Se determina lo anterior, porque de concederse el 

amparo, no se contravendría lo dispuesto en instrumentos 
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internacionales de la materia, en específico: la Convención 

Única sobre Estupefacientes de 1961, enmendada por el 

Protocolo de 1972; el Convenio sobre Sustancias 

Sicotrópicas de 1971; y la Convención de las Naciones 

Unidas en contra del Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 

Sustancias Sicotrópicas de 1988. 

Para dar sustento a la determinación anterior, es 

necesario conocer el texto normativo de los tratados 

internacionales mencionados, en lo que a este estudio 

interesa, los cuales indican lo siguiente: 

Convención Única sobre Estupefacientes de 
1961, enmendada por el Protocolo de 1972. 

"Artículo 36. Disposiciones penales 
1. a) [. . .] 
b) No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, 
cuando las personas que hagan uso indebido de 
estupefacientes hayan cometido esos delitos, las 
Partes podrán en vez de declararlas culpables o de 
sancionarlas penalmente. o además de declararlas 
culpables o de sancionarlas. someterlas a medidas 
de tratamiento. educación. postratamiento. 
rehabilitación v readaptación social. de conformidad 
con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 38". 

Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 
1971: 

"Artículo 22. Disposiciones penales 
1. a) [. . .] 
b) No obstante, cuando las personas que hagan uso 
indebido de sustancias sicotrópicas hayan cometido 
esos delitos, las Partes podrán, en vez de 

\_ 
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declararlas culpables o de sancionarlas 
penalmente. o además de sancionarlas. someterlas 
a medidas de tratamiento. educación. 
postratamiento. rehabilitación y readaptación social, 
de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del 
artículo 20". 

Convención de las Naciones Unidas en contra 
del Tráfico /licito de Estupefacientes y 

Sustancias Sicotrópicas de 1988. 
"Artículo 3. Delitos y saneiones 
[. . .]. 
2. A reserva de sus principios constitucionales v a 
los conceptos fundamenta/es de su ordenamiento 
jurídico, cada una de las Partes adoptará las 
medidas que sean necesarias para tipificar como 
delitos penales . conforme a su derecho interno 
cuando se corr¡étan intencionalmente, la posesión la 
adquisición O el cultivo de estupefacientes o 
sustancias sícotrópicas para el consumo personal 
en contra de lo dispuesto en la Convención de 
1961, en, la Convención de 1961 en su forma 
enmendaÍJa o en el Convenio de 1971". 

' 

De las disposiciones internacionales previamente 

transcrita~, se obtiene que si bien establecen obligaciones 

para los 1Estados miembros de criminalizar determinadas 

conduct~s relacionadas con narcóticos, las primeras dos 
1 

conven~iones mencionadas establecen la posibilidad de 

someter a las "personas que hagan uso indebido" de 

estupefacientes y substancias psicotrópicas a "medidas de 

tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación y 

readaptación social", en lugar de sancionarlas penalmente. 

competencia exclusiva de la :suprema 1..;on:e ae Ju:su1.;1a uc: 
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Adicionalmente, de la Convención de las Naciones 

Unidas de 1988 se deriva que los Estados miembros 

podrán no sancionar la posesión, adquisición o cultivo de 

estupefacientes o substancias psicotrópicas para el 

consumo personal, cuando sea contrario a "sus principios 

constitucionales y a los conceptos fundamentales de su 

ordenamiento jurídico"; situación que se actualiza en el 

presente asunto, pues como se ha señalado, el 

autoconsumo de marihuana se encuentra protegido por el 

derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad, 

prerrogativa derivada de la Constitución. 

De ahí que si la Constitución Federal protege el 

derecho de libertad en su más amplio aspecto a favor del 

gobernado, y de este dimana el derecho al libre desarrollo 

de su personalidad, sin que se afecte a terceros, en 

consecuencia no se transgreden los tratados internaciones 

sobre la materia suscritos por el Estado Mexicano, debido 

a que los mismos dan libertad de regulación en los 

ordenamientos fundantes de cada país, conforme al cual, 

nuestra República Mexicana ha decidido proteger el 

derecho humano de autodeterminación y libre ejercicio de 
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la personalidad de cada individuo que resida en ella sin 

afectar a la sociedad en general. 

Máxime que los tratados internacionales invocados, 

no prohíben en concreto el autoconsumo para fines lúdicos 

y recreativos de marihuana. 

Por otro lado, en éuanto hace al argumento referente 

' 
a que el Presidente Constitucional está facultado para 

suspender o modificar los convenios internacionales, debe 

' 
decirse que si , bien a él le compete denunciar dichos 

tratados, lo cierto es que no debe perderse de vista, que 

; 
de conformidad con el Derecho Internacional, el Estado 

¡ 

Mexicano, hl suscribir un tratado, se obliga en todos sus 
1 
1 

términos,talvo que realice una reserva expresa, de modo 

que no d ben pasar desapercibidas las obligaciones que 

ha contraído nuestro país al firmar diversos tratados en 

materia de Derechos Humanos, tales como son la 

Convención Americana Sobre Derechos Humanos, 

Adoptada en San José de Costa Rica, abierta a firma el 

veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y 
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nueve, que en su artículo primero, numeral 1, dispone lo 

siguiente: 

Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos 

"Articulo 1. Obligación de Respetar los Derechos 
1. Los Estados Parles en esta Convención se 
comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional 
o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social". 

Disposición Internacional de la que se deduce el 

deber de los Estados Partes de la Convención, de 

respetar los derechos y libertades reconocidos en ella 

y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 

que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 

opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o 

cualquier otra condición social. 

Bajo ese contexto, si bien al Presidente de la 

República es al poder público que le compete denunciar, 

1 

'\ 

,.; 
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suspender y hacer reservas de los tratados internacionales 

que suscriba el Estado Mexicano, lo cierto es que sobre la 

materia, el recurrente adhesivo no aduce que exista 

reserva alguna en relación a la prohibición del 

autoconsumo de marihuana con fines lúdicos o 

recreativos, máxime que de conformidad con la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, nuestro 

país se encuentra obligado a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en dicho instrumento 

internacional y a garantizar su libre y pleno ejercicio. 

Lo que ádemás es acorde al marco constitucional 

conforme al/cual se protegen los derechos de libertad del 

individuo, a fin de que éste pueda ejercer de forma integral 

su autorlomía, de donde se deriva su derecho al libre 

desarroilo de la personalidad, cuya efectividad en su 

ejercicio pretende el quejoso al promover el juicio de 

amparo Indirecto, que es recurrido en esta instancia. 

De ahí que el argumento que expone el recurrente 

adhesivo, no configura un motivo de improcedencia del 
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medio extraordinario de defensa de que se trata, por lo 

que no puede sobreseerse. 

En el mismo sentido, con relación a la expresión del 

Presidente de la República relativa a que es facultad 

exclusiva del Senado aprobar los tratados internacionales 

y convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal 

suscriba, así como su decisión de terminar, denunciar, 

,.~\,\ 

,('.! 
('\" ~ :·~ 

suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y 
,r.~ ' 
• .., •• - < 

formular declaraciones interpretativas sobre los mismos; i '.}; 

se tiene que dicha facultad encuentra un límite implícito en 

las relaciones individuales que no interfieren en la órbita 

de la acción de otra u otras personas. 

Esto es, si bajo el marco constitucional se protege el 

derecho al libre desarrollo de la personalidad del individuo, 

las facultades con que cuenta el Senado no pueden 

interferir en la esfera jurídica de cada ser humano, pues el 

ejercicio del derecho de su autonomía no puede ser 

vedado por ninguna autoridad, siempre que se respeten 

los límites del mismo, situación que propone defender el 

quejoso en el presente asunto. 

'%_\ 
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De ahí que la afirmación del recurrente adhesivo, no 

configure causa de improcedencia alguna. 

Ahora, por lo que hace a los argumentos en los que 

el recurrente adhesivo aduce que el juicio de amparo 

promovido por es 

improcedente porque con su pretensión se afectan 

derechos de la sociedad en general, deja de protegerse a 

la institución de la familia, su eventual concesión infringiría 

' 
la naturaleza y fin~s perseguidos del medio extraordinario 

j 

.l 
de defensa y qué tal protección viola la Ley Suprema de la 

I 
I 

µ 

Unión, que e~fá conformada por la Constitución, las leyes 
/ 

' 
federales q~e emanen de ella, así como los Tratados 

} 

¡ 
lnternacioefales que estén de acuerdo con la misma, tales 

i 
motivos ~e improcedencia implican un estudio del fondo 

' ¡ 

del asunito, por lo que deben desestimarse. 
¡ 

i 
Se estima lo anterior porque el análisis del fondo del 

asunto, involucra el estudio de proporcionalidad en sentido 

amplio de la medida legislativa impugnada -prohibición del 

consumo de marihuana con fines lúdicos o recreativos-, 

que a su vez implica el examen de los fines perseguidos 
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con el sistema de prohibiciones administrativas, su 

idoneidad y es este ámbito; la afectación a la salud, el 

desarrollo de la dependencia, la propensión a utilizar 

drogas "más duras" y la inducción a la comisión de otros 

delitos. 

Por consiguiente, los argumentos relativos a que el 

juicio de amparo es improcedente, porque de concederse 

se afectaría a la sociedad en general, a la familia, e iría en 

contra de su naturaleza y fines perseguidos, dado que su 

solución involucra una argumentación íntimamente 

relacionada con el fondo del asunto, tales alegaciones 

deben desestimarse. 

Esa determinación encuentra sustento en la 

jurisprudencia de rubro, texto y datos de publicación 

siguientes: 

"IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI 
SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE 
INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL 
ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las 
causales de improcedencia del juicio de garantías 
deben ser claras e inobjetables, de lo que se 
desprende que si se hace valer una en la que se 
involucre una argumentación íntimamente 

1 
.1 · ..• 
~· " 
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relacionada con el fondo del negocio, debe 
desestimarse. 
(Jurisprudencia: P/J. 135/2001. Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena 
Época. Tomo XV, Enero de 2002. Página: 5). 

QUINTO. Al no existir alguna otra causa de 

improcedencia propuesta por las partes, o bien, que se 

advierta de oficio, con fundamento en los artículos 83 de la 

Ley de Amparo y 10, fracción 11, inciso a), de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y en el punto 

segundo, fracción 111, del Acuerdo General 5/2013, de trece 

de mayo del dos mil trece, del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia d~ la Nación, relativo a la determinación de los 

asuntos qye conservará para su resolución y el envío de 

los de su competencia originaria a las salas y a los 

tribunales colegiados de circuito, este tribunal considera 

que carece de competencia legal para conocer del tema 

de constitucionalidad que subsiste, porque ello es 

competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación. 

A fin de corroborar la afirmación anterior se toma en 

cuenta el sentido de lo resuelto en la sentencia recurrida 
' 
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1 

por lo que hace al fondo del asunto, la cual se sustentó en 
\ 

los razonamientos que enseguida se resumen: 

- En primer término el Juez de Distrito destacó su 

competencia legal para conocer y resolver el asunto, 

y luego precisó que los actos reclamados consistían 

en la expedición y promulgación de la Ley General de 

Salud, publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el siete de febrero de mil novecientos ochenta y 

cuatro, en particular artículos 234, 235, 237, 245, 247, 

248 y 368, así como su respectiva aplicación a través 

del oficio de doce de noviembre de dos mil quince. 

-Asimismo indicó que en virtud de que no se 

impugnaron por vicios propios se dejaban de tener 

como actos reclamados el refrendo de los 

ordenamientos impugnados, con fundamento en el 

artículo 108, fracción 111, de la Ley de Amparo. 

- Enseguida, advirtió la certeza de los actos 

reclamados y posteriormente analizó las causales de 

,'-. 
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improcedencia invocadas por las autoridades 

responsables. 

- Hecho lo anterior, el juez procedió al examen de los 

conceptos de violación reiterando que la parte 

quejosa reclamaba la inconstitucionalidad de la Ley 

General de Salud, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el siete de febrero de mil novecientos 

ochenta y cuatro, en particular los artículos 234, 235, 

237, 245, 241, 248 y 368, con motivo del primer acto 

de aplicación, mismo que hizo consistir en el oficio de 

doce de noviembre de dos mil quince, signado por el 

Comisionado de Autorización Sanitaria de la 

Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 

Sanitarios, a través del cual, se comunica a la parte 

quejpsa que no podía serle expedida autorización 

alguna para la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, 

preparación, acondicionamiento, adquisición, 

posesión, comercio, transporte en cualquier forma, 

prescripción médica, suministro, empleo, uso o 

consumo de Cannabis Sativa (índica y americana o 
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marihuana, su resma, preparados y semillas); así 

como Tetrahidrocannabinol (THC). 

-Al respecto, precisó que de las constancias que 

integraban el juicio de amparo se advertía la 

existencia del oficio de doce de noviembre de dos mil 

quince, en el que se aplicaron los preceptos 

reclamados; el que constituía el primer acto de 
! 

aplicación de las normas tildadas de inconstitucional ., 

al no advertirse que exista alguno previo en su 

perjuicio. 

'"""':;l!"·' ¡. ... ~.·' 
- Luego, refirió que antes de abordar el análisis de los ~ 

conceptos de violación propuestos por la parte 

quejosa, convenía realizar una reflexión sobre los 

temas medulares que el impetrante de garantías 

señaló en el escrito de demanda, siendo esos temas: 

"El derecho a la salud y la dignidad humana", y en tal 

propósito efectuó un examen al marco constitucional, 

así como al marco jurídico internacional y la doctrina 

respectiva. 
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- Con base en todo lo anterior, concluyó que eran 

infundados los conceptos de violación, y por tanto 

determinó que debía negarse el amparo y protección 

de la Justicia Federal solicitados en contra de los 

preceptos legales reclamados, negativa que debía 

hacerse extensiva respecto de su acto concreto de 

aplicación, en virtud de que dicho acto no se atacó 

por vicios propios, sino como una consecuencia 

directa de la aplicación de las normas impugnadas. 

Por su parte~ de la lectura a los agravios esgrimidos 

en el presente récurso de revisión, se advierte que la parte 

quejosa, ahora recurrente, combate exclusivamente los 

aspectos relativos a la constitucionalidad de la ley 

reclamada,· a saber, la Ley General de Salud, publicada en 
i 

el Diario Oficial de la Federación el siete de febrero de mil 

novecientos ochenta y cuatro, en particular los artículos 

234, 235, 237, 245, 247, 248 y 368, por considerarlos 

violatorios de los derechos a la dignidad humana, 

identidad personal, derechos de la personalidad, propia 

imagen, libre desarrollo de la personalidad, a la 

autodeterminación individual, libertad personal y corporal, 
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derecho a disponer de la salud propia, dignidad y 

pluralismo, aduciendo además la transgresión a los límites 

objetivos de la facultad del Estado de legislar en materia 

de salubridad general y de establecer delitos y faltas 

contra la Federación. 

De acuerdo con lo antes expuesto, es patente que la 

materia de fondo del asunto, que subsiste y debe 

abordarse en el recurso de revisión, versa sobre la 

inconstitucionalidad de una Ley Federal, como lo es la Ley 

General de Salud, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación, el siete de febrero de mil novecientos ochenta 

y cuatro, por cuanto hace a artículos 234, 235, 237, 245, 

247, 248 y 368; por lo que de acuerdo con lo dispuesto en 

los numerales 107, fracción VIII, inciso a), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 83 

de la Ley de Amparo y 10, fracción 11, inciso a), de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la 

competencia originaria para conocer del presente asunto 

corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

·:., :: 

W.iíill#: ~1!1 
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En efecto, si bien conforme a la esfera de 

competencia que establece el punto cuarto, fracción 1, 

inciso A), del Acuerdo General 5/2013, de trece de mayo 

del dos mil trece, del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los 

asuntos que conservará para su resolución y el envío de 

los de su competencia originaria a las salas y a los 

tribunales colegiados de circuito, se delegaron facultades a 

los tribunales colegiados para que conocieran asuntos de 

constitucionalidad de leyes, resulta que este órgano 

jurisdiccional se encuentra impedido para resolver el 

problema en cuanto a la constitucionalidad de esas 

normas porque el tema del asunto no está comprendido en 

las hipótesis que dicho acuerdo prevé en el punto cuarto, 

fracción 1, . incisos B), C) y D), según se expone a 

continuación: 

A) L~s normas combatidas no corresponden a un 

ordenamiento local o a un reglamento; 

B) No existe jurisprudencia sobre el tema debatido, 

inclusive, aún pendiente de publicación; y 
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C) Sobre los temas planteados no existen tres 

precedentes del pleno o de las salas indistintamente, en 

forma ininterrumpida y en el mismo sentido, aun cuando 

no hubieran alcanzado la votación idónea para ser 

jurisprudencia. 

Por último, la cuestión relativa a si el asunto en sí 

mismo considerado o por el estudio que deba realizarse 

reviste interés excepcional o sea inédito y se requiera fijar 

un criterio de importancia y trascendencia para el orden 

jurídico nacional por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, es un aspecto que sólo ese alto tribunal puede 

decidir. 

Por virtud de la conclusión alcanzada por este 

Tribunal Colegiado en la presente ejecutoria, se estima 

que por el momento resulta innecesario realizar el análisis 

de los argumentos formulados por el Presidente de la 

República y el Secretario de Salud, en su oficio de revisión 

adhesiva, dado que por virtud de las consideraciones 

expuestas en los párrafos precedentes de este fallo, han 

quedado desestimadas las razones de improcedencia 

l 

¡ 
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propuestas y de la lectura de los conceptos de agravio 

esgrimidos, se advierte que se encuentran relacionados 

con el fondo del asunto, y cuyo estudio dependerá de lo 

que resuelva el Máximo Tribunal de la Nación respecto de 

la constitucionalidad de las normas impugnadas. 

Por las razones expuestas y con fundamento en los 

artículos 83 de la Ley de Amparo y 10, fracción 11, inciso 

a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

y en el punto segundo, fracción 111, del Acuerdo General 

5/2013, de trece de mayo del dos mil trece, del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la 

determinación de los asuntos que conservará para su 

resolución y' el envío de los de su competencia originaria a 

las salas y a los tribunales colegiados de circuito, procede 

remitir los autos al alto tribunal para los efectos legales 
¡ 
' procedentes. 

P~ lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO. En la materia del recurso competencia de 

este tribunal colegiado, no se sobresee en el juicio de 

amparo. 
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SEGUNDO. Se reserva competencia originaria a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto de la 

inconstitucionalidad de diversos artículos de la Ley 

General de Salud. 

TERCERO. Previa formación del cuaderno de 

antecedentes, remítanse los autos a la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. 

NOTIFÍQUESE, personalmente al quejoso, con 

testimonio de esta resolución y por medio de oficio al 

Juzgado de origen; remítase el expediente de amparo 

indirecto y las demás constancias que integran este 

cuaderno, a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

para los efectos legales procedentes, y con copia de las 

constancias relativas, fórmese el cuaderno de 

antecedentes respectivo; en su oportunidad, archívese el 

presente asunto. 

Así, por unanimidad de votos de los señores 

Magistrados, Pablo Domínguez Peregrina, Presidente, 

María Elena Rosas López y Marco Antonio Bello 

lltHO TRfüv, 

~TLl\IA AfJ~ 
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Sánchez; lo resolvió el Quinto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, siendo relator el 

primero de los nombrados_ 

Firman los Magistrados con la Secretaria de 

Acuerdos, Aurora Álvarez Plata, que autoriza y da fe. 

EL QUE SUSCRIBE, CARLOS FELIPE ALCÁNTARA ORTIZ, 
SECRETARIO DEL QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO, CERTIFICA: QUE LAS 
COPIAS QUE ANTECEDEN, CONSTANTES DE CUARENTA Y UN 
FOJAS ÚTILES, SON FIEL Y EXACTA REPRODUCCIÓN DE SUS 
ORIGINALES QUE OBRAN EN EL AMPARO EN REVISIÓN -
DERIVADO DEL JUICIO DE AMPARO 215312615, DEL íNd'l'C"E"""D 
JUZGADO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO, INTERPUESTO POR •••••• 

SE CERTIFICAN EN CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO 
EN LA RESOLUCIÓN INSERTA. CIUDAD DE MÉXICO; DIECINUEVE 
DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE. DOY FE. 

EL SECRETARIO DEL QUINTO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA - .. 

DEL PRIMER CIRC ITO 1;' 
( 

~~~~·- .. , .• ·- :%".'li! ' 
-~ --;..:~~ ,!' .\~ ~, 
'"-\" >;..:' 1 ~ ",,.. IJt:' ' ;4 .. ~·:t~~ <~.¿~-

RTIZ '.<·: 

INTO 1Ri8 · C"-li\iiAllí• .. 
-lA~A ~.úh'!NIS•. ~i'.JUA un 

PIUMER C!RCUl'fll. 
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ICIO DE AMPARO 
--- Tomos 

unto: Se interpone recurso de revisión. 

ce. MA RIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO EN TURNO. 
Por conducto del Juez Primero · de Distrito en Materia 
Administrativa en la Ciudad de México. 

PRESENTE. 

promoviendo por ml propio derecho, 
señalando como domicili6para oír y recibir notifica8iones el ubicado en 

)-,~r-~-~----' .::~- -
. ;.r¡; así como ~torizados para oír y 
¿~;i~'·r:)r notificaciones, en términos del artículo 1~de la Ley de Amparo, 
~~,):¡~:¡~ Licenciados en Derecho · ·· ·· 

;~;- los cuales pueden actuar de ; manera conjunta o 
,¡¡,1 sepA(adamente, ante Ustedes, con el debido respeto\comparezco para 
w • 'u.-· - . -·~ 

,~,,·exponer: 

8725 'i:¡ 
Que· por medio del presente escrito vengoCa int~rponer r!.burs<lj;~~de 
revisión en contra de la sentencia dictada en el juici~de ampa:rp al rgt.;>ro 
citado, en términos de los artículos 80, 81, fo~ccióti'I, inciso~~. 84.=:áe; 

,. "' ,,,:·: o· 
88, 89 y demá~ d_isposiciones aplicables ;qe la_fley de ftftrpar9

0 
y 

conforme a los s1gu1entes: ; 

ANTECEDENTES 

,_,_ 
"''i· 
: \ 

1. Con fecha 13 de noviembre de 2015, se solié;;itó ante la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanit~tios una autorización 
para el consumo individual del estupefaciente cannabis sativa (índica y 
americana o mariguana, su resina, preparados y semillas), así como del 
psicotrópico THC (Tetrahidrocannabinol, los isómeros .t.6a (10ª), .t.6a 
(7), .t.7, .t.8, .t.9 (11) y sus variantes estereoquímicas (conjuntamente 
"marihuana" o "cannabis"). Esto es, se solicitó la.autorización para que 
el peticionario pueda consumir marihuana regularmente, de forma 
personal y con fines meramente lúdicos o recreativos. 

Asimismo, solicité la autorización para ejercer los derechos correlativos 
al autoconsumo de marihuana, tales como la siembra, cultivo, cosecha, 
preparación, acondicionamiento, posesión, transporte en cualquier 
forma, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto relacionado con 
el consumo lúdico y personal de marihuana, excluyendo los actos de 

1 

::t'.:-1 
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comercio tales como la distribución, enajenación y transferencia de la 
misma. 

2. Con oficio No. de ingreso del 24 de noviembre de 
2015, notificado el mismo día, el C. Comisionado qe Autorización 
Sanitaria de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios negó la autorización solicitada por la parte quejosa para el 
consumo de cannabis sativa y THC, lo que implic¡;j el primer acto de 
aplicación de los artículos impugnados. 

3. Con fecha 2 de diciembre de 2015, el que suscribe presentó demanda 
de amparo en contra de las siguientes autoridades responsables y por 
los siguientes actos: 

1DO.' 

·~:>'~;:_a) Del Presidente de los Estados Unidos Mexkanos, reclamo la 
i~'::'/~,promulgación y orden de publicación de laJ.ey General de Salud, en 
~·~<'.'j\~specífico de los artículos 237, 245, 247, 248, 368y 479. 
'(\ 
~t;~ 
Nti , b) De las Cámaras de Diputados y Senadpres del H. Congreso de la 
A; ... · .· .~nión, reclamo la expedición de la ~~y General de Salud, en 

1
u .·.,, 'específico de los artículos 234, 235, 237,;245, 247, 248, 368 y 479. 

e) Del Comisionado de Autorización SanH~ria de la Comisión Federal 
para la Protección contra Riesgos S~r)itarios,, se le reclama la 
aplicación en mi perjuicio de los artículos 234,?235, 237, 245, 247, . 
248, 368 y 479 de la Ley General de Salud. 

d) Los efectos y consecuencias, incluyendo ªct.Ós y procedimientos, 
que deriven o puedan derivar de los referiqos a~tos reclamados. 

4. Lo anterior, pues se vulneran los derechó.s ala dignidad humana 
identidad personal, derechos de la personalidad/propia imagen, libre 
desarrollo de la personalidad, a la autodeterminación individual, libertad 
personal y corporal, así como el derecho a dispon~r de la salud propia. 
Asimismo, se transgrede la obligación de que cualquier restricción a los 
derechos humanos persiga un bien imperativo, sea instrumental para 
conseguir los fines deseados y que sea proporcional. Finalmente, se 
vulneran los principios de libertad, dignidad y pluralismo y se 
transgreden los límites objetivos de la facultad del Estado de legislar en 
materia de salubridad general. y de establecer delitos y faltas contra la 
federación. 

Los derechos y principios transgredidos se encuentran dispuesto en los 
artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 19, 25, 29, 73, fracciones XVI y XXI y 133 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos; el preámbulo y 

2 



o ' 

o 

1 

-,,,.,,. 

artículos 1 º y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humary&s; el 
artículo 11 de la Convención Americana Sobre Derechos Humlnos; el 
preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y PglfÜéos, el 
preámbulo y artículo 12 del Pacto Internacional de /Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y el artículo 1 O dE:l f1rotocolo 
Adicional de la Convención Americana sobre Derechos1Hu,rnanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales/ ;.· 

¡ ..'-'i _¡ .. ~ 
5. La demanda de amparo se admitió a trámite pof auto de 17 de 
diciembre de 2015, por parte del Juez Primero de Olstr;io en Materia 
Administrativa en el Distrito Federal. ,

1 
~J -r .'.{,] 

6. El 18 de marzo del año en curso, se llevó 1 cabb la audiencia 
constitucional. 

>-
Dü.s .. l;,.. :,,- --~ 

~f7~fRRn motivo de la celebración de la audienjia qpnstitucional, por 
¡~~t~~c;lo de 28 de abril del año en curso, se orde~ó no,tlficar a la quejosa 
~p:§r,úiedio de lista la sentencia dictada en el arriparo citado al rubro. 

~~· ' 
1 I' 'l'l'\t:!tQRT" 'NIDAD ~~ ¡, ; ; ,\i.11¡. ' ,· ' i;:u • 

-~--,,:..>UG_·. 

l f\; .: ·- i-'" ' . 0 ··1'''~ ~~ ' ~ J .. 
Ci'![aUpresentación del presente recurso es ºR~rtun~. toda vez que el 

viernes 29 de abril del año en curso se notific{i> por;lista a la quejosa -
-!& - ---.'> 

ante la imposibilidad de notificarla personljlme~.te, conforme a lo 
instruido por el Juez de Distrito en la sentencia le amparo- la resolución 
ahora recurrida, por tanto, el plazo para su inted¡>osi~ión vence el martes 
17 de mayo siguiente. ~; ·· 

-i~ 
Ello en virtud de que, conforme a lo previsto e~los.•artículos 19 y 86 de 
la Ley de Amparo, se computa el plazo de 1~::.c;lías a partir del día 
siguiente en que surte efectos la notificación de[láresolución, es decir, 
a partir del martes 3 de mayo, sin tomar en cue~t~ los días sábados y 
domingos, así como el jueves 5 de mayo. . 31 

·-~·::,-

11. AGRAVIOS. 

PRIMERO. VIOLACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE FUNDAMENTACIÓN 
Y MOTIVACIÓN ADECUADAS, CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD, 
EN RELACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS A LA IDENTIDAD 
PERSONAL Y A LA DIGNIDAD HUMANA 

En la sentencia de amparo, el Juez de Distrito transgredió los artículos 
r"\. \c . ./ 74, fracción 1, de la Ley de Amparo, y 222 y 352 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, conforme al texto del 
numeral 2º, párrafo segundo, de la Ley de Amparo; e inobservancia de 

3 
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las garantías constitucionales a la tutela judicial efectiva; debida 
fundamentación y motivación, legalidad y seguridad ;jurídica, 
consagradas en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

En la demanda de amparo, se sostuvo que la aplicacióp'deJos artículos 
que prohíben la siembra, cultivo, cosecha, elaboración;posesión y otras 
conductas relacionadas con el autoconsumo de C~nnabis (artículos 
234, 235, 237, 245, 247, 248 y 368 de la Ley General de Salud) vulnera 
los derechos a la identidad personal, derivada de l¡;i'dignidad humana. 

Se alegó que la política prohibicionista contenida (3n los artículos 
impugnados vulnera, en perjuicio del quejoso, el derecho a la identidad 
personal, derivada del derecho a la dignidad humana, 

. . 

~~- ·. 4 0 
~~tobstante, el Juez de Distrito hizo caso ol'i;\iso de los argumentos 

.. :~m~s en la demanda ya que no realizó pr~fiunci~miento alguno en 
.:r~J~Qtón con la violación a este derecho, sino cf}Je su.(3studio se limitó al 
i:'HYé'cho a la salud. ¡, 
~-- -~ 

1/\L COLEGIADO lt '.~ ' 
!J!í\l;i.P~.~f!V9ll'!!S1entos que el juzgador de amparo\;~mitio analizar fueron los 
l c~19J.lt~ntes: }i 

Los artículos 234, 235, 237, 245, 247, 248 y·~68 de la Ley General de 
Salud prohíben la siembra, cultivo, cosecha, e'f~boración y cualquier otra 
conducta relacionada con el autoconsumo de[maribu~na. 

No obstante, el autoconsumo de marihuana' ro e& sino la proyección 
que hace uno mismo de sus preferencias y rasgos que lo diferencian y 
singularizan del resto de las personas. La ptÓhibiC,jón de la siembra, 
transportación y autoconsumo de marihuana enla L~y General de Salud 
es una forma inequívoca de apagar, silenciar y desco'nocer el verdadero 
ser social de la persona y negar el derecho a la difer(3ncia. 

En efecto, los rangos de uso actual han fluctuado en l(ís últimos 40 años, 
pero se puede decir que el cannabis es una droga qÜe forma parte de 
la cultura, usada particularmente durante la eta,pa de la vida de 
exploración juvenil y de emancipación, en una gran cantidad de países 
ricos. 

El consumo de marihuana y la alteración consecuente del estado de 
ánimo se lleva a cabo por una pluralidad de motivaciones. La marihuana 

() se consume por curiosidad, búsqueda espiritual, búsqueda de placer, 

4 
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/}" 
~:n::.~~miento, interacción social e, inclusive, por bús/,I~ de 

,:/ •''' :,,. /;;[ 

Todas éstos son motivos orientados a la definición del 6ropio Yo en 
jjf > 

sociedad y a la singularidad personal. l .,( 
_f:~ _-: ~ 

En síntesis, Ja prohibición del consumo de Marihua~ parci:l quien de 
manera consciente decide utilizarla implica, no solo p}~scriiir el uso de 
una substancia particular, sino también la negacitn y ~"upresión de 
conductas que confieren al individuo una difer~cia ~specífica de 

;:! ' 
acuerdo a su singularidad y a sus propios caracterfs y a9ciones. Por lo 
anteriormente expuesto, la prohibición a la sie111~ra, tr,~nsportación y 
autoconsumo de marihuana debe ser declarada i@cons~"tucional. 

:~~ :j: 
us" -;f ---~ 
.Jw;~~Jlas cosas, se debe declarar que los artículofimpuwnados de la Ley 
~~i .(;?:efleral de Salud son inconstitucionales y v,jolan .;:el derecho a la 
~~i~,~~tidad personal. ~t fl 
~~y} ,f ~· 
L Ci~BJ¡JD'a~ant~ lo anterior X que el J_uez -~e 9Jstritoqomite realizar un 
llSJflR~LHf.iam~ento_ en relac1on ~o~ I~ v1olac1on a,fste ~~recho, por lo que 
mc;\110 sentencia viola los pnnc1p1os de co~rue~c1a y externa y 

exhaustividad. ·~ ,1 
j i 

En efecto, todos los argumentos del Juez de Di~tritcilse limitan a analizar 
si la política prohibicionista se trata de una resficcfl¡ín válida al derecho 
a la salud, sin analizar previamente si se reÍtrid~e el derecho a la 
identidad personal. ·~ :;? 

~~- -~~ 
'-"!t ,:;c 
_:i'i ~ 

Inclusive, si se adujera que los derechos a la~iq~ntidad personal, el 
principio de pluralismo y dignidad humana no sóo ~bsolutos, los límites 
establecidos por la prohibición en la siembra;·~t.tultivo, preparación, 
posesión y demás conductas relacionadas co~lt~ 1 autoconsumo de 
marihuana, en los artículos 235, 237, 245, fracciÓ, 1, 247 en su último 
párrafo y 248, implican una restricción inconstituci J~~I e ilegítima. 

;-;~L_ 
_;¡ '"'l\ 

Como ha dispuesto la Suprema Corte de Justi.C!á~';ede la Nación en 
diversos precedentes judiciales, para restringir unici'.eréc~ho fundamental 
se debe cumplir con los siguientes requisitos\ prirrl~ro, tener una 
finalidad válida dentro del ámbito constitucional; s~gLndd¡';que la medida 

'• f .,, 
empleada sea necesaria e instrumental para álcanzar la finalidad 
deseada; tercero, que la medida sea la menos restrictiva para alcanzar 
la finalidad propuesta, y cuarto, la persecución de un objetivo 
constitucionalmente legítimo no puede hacerse a costa de una 

1 Dorothy E. Dusek y Daniel A Girdano, "Drogas: un estudio basado en los hechos", (trad. Del inglés: 
Piar Candela Martín), México, SITESA, 1990, Cap. 2, pp.23-31. 
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afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos 
constitucionalmente protegidos. 2 

En primer lugar, la política prohibicionista no tiene una finalidad legítima, 
pues coaccionar a una persona a gozar de buena salud contra su 
voluntad bajo ninguna óptica puede ser permitido. La imposición de un 
estándar único de una vida saludable no es admisible para un estado 
liberal, que basa su existencia en el reconocimientode la singularidad e 
independencia humana. La salud del individuo es algo que no atañe a 
nadie salvo a él y no puede ser impuesta contra su propia voluntad. 

En segundo lugar, la política prohibicionista no es instrumental para 
prevenir posibles riesgos a la salud ni para combatir las adicciones, ya 
que el número de consumidores de Cannabis ha aumentado en los 

,,noft11]mos años y hay pruebas objetivas que muestran que el despenalizar 
~'%¡¡tpnsumo no generaría un aumento en el consumo de la misma3

. Esto 
~~~~rcesulta evidente que _la Pol'.tica Prohibicio~ista no es un m~~io 
f~.:i~~~~uado para conseguir el fin deseado. Finalmente, la poht1ca 
;f0;1:pr.óhibicionista no es proporcional, toda vez que: 1) suprime más allá de 
,·;;;;;·1~ .estrictamente necesario los . derechos restringidos; 2) existen 
,·1, • , alternativas menos restrictivas de los derechos humanos para proteger 

' I'- ' ~ ¡ ., -, ' - ~ , : 

....•. e Ja salud de los consumidores, y 3) los perjuicios que genera la política 
pública son mayores a los beneficios que genera. 

En este sentido, es claro que el Juez de Distrito omitió realizar este 
análisis de proporcionalidad de los artículos reclamados, a la luz del 
derecho a la identidad personal. 

SEGUNDO. VIOLACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN ADECUADAS, 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD, EN RELACIÓN A LOS 
DERECHOS HUMANOS A LA PROPIA IMAGEN, LIBRE 
DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD Y A LA DIGNIDAD 
HUMANA. 

Violación de las disposiciones de los artículos 74, fracción 1, de la Ley 
de Amparo, y 222 y 352 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
de aplicación supletoria, conforme al texto del numeral 2º, párrafo 
segundo, de la Ley de Amparo; e inobservancia de las garantias 
constitucionales a la tutela judicial efectiva, debida fundamentación y 

2 RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Novena 
Época; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis Aislada; Fuente, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo, XXVIII, Julio de 2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVl/2008; 
pág. 462. 
3 Encuesta Nacional de Adicciones 2011, pág. 43. 
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motivación, legalidad y seguridad jurídica, consagradas en los artículos 
14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En la demanda de amparo, se sostuvo que la aplicación en su perjuicio 
de los artículos que prohíben la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, 
posesión y otras conductas relacionadas con el autoconsumo de 
Cannabis (artículos 234, 235, 237, 245, 247, 248 y 368 de la Ley 
General de Salud) vulnera los derechos a la personalidad, dentro de los 
cuales se encuentran los derechos a la propia imagen, intimidad, libre 
desarrollo de la personalidad y, en términos generales, a la dignidad 
humana. 

Se alegó que la política prohibicionista contenida en dichos preceptos 
·¡~~Jnera los derechos a la propia imagen, intimidad, libre desarrollo de la 
:;/p~r$ona1idad y, en términos generales, a la dignidad humana . 
. w:· --v¡~v · 
~~~i~;~;:.r)< 
:']~Nó obstante, el Juez de Distrito hizo caso omiso de los argumentos 

1;/>::"~y~~idos .. por el quejoso, puesto que no realizó . estudio ni 
.. ~~ 'p(pr;iuriciamiento alguno en relación con la violación a, los derechos a Ja 
~i~:- propia• imagen, intimidad, libre desarrollo de la personalidad y a la 

dignidad humana. 

Los razonamientos expuestos en la demanda d,e amparo y que 
indebidamente omitió analizar el Juez de Distrito son''los siguientes: 

Los artículos 234, 235, 237, 245, 248 y 368 de la Ley ~eneral de Salud 
prohíben la siembra, cultivo, cosecha, elaboración. if cualquier otra 
conducta relacionada con el autoconsumo de marihUatia. 

Si se resolviera que la prohibición de sembrar, tr'~hsportar y auto 
consumir marihuana es constitucional, tal parecería '1que la ventaja y 
derecho de disponer sobre el cuerpo propio solo se co~feriría a quienes 
ejercen los derechos en la forma y términos que los órg~nos del Estado 
mejor lo consideran. Si solo se protegen los derechos del adepto y del 
partidario de la política de Estado, entonces no hay razón para 
considerar que existe el derecho a desarrollar la singularidad personal 
de manera libre, a disentir y a perseguir la propia visión de una vida 
buena. 

Los artículos impugnados de Ja Ley General de Salud nos expresan que 
no se puede utilizar el cuerpo y la imagen para las metas y objetivos que 
uno considera relevantes; que no se puede disponer de forma libre y 
autónoma de la persona, y que el disidente y el opositor deben ser 
perseguidos penalmente. Esto es, los artículos impugnados son una 
señal inequívoca que el Estado abandona su papel de centinela y 
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protector de los derechos humanos, para imponer coereitivamente UQ, 
visión de lo bueno y de lo correcto. · l~~ 

/:"''"' :;'_--i 

De acceder a la visión de Estado que propugna la Ley General de's~j'Üd, 
los derechos a la autodeterminación y libre desarrollo de la per¡;bn~lidad 
se barren de todo sentido y relevancia en una sociedad liberal y 
democrática. ·éZ 

/''." 

Solo bajo la plataforma del respeto al libre desarrollo de t~;perJ~nalidad 
es que se puede proteger la singularidad de todos los ~6re~~humanos. 

,,. fu 

El individuo, sea quien sea, tiene derecho a elegir\ken ;forma libre, 
informada y responsable su proyecto de vida, así como lfl manera en 
que logrará las metas y objetivos que, para él, son r~fevaffiles. 

·,¡¿ 

·~ •. . ? f 
.. · Re~p9cto a los argumentos hechos valer en la <;f9ma~da de amparo 

sob~ la violación a los derechos de la personaJidadi;Ípropia imagen, 
. .ir;itimfdad y libre desarrollo de la personalidad, el ~ .. t.lez g'ié Distrito guarda 
-i:$ü~cio, en contravención a los principios de ~~ng~fuencia externa y 
,~¡,~ib'.9J~~fütidad, por ello, remito al ad quem a .~os ~tgumentos sobre 

1rv1il'iil~ªü~e Ly aplicación dichos derechos, los c~~le~f acreditan que la 
;' R ~Jrniifa prohibicionista es restrictiva de los misr;fübs .. :..!' 

;_~/ ~-
!':"}-, --:-
'".--- -;¡ 

Por lo pronto, es suficiente manifestar que);$i ~l quejoso pretende 
individualizarse y proyectar una imagen hacia t;r~ros, de una persona 
que a consciencia y deliberadamente consum~; C~·nnabis, el Estado no 
puede restringir tal proyección de sí misB¡io.i salvo que hubiere 
violaciones a derechos de terceros (lo qu95nq sucede en el caso 
concreto). Esto es, la política prohibicionista vis1a.Je1 derecho a la propia 
imagen, toda vez establece una injerencia exi~éfa en la imagen de sí 
mismo que el quejoso pretende mostrar. i;f 

ilf 
Por otro lado, el derecho al libre desarrollo de lJ personalidad protege 
la libertad para que cada particular pueda vivir IP vida conforme a sus 
propios ideales de vida buena, haciendo todo aq!l'l~llo que para sí mismo 

'"'' sea correcto, siempre que no afecte derechos !fe. terceros. En el caso 
él< -2~;, 

concret~, la utilización de la vida, el cuerpo y é~~~ ...... mpo pa:a consumir 
Cannab1s es una conducta que desea desemp~n~r el queioso, dentro 
de su propio proyecto de vida. Es inevitable arriia~a la conclusión que 
si el Estado le prohíbe llevar a cabo tal conductaÍles está vulnerando su 
derecho al libre desarrollo de la personalidad. ' 

Por otro lado, no obstante que en la demanda se llevó a cabo un análisis 
jurídico exhaustivo de las razones por las que se violaba'el derecho a 
los derechos de la personalidad, el Juez de Distrito se limita a negar el 
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que la política prohibicionista viole los derechos invocados o imponga 
coercitivamente una visión de lo bueno y de lo correcto. 

El quejoso ha decidido usar su cuerpo y su vida conforme a ~u propia 
concepción de lo que es bueno para ellos, mediante ek"c6nsumo 
responsable y consciente de Cannabis, pero el Estado Mexicano les 
prohibe utilizarlo de tal forma, basado en prejuicios sociál~s y con la 
pretensión de protegerlos contra sí mismos. Es evident!i:!' qye el Estado 
pretende imponer coercitivamente una visión de lo que. es bueno y 
correcto, y les pretende imponer que utilicen su cuerRó dé cierta forma. 

Negar sin más ni más que el quejoso tenga razón, pero sin formular 
juicio alguno que desvirtúe los argumentos formúlados, deja en 
eviderrcia que se omite dar respuesta a la demand~'de amparo. Esto 

;~~. hay
1 

una violación a los principios de qongíuencia externa y 
:eXhaustividad respecto al análisis concreto de ~ubsÜnción y aplicación 

,:~,d~los principios de libre desarrollo de la person~lidad, intimidad y propia 
,r;.¡h'.;agen, hechos valer en la demanda. ····· 

.-\(\i r í• f.~ r-¡n--;r~~ ./ 
Lr ~i tJ-', 1t !~\!_.V-~ e-, 

)Trr~Í~1f·!liente, e~ la sentencia se s~~a.la que n~se.,vulneran los de~echos 
¡¡·:u

1
9,y 1a personalidad porque, a su 1u1c10, la Ley Ge.neral de Salud tiene la 
finalidad importante de preservar la salud, si@ embargo, el que el Estado 
tenga una finalidad importante no es una r@zóh para sostener que se 
puede, sin más, restringir un derecho humaóo"t 

Inclusive si se adujera que los derechos a la personalidad, propia 
imagen, libre desarrollo de la personalidad y dignidad humana no son 
absolutos, los límites establecidos por la prohibició!l en la siembra, 

4 RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Novena 
Época; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis Aislada; Fuente, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo, XXVIII, julio de 2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVl/2008; 
pág. 462. 
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cultivo, preparación, posesión y demás conductas relacionadas con ~f 
autoconsumo de Marihuana, en los artículos 235, 237, 245, fracció,f!J, 
247 en su último párrafo y 248, implican una restricción ínconstitucitoal 

e ilegítima. 

En efecto, para restringir un derecho fundamental se debe cumplir con 
los siguientes requisitos: primero, tener una finalidad válidª dentro del 
ámbito constitucional; segundo, que la medida empleada séa neéesaria 
e instrumental para alcanzar la finalidad deseada; texbero/ que la 
medida sea la menos restrictiva para alcanzar la finalid9d pr9'puesta, y 
cuarto, la persecución de un objetivo constitucionalm~'hte !iiÍgítimo no 
puede hacerse a costa de una afectación innecesariéf' o d~smedida a 
otros bienes y derechos constitucionalmente protegid,~s. 5t 

--,. -, 

Como se desarrolló en la demanda de amparo, ªI lle~ar a cabo el 
:,e~men respectivo resulta evidente que la medidªado~tada restringe ., s ~ 

·· d~~anera excesiva el derecho a la personalidad,propfa imagen, libre 
· ,,,delarrollo de la personalidad y dignidad humana, porJb que de ningún 

f!fiiodo puede considerarse legítima. ·· 

1;,~i~~qgJ cosas, se debe concluir que los artículos}mp,gnados de la Ley 
:JCu1mengfa1 de Salud son inconstitucionales y viol~nif os derechos a la 

personalidad, propia imagen, libre desarrollo ·de.~la personalidad y 
dignidad humana. En consecuencia, se debe. r~ocar la sentencia 
recurrida y ordenar al Director Ejecutivo> le Regulación de 
Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Qú}rjicas de la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Saq:tfirios que permita al 
quejoso sembrar, cultivar, preparar, poseer sufí~tnte marihuana para 
su autoconsumo habitual y reiterado. \~ 

:1 
TERCERO. V!OLACIÓN A LOS PRINCIPIOS Dt'UNDAMENTACIÓN 
Y MOTIVACION ADECUADAS, CONGRUENC14;~ EXHAUSTIVIDAD, 
EN RELACIÓN AL DERECHO A LA AU[QDETERMINACIÓN 
PERSONAL Y CORPORAL, LIBERTAD INDIVlriU~L Y DE DIGNIDAD 
HUMANA ~¡ ' 

Violación de las disposiciones de los artículos 74, fr~~ción 1, de la Ley 
de Amparo, y 222 y 352 del Código Federal de Proceellmientos Civiles, 
de aplicación supletoria, conforme al texto del. num~ral 2º, párrafo 
segundo, de la Ley de Amparo; e inobservancia d~"'.Jas garantías 
constitucionales a la tutela judicial efectiva, debida fundamentación y 
motivación, legalidad y seguridad jurídica, consagradas en fos artículos 
14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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En la demanda de amparo, se alegó que la aplicación de los arfíctilos 
que prohíben la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, posesiónyotras 
conductas relacionadas con el autoconsumo de Cannabis (artículos 
234, 235, 237, 245, 247, 248 y 368 de la Ley General de Salud) vulnera 
los derechos a la autodeterminación, libertad individual y .de dignidad 
humana. 

Se adujo que la política prohibicionista no cumplía con los estándares 
de escrutinio fijados por la Suprema Corte para; las ·leyes que 
transgreden derechos humanos, en el presente caso,}os derechos a la 
autodeterminación, libertad individual y de dignidad hpmaña. 

No obstante, el Juez de Distrito hizo caso omiso.de los argumentos 
\Vertidos por el quejoso y se limitó a establecer que la política 
! .Prohibicionista no vulneraba el derecho a la autodeterminación, libertad 
:·· individual y de dignidad humana, sin dar razones concretas al respecto. 

lfl.'" ; 

Los razonamientos expuestos por el quejoso y que omitió tomar en 
:Cuenta' el Juez de Distrito son los siguientes: 

/,.> 

11' · 

Los artículos 234, 235, 237, 245, 248 y 368 de la Ley General de Salud 
prohíben la siembra, cultivo, cosecha, elaboraciéih y cualquier otra 
conducta relacionada con el autoconsumo de marihuana. 

La elección a consumir marihuana es una decisión profundamente 
personal. Es el individuo quien toma la decisiónyquien se ve afectado 
en su condición anímica. Solo el sujeto p~dece un cambio de 
percepción, ánimo y estado de conciencia aL~onsumir marihuana. 
Adicionalmente, es el sujeto quien responsablem~nte debe vivir con las 
consecuencias producto de su decisión. ;;: 

i!'. 
'-'-' 

El derecho a la autodeterminación personal y corporal implica que los 
seres humanos tienen para sí el derecho moral y la responsabilidad 
jurídica de afrontar las decisiones más important~s'.sobre el significado 
y valor de sus propias vidas. No es legítima la intervención por el Estado 
sobre la base de que se esté protegiendo mbraL;o físicamente al 
individuo, contra su propia voluntad. 

El derecho a la autodeterminación o autonomía persona! garantiza al 
individuo el trato de adultos responsables que pueden asumir el control 
de sus vidas y afectar concienzudamente su integridad corporal y salud 
personal. 

Por otro lado, el consumo personal y razonado de marihuana no 
perturba o afecta las acciones de tercero alguno. Los efectos de la 
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marihuana los reciente, exclusivamente, la persona que la consume, sin 
que haya efecto pernicioso alguno para el resto de la sociedad. L,a 

O afectación directa Ja sufre la persona que lo consume. 

La prohibición al consumo de marihuana en la Ley General de Salud es 
una prueba clara de la forma en que desde el poder legislativo se han 
impuesto sobre la persona concepciones particulares de la santidad del 
cuerpo humano y se ha legislado en asuntos de conciencia personal, 
creencias, elección y autonomía personal. 

Toda vez que la Ley General de Salud vulnera la autonomía individual 
del quejoso, debe ser revisado desde la óptica de un escrutinio severo. 
Dicha normatividad prohíbe el consumo de marihuana con el objeto de 
proteger la salud. Lo hace, pues considera su labor el disuadir, a su 
juicio, malos hábitos que pudieran afectar la salud particular del 
individuo. Esto es, el Estado asume que el individuo no tiene la 
capacidad racional de disponer de su cuerpo, de su mente y de su 
persona . 

. . ,Si'Jli~D existe consenso en que la protección a la vida, la salud e 
... ·'i'ritegm.1ad de los seres humanos son algunas finalidades importantes y 
.•,_';_¡¡, ' 

'
1
"·

1

n'e'cesarias de todo Estado, éstas no son las únicas finalidades del 
Estado ni pueden protegerse a costa de otros intereses de la misma 
jerarquía. La Protección de la Salud, suponiendo que en el caso 
concreto estuviere en juego, puede ser un propósito valioso del Estado, 
pero no sagrado ni desprovisto de límites. 

Los artículos impugnados de la Ley General de Salud plasman una 
concepción metafísica concreta sobre la integridad del cuerpo humano 

~ y de la persona. Estos artículos suponen que el cuerpo es algo sagrado 
~J que debe ser protegido de toda alteración, cambio de percepción, 

ánimo, estado de conciencia y comportamiento. Adicionalmente, los 
artículos impugnados plasman la concepción que la potestad del Estado 
de proteger la salud y el cuerpo humano por encima de cualquier interés 
o derecho humano. 

Si el derecho contra-mayoritario a la autodeterminación significa algo, 
es al menos una protección frente a la modernidad gestora del Estado 
para imponer valores sociales y la fijación de criterio y parámetros 
respecto de la vida buena y del uso apropiado del cuerpo humano. 

En efecto, la obligación del Estado para defender la salud no está 
exenta de la confrontación con otros valores constitucionales y con 
regularidad debe ceder ante otros intereses, como en el caso de la 
muerte con dignidad, en el caso de los derechos reproductivos, libertad 
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de culto, cuando está en juego la autonomía, la auto-propieda~, la 
identidad personal, el libre desarrollo de la personalidad y la .. propia 

e) imagen. 

('"~\ 

"'·./ 

Desde una perspectiva secular y pluralista que respete la autonomía 
moral del individuo y las libertades y derechos, no se pued~ admitir que 
el legislador imponga coercitivamente una visión de lo qúe es valioso 

·-:- -r. 

para cada individuo. En efecto, a partir del .derecho a la 
autodeterminación personal y corporal se debe admitir que cada 
persona puede decidir de qué forma vive, el trato qulá da a su cuerpo y 
los valores, metas y conductas bajo los cuales es digno tratar la vida y 

a la persona. 

Así, en esta perspectiva secular y pluralista, no se puede sino concluir 
que la. disposición que uno hace sobre su propio cuerpo corresponde 

;~;,.~~ica y exclusivamente a cada particular. Cu~hdo, como en el caso 
, qogcreto, el Congreso interfiere con la esferaprivada de autonomía, 

,'.') '_,_ 

.. bajp el argumento de proteger la salud del individuo, pero, en realidad, 
;f paita imponer una ideología concepción polítiba sobre la santidad del 
3 cuerpo, entonces la intervención en la autonomíapersonal y corporal no 
,UiS"ol.©''.rues inconstitucional, sino también irjtelectual y moralmente 
;11-:1-ndefendible. 

No obstante lo anterior, afirma erróneamente el Juez a quo en la 
sentencia recurrida que: 

"En este segundo aspecto, dada la afectaciqn que el consumo de los 
referidos estupefacientes y psicotrópico generan para la salud, 
atendiendo a lo sostenido por los órganos emisores de la normativa 
impugnada, y de los diversos tratados internacionales a los que se ha 
hecho referencia, también debe tomarse en cuenta que los derechos al 
libre desarrollo de la personalidad, a la libertad de autodeterminación y a 
la identidad personal se encuentran delimitados por los derechos 
humanos que asisten a los terceros que pueden verse afectados por la 
conducta que desarrollen aquéllos con motivq del consumo de esos 
narcóticos, atendiendo al principio de interdependencia que existe entre 
todas esas prerrogativas, como se advierte de lo previsto en el artículo 
32, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
de ahí que dentro de esos derechos humanos no encuentran cabida las 
conductas que con independencia de afectar o no !Os derechos de quien 
las pretende realizar, implican un grave riesgo para la eficacia de los 
derechos humanos de otras personas. 
Por ende, si quien consume mariguana o THC sufre una alteración 
temporal que, entre otras consecuencias, se traduce en una reducción 
gradual de funciones cognitivas y motoras, y con motivo de su consumo 
continuo probablemente genere una adicción, debe estimarse que, en 
adición a los argumentos expresados sobre la afectación a la salud y a 
la dignidad de los consumidores de esas sustancias, la referida conducta 
también conlleva un riesgo considerable para terceros, por lo que se trata 
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de conductas que por su afectación a los derechos humanos de quien 
las realiza y de terceros, obligan al Estado a adoptar diversas medidas 
para evitar su desarrollo. 
(. .. ) 
Por lo expuesto, se estima que en el caso de la prohibición de la condL1ctt!i' 
consistente en el consumo de mariguana o THC con fines recreativos o 
lúdicos, los órganos del Estado Mexicano que han estableCido la 
regulación materia de análisis, si han expresado razones suficientes para 
determinar que esa conducta dada su afectación a la digniq~d Y a la 
salud de quien pretende realizarla, así como a la eficacia de los derechos 
humanos de terceros, se encuentra fuera del ámbito de tutela.··de los 
derechos humanos al libre desarrollo de la personalidad, a Ja libertad de 
autodeterminación y del derecho a la identidad personal. . 
Incluso, tomando en cuenta el referido alcance el derecho a la protección 
a la salud reconocido en el artículo 4º, párrafo quinto, constitucional, 

.. . . . tampoco puede sostenerse válidamente que la prohibición ífn comento 
. • ', J 

· . ·.· lo transgrede, pues aun suponiendo que ese derecho fundamental 
: '.''~.,,·:tuviera una expresión que permita disponer de la salud per$bnal para no 
e:). ,, . .. ' 
\ '.~gozar de buena salud, lo cierto es que dentro de e$a prerrogativa no 

· L.~·:)'f;podría encuadrarse la consistente en realizar conduptaspue colocan a 
Hs 1Elos individuos en una situación de riesgo para la eficacia de los derechos 
~·· ·,;; humanos de las personas con las que nece~~riamente se 

. GOLEGJiJif~~relacion~n'. y de la s~ciedad e? general. < '.. . , 

i~T' nl't~fecto, SI bien a decir del que¡OSO /a salud es.una q,uest1on que no 
'"'ni\ 1~éi:Jmbe a nadie más que al propio individuo, lo cierto .es que el Estado 
1

RCl!iTO tiene la obligación de proporcionar a toda persona el di~Ífute del más alto 
nivel posible de salud física y mental, a través. de /~'prevención y el 
tratamiento de enfermedades, así como de las adiceftones y la lucha 
contra ellas, no sólo a un individuo en particulaf cof6o lo sostiene el 
impetrante de amparo, sino a la población en general,]~Pues el hecho de 
que éste no desee tener un nivel de vida acordf? a·.i~ que el derecho 
nacional como internacional considera como saludabf~ no significa que 
se esté coartando su derecho de elegir lo que co6siq~re mejor para su 
desarrollo de la personalidad o su autodeterminación'.l sino únicamente 
el Estado cumple con la obligación constitucionaÍy /~gal que le atañe, 
esto es, la protección del derecho a la salud de tod:P-s ÍBs individuos, esto 
es, de la sociedad en general. .. . 
En este orden de ideas, no existe violaciÓn·'•Í al principio de 
autodeterminación, porque se reitera, la obligaciónd~/ Estado es la de 
tomar todas las medidas que sean pertinentes para tift~lar y hacer eficaz 
los derechos de los gobernados, como resulta ser etf{~ especie el de la 
dignidad humana, e incluso el de la salud, de la poblél~lón en general." 

E 

Respecto a que supuestamente el Estado tiene la obligación de proteger 
la salud física y mental de la población general, ;g¡e trata de una 
afirmación gratuita del Juez de Distrito, ya que constituye una afirmación 
absoluta en la que no se tomaron en cuenta los argume~!os sostenidos 
por la quejosa en el escrito de demanda, esto es, sin qÜ'e se haga un 
estudio sobre los derechos que se aducen vulnerados, pues, en todo 
caso, el Juez de Distrito únicamente hace referencia al derecho a la 
salud. 
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Negar sin más ni más que el quejoso tenga razón, pero s,i.~,-,~ormular 
juicio alguno que desvirtúe los argumentos formulad~,·• .. deja en 

evidencia que se omite dar respuesta a lo sostenido en lá'd~manda de 
amparo. Esto es, hay una violación a los principios dé d'ongruencia 
externa y exhaustividad respecto al análisis concreto 9e ~ubsunción y 
aplicación de los principios de autodeterminación y Ubertad individual 
que fueron desarrollados en el escrito de demanda. 

Finalmente, si se adujera que los derechos a l9c.autpdeterminación 
personal y corporal, libertad individual y dignid~d h_umana no son 
absolutos, los límites establecidos por la prohibición en la siembra, 
cultivo, preparación, posesión y demás conductcis relácionadas con el 
autoconsumo de marihuana, en los artículos 23p, 237, 245, fracción 1, 
247 en su último párrafo y 248, implican una restricci()n inconstitucional 
,]3 ilegitima. 

En efecto, para restringir un derecho fundamerital se debe cumplir con 
lcml 8\guientes requisitos: primero, tener una finalid~d válida dentro del 
;áf86ito constitucional; segundo, que la medida.empieada sea necesaria 

;Ue instrumental para alcanzar la finalidad dese~,da; tercero, que la 
medida sea la menos restrictiva para alcanzar la fihalidad propuesta, y 
cuarto, la persecución de un objetivo constituciofialmente legítimo no 
puede hacerse a costa de una afectación inn!?ce"tsaria o desmedida a 
otros bienes y derechos constitucionalmente prot~gidos. 5 

Por lo tanto, si se lleva a cabo el examen de es~rutinio respectivo, se 
·~'f_ 

llega a la conclusión que la medida consi~tente en la política 
prohibicionista resulta una restricción ilegítir\iJa de los derechos 
constitucionales, como a continuación se sinteti~i: 

.-.¡;;-

·,~:~ 
.,_""" 

En primer lugar, la política prohibicionista no tienfuna finalidad legítima, 
pues coaccionar a una persona a gozar de ti~ena salud contra su 
voluntad, bajo ninguna óptica puede ser permit~o. Adicionalmente, la 
imposición de un estándar único de una vida sal~dªble no es admisible 
para un estado liberal, que basa su existencia 9-~ el reconocimiento de 
la singularidad e independencia humana. La única excepción válida 
para la autodeterminación es el que estén en juego derechos de 
terceros, lo que no sucede en el caso concreto. 

En segundo lugar, la política prohibicionista no es instrumental para 
prevenir posibles riesgos a la salud ni para combatir las adicciones, ya 

5 RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Novena 
Época; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis Aislada; Fuente, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo, XXVIII, Julio de 2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVl/2008; 
pág. 462. 
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que el número de consumidores de Cannabis ha aumentado en los 
últimos años y hay pruebas objetivas que muestran que el desp~!Jalizar 
el consumo no generaría un aumento en el consumo de la mis.ma. Esto 
es, de la medida impuesta no se siguen los fines buscados, por lo que 
no se puede hablar de instrumentalidad de la medida. 

Finalmente, la política prohibicionista no es proporcional, toda vez que 
suprime más allá de lo estrictamente necesario los derechos 
restringidos, en este caso el derecho a la autodeterminación; existen 
alternativas menos restrictivas de los derechos humanos para proteger 
la salud de los consumidores, y porque los perjuicios que genera la 
política pública son mayores a los beneficios que genera. 

Respecto a la obligación de llevar a cabo un análisis de proporcionalidad 
y escrutinio, en lo que concierne al derecho a la autodeterminación y 
libertad individual, el Juez de Distrito se limita a sostener erróneamente 
que la política prohibicionista persigue la finalidad importante de tutelar 
la salud, que se trata de una restricción válida a la ~utodeterminación, 
qu~ la::?utorización de consumir marihuana afecta a terceros y que las 

. ' . , !.,:,J;; 

medLc!ts son necesarias y proporcionales para que el Estado cumpla 
:·Jcón su obligación de proteger la salud a la sociedad en general. 

Además, de omitir llevar a cabo un test de proporcionalidad de la medida 
a la luz de los derechos de autodeterminac.ión y libertad individual, el 
Juez de Distrito, a lo largo de la sentencia recurrida, hace una indebida 
motivación cuando parte del prejuicio de que el consumo de marihuana 
genera afectación a la salud de terceros. No existe ninguna evidencia 
científica de que el consumo de marihuana pueda afectar a alguien otro 
que quien la consume. La marihuana es una sj.Jstancia cuyo consumo 
única y exclusivamente genera riesgos de salud para quien la consume. 
No tiene efectos contagiosos, no puede ser utilizada para dañar a 
terceros y no puede ser utilizada como arma. En resumidas cuentas, es 
una simple planta. Así las cosas, es absurdo afirmar que la autorización 
para su producción o consumo afecte a la "soqiedad en general" o que 
se trate de alguna excepción al derecho a disponer sobre la propia 
persona y sobre la salud personal. 

A menos q\Je por "afectación de terceros" la sentencia se refiera a un 
daño concreto, comprobable científicamente, el supuesto daño a 
terceros realmente se refiere al rechazo moral o reacción emocional 
adversa que le genera el que alguien consuma marihuana. Si ese es el 
caso, el supuesto daño a terceros se sustenta en un prejuicio social, no 
en un daño constatable científicamente. El derecho y las restricciones a 
los derechos humanos no se pueden basar en supuestos daños 
basados en estigmas o prejuicios. En una democracia liberal, por 
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encima de los prejuicios o supuestos daños hipotéticos, el Estado está 
obligado a aceptar las diferencias. Así las cosas, no se puede afirmar 
que hay una excepción al derecho de autodeterminación personal y 
corporal porque se afectara a terceros, pues no existe tal daño. 

Por todo lo anteriormente expuesto, se debe concluir que la sentencia 
viola en perjuicio del quejoso los principios de congruencia y 
exhaustividad, así como indebida fundamentación y motivación. 

En consecuencia, es procedente revocar la sentencia de amparo 
impugnada y se debe ordenar al Director Ejecutivo de Regulación de 
Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios que permita al 
quejoso sembrar, cultivar, preparar, poseer suficiente/marihuana para 
su .• autoconsumo habitual y reiterado. 

.CUARTO. VIOLACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE FUNDAMENTACIÓN 
,:Y MOTIVACIÓN ADECUADAS, CONGRUENCIA Y ~XHAUSTIVIDAD, 
;'.EN RELACIÓN AL DERECHO HUMANO A LA DISPOSICIÓN DE LA 

.'•:' 

-S!Atlt:lO ~ERSONAL · 
J''ºT'"'T''i'• .~.h.! J .:..i ilhil~,·.'·· ~~ .·,r 

: !ViJH~ción de las disposiciones de los artículo$ 74,Jfracción 1, de la Ley 
de Amparo, y 222 y 352 del Código Federal de P$cedimientos Civiles 
de aplicación supletoria, conforme al textq deliff.humeral 2º, párrafo 
segundo, de la Ley de Amparo; e inobs~rvan~ia de las garantías 
constitucionales a la tutela judicial efectiva, debi~a fundamentación y 

' 
motivación, legalidad y seguridad jurídica, consaQ)-adas en los artículos 
14, 16y17 de la Constitución Política de los Es.taqbs Unidos Mexicanos. 

(
-", En la demanda de amparo, se sostuvo que la política prohibicionista 

j sobre la siembra, cultivo, cosecha, preparaciónpara el autoconsumo de 
Cannabis (artículos 234, 235, 237, 245, 247,' 248 y 368 de la Ley 
General de Salud) vulnera el derecho a la salud, ~n su aspecto negativo, 
como la facultad o potestad de disponer de la s~Jud personal, inclusive 
para no gozar buena salud. 

i -

Se alegó que la política prohibicionista transgredía, el derecho a la salud, 
en su aspecto negativo, como la obligación del Estado de respetar las 
decisiones y disposición de la salud que hace cada cual sobre su propio 
cuerpo. 

No obstante, el Juez de Distrito hizo caso omiso de los argumentos 
O vertidos por el quejoso y se limitó a establecer que la política 

prohibicionista no vulneraba el derecho a la salud, como disposición de 
la salud propia, sin más ni más. 
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Los razonamientos expuestos por el quejoso y que omitió tomar en 
r'\ cuenta el Juez de Distrito son los siguientes: 
""',) 

~ r i 

'-J 

o 

El derecho a la salud se encuentra reconocido en los artículos 4 º de la 
Constitución, 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, y 1 O del Protocolo de San Salvador, conforme a los cuales 
el quejoso es titular de este derecho. 

En cuanto al alcance del derecho a la salud, la Ley General de Salud 
dispone lo siguiente: 

"Artículo 2º.- El derecho a la protección de la salud, tiene las siguientes 
finalidades: 
l. El bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al ejercicio 
pleno de sus capacidades; 
11. La prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida humana; 
111. La protección y el acrecentamiento de los valores que coadyuven a la 

· ·' , . : '(!;.eación, conservación y disfrute de condiciones de salud que 
,_.: ~!fontribuyan al desarrollo social; 

IV. La extensión de actitudes solidarias y responsables de la población 
en la preservación, conservación, mejoramiento y restauración de la 
salud; 
V. El disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan 
eficaz y oportunamente las necesidades de la población." 

Asimismo, el Protocolo de San Salvador establece lo siguiente: 

"Artículo 1 O. Derecho a la Salud. 
1. Toda persona tiene derecho a la salud, enteridida como el disfrute del 
más alto nivel de bienestar físico, mental y ~ocia/." 

Para analizar de manera integral el derecho aJa salud y su complejidad, 
es preciso hacer referencia a la naturaleza del derecho a la salud como 
un derecho subjetivo, tanto de recibir servicios de salud como de no 
recibirlos; de tener un alto nivel de bienestar físico y de no tenerlo. 

Daniel Mendonca, en su libro "Los Derechos en Juego" propone una 
definición de derecho subjetivo, en los términos siguientes: 

"[D]ecir que alguien tiene un derecho a hacer algo es decir que tiene Ja 
libertad de hacerlo. Esa circunstancia se presenta, fundamentalmente, a 
partir de la concepción de la libertad como la situación en la cual un 
sujeto tiene la posibilidad de obrar o de no obrar, sin ser obligado a hacer 
u omitir: una libertad es lo opuesto a una obligación. Esta manera de 
entender la libertad y, consiguientemente, los derechos, consiste, pues, 
en la ausencia de impedimento o la ausencia de constricción. Pero si se 
entiende por «impedir» no permitir a otros hacer algo y por «constreñir» 
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obligar a otros a hacer algo, ambas direcciones parecen parciales, 
puesto que la libertad, así concebida, comprende, por lo común, tanto la·· 
ausencia de impedimento como la ausencia de constricción. De este 
modo, de acuerdo con el primer componente, un sujeto puede obrarpor 
que no existe norma que prohíba la acción que él considera dese9ble y, 
de acuerdo con el segundo componente, el sujeto puede abstenerse de 
obrar porque no existe norma que imponga la acción que él con/;idera no 
deseable. Una persona. en suma. está en libertad. o tiene un derecho. 
para hacer algo. cuando no tiene la obligación de hacerlo u omitirlo. ''6 

Ahora bien, parafraseando a Daniel Mendonca, alguien tiene derecho a 
la salud, y no un mera obligación a la salud, cuando tiene la posibilidad 
de recibir asistencia médica o de rechazar asistencia médica; cuando 
tiene la posibilidad de recibir servicios médicos y de oponerse a los 
mismos; y cuando puede ser ayudado para evitar¿los riesgos asociados 
al consumo de Cannabis y puede rechazar cualqµier ayuda y asumir los 
riesgos del consumo de Cannabis. · 

Pqr su parte, Eduardo García Máynez, en su li~ro Filpsofía del Derecho, 
r ,,_ --· 

e~plica que los derechos subjetivos tienen una implicación normativa 
derivada de su carácter optativo, esto es, aun'cuan~'o la norma otorgue 

•tl;l!!A~,~ derecho, de manera implícita est~ oto(gando un segundo 
,;.id~19,ñ!(o, el de escoger entre el ejercicio del perecho o no. Esto 

'Uilí\J1plicaría que el derecho a gozar de buena salud~qonlleva un segundo 
derecho a disponer de la propia salud y, si Jfio lo desea, gozar de mala 
salud. 

Así, cuando hablamos del derecho a la salud, forzosamente tenemos 
que reconocer que el mismo implica la posibilidad de ejercer el derecho 
a la salud y el de no hacerlo. Con ello se respeta·ef derecho a la salud 
como un verdadero derecho y no como una mera'obligación jurídica. 

Considerar lo contrario, es decir, que el derecho a la salud no incluye la 
posibilidad de elegir no ejercer el derecho u oponerse a las prestaciones 
de salud pública, llevaría al absurdo de afirmar que,el derecho a la salud 
tiene el carácter de obligación. 

Para explicar este argumento se demuestran ~aquí las implicaciones 
lógicas de un derecho y una obligación: 

Derecho D= Pxy P-x Donde "P" es permitido, y "x" es la 
conducta. 
Derecho es igual a permitido llevar a 
cabo la conducta y permitido no llevar a 
cabo la conducta. 

. 

6 Mendonca, Daniel, Los Derechos en Juego Conflicto y Balance de Derechos, Ed. Tecnos, Madrid, 
2003, pág. 23. 
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Obligación O= Pxy Ph-x Donde "P" es permitido, "Ph'.'."<es 
prohibido y "x" es la conducta. 
Obligación es igual a permitidp'ne~ar a 
cabo la conducta y prohibido;ifioUevar a 
cabo la conducta 

·;· 

:>· .. 
En este sentido, es claro que la única manera en I~ qu$ se puede 
interpretar o disgregar el derecho a la salud es de la §i'guieftte manera: 
el derecho a la salud implica que la persona titularidel derecho tiene 
permitido disfrutar del más alto nivel de bienestar fí~ico, mental y social, 
y, a su vez, que tiene permitido no disfrutar d~f más alto nivel de 
bienestar físico, mental y social. 

.,-, , 

.A la misma conclusión arriba el Comité de •. IDerecji.os Económicos, 
/~\ Sociales y Culturales de las Naciones Unig:as err su Observación 
U . general Nº 14, en los términos siguientes: 

.~ :~f{¡,.. 

·~·'.(~ "El derecho del disfrute del más alto nivel posible de.~alud (artículo 12 
;~·~~C,'!~ del Pacto Internacional de Derechos Económ~os, Sociales y Culturales) 

/:{': jb ( .. .) •····•·· • .:Jk"&P · 8. El derecho a la salud no debe entenderse como ;Un derecho a estar 
. ~LFG/A sano. El de:echo a la salud entraña liberta.~es y ~~rechos. Entre las 
, - !i~tb~rtades figura el derecho a controlar sµ salud:. y su cuerpo, con 

'iSTRATiVA fli:lusión de la libertad sexual y genésica, 'y el de¿écho a no padecer 
IRCUJT8 injerencias, como el derecho a no serhsomet{~o a torturas ni a 

tratamientos y experimentos médicos no cq{Jsensu~fes. "7 

En el mismo sentido, es preciso traer a cplaciónJla distinción de lsaiah 
Berlín entre la libertad positiva y la li~ertad ,hegativa.8 La libertad 
negativa consiste en que nadie interfiera ~n miáctividad o fin, esto es, 
se viola mi libertad en sentido negativo cuándo se me impide hacer algo 
más allá de lo admisible, que de otra manera pqdría llevar a cabo. Por 
otro lado, la libertad positiva consiste en el'. autogobierno, en la 
posibilidad de conducir mi vida según mi ra~ón y~rnis deseos. 

Así, a pesar de que todos los hombres tienen ·derecho a la libertad, 
existe un límite intrínseco al derecho, esto es, la'1ibertad de las demás 
personas. Es decir, al vivir en sociedad, se deben de establecer ciertos 
límites en aras de que cada uno pueda gozar y·~jercer dicha libertad. 
Así las cosas, el Estado establece normas p l~yes que regulen la 
relación entre los hombres, para no caer en uni:t:situación de injusticia 
en que unos cuantos disfruten de la libertad a e~pensas de la libertad 
de otros. 

7 Observación general N 2 14 (2000). El derecho del disfrute del más alto nivel posible de salud 
(artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). 22 2 período 
de sesiones, Ginebra, 25 de abril a 12 de mayo de 2000, Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, Naciones Unidas. 
•Berlín, lsaiah, Dos conceptos de libertad y otros escritos, Alianza Editorial, Madrid 2011, p. 43-114. 
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No obstante la legitimidad de estas limitaciones, lo cierto es que hay,'ha 
esfera del actuar de un sujeto que le corresponde únicamente a é!f"€sto 
es, una esfera donde no hay afectación a ningún tercero y por 11,fanto 
no resulta válida la intervención de nadie, ni siquiera del Estadg~/ 

" 
~,,- }~ 

En conclusión, el Estado no puede interferir en la libertad dek,uj~to para 
controlar su salud y su cuerpo; no puede interferir erJ1 lcf libertad 
inherente al derecho a la salud para disponer de la _fal~a propia. 
Asimismo, el sujeto tiene un derecho a no ser sometido,;é t~~tamientos 
o injerencias médicas con en aras de proteger su salud/si r{o consensa 
y admite las mismas. }' '' 

~,. r 
:f _'.¡~.- ;;~: 

Respecto a esta dimensión del derecho a la salud, el¡Oue,~ de Distrito no 
-;..!:'. .!.,:< 

realiza pronunciamiento alguno. :~ f 
. ~ -

.,<, if. .• 
(S} 

Dicho lo anterior, se sostiene que la política prohitj:lciotista al consumo 
de marihuana, contenida en los artículos reclama4os áe la Ley General 
de ;§alud, fue establecida para "combatir el <Íon~hmo indebido de 
estd/Jefacientes y sicotrópicos" como consecuentia de que el mismo se 

-~ ~ ( 
ha convertido "en una de las adicciones que njprepentan más graves 
problemas de salud pública'79

• f f 
~ ,_ .• 

Esto es, el objetivo de la política establecida po_r_,f 1 lfgislador es proteger 
el derecho a la salud. El problema es que 1(i¡nqra absolutamente el 

~ . -

derecho a disponer sobre la salud personal y ~n1umir Cannabis y con 
.:,.,, ~; 

ello ejercer el derecho a no perseguir el "bíinlfstar físico, mental y 
socia/". li ~ 

~ -~¡ 

1 l 
Esto es, el legislador adopta una postura pa{~rhalísta y opta por no 

,-,,;,_, ~-

permitir a los ciudadanos gozar de uno de los el~r:thentos fundamentales 
• :;1f -~'- .. 

de su derecho a la salud, pues considera ~lle en tratandose del 
-c'.i,'.l!t 

consumo de Cannabis, los ciudadanos no cuefilt~n con el derecho de 
elegir si ejercen su derecho o no. ·~ 

il ,, 
En consecuencia, la política prohibicionista qu~prohíbe la siembra, 

'-.' :f·'~ 

preparación, posesión y otras conductas relacio"~~as con el Cannabis 
vulnera el derecho a disponer sobre la salud prclpi\, pues supone que 
la salud personal es una obligación y no un derechg subjetivo, el cual 
los particulares pueden elegir disfrutar o no. t 

El Estado justifica la política de prohibición al consumo déJas sustancias 
referidas, en la protección a la salud de los ciudadanos. De¡:¡sta manera, 
actúa de una manera paternalista injustificada e inéÜrre en un 

9 Exposición de Motivos de la Ley General de Salud, 15 de noviembre de 1983. 
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desconocimiento absoluto de la racionalidad, madurez intelectl.Jal, 
derechos y dignidad de sus gobernados. 

• La prohibición parte de prejuicios basados en valoraciones 
morales. 

El uso de marihuana ha sido repudiado legal y moralmente. Se ha 
generado un estereotipo en torno al consumo de estas sustancias, que 
parte de suposiciones que son altamente cuestionableis. Lo cierto es 
que la política prohibicionista no está sustentada en un estudio científico 
del daño que genera el consumo de Cannabis a los particulares, sino 
en juicios morales con una aparente neutralidad ética, para que la 
sociedad crea que no hay alternativas para decidir sobre el uso de la 
marihuana, como si fuera una decisión entre el bien y el mal, decisión 
de rechazo que un ser moral no puede dejar de tomar. 

En\otras palabras, el Estado adopta una actitud panglosiana -según la 
· cual, el rechazo es el mejor de los mundos posible-y procede a engrasar 
lo¿ engranajes del mecanismo social que fija la selección de repudio. 

. EQ,(llijma instancia, ser moral no es adoptar la decisióh del Estado, sino 
. qu~,26!\iiste en saber libremente que las cosas pueden ser buenas o 
,rrtéllas'.11:>ero no significa saber, y mucho menos saber con certeza, qué 
cosas son buenas y qué cosas son malas. 

En este sentido, se podría decir que la prohibición es más de tipo moral 
que de salud pública. Esto es, el Estado busca implementar cierto tipo 
de ideologías y formas de vida buena que considera adecuadas, a 
expensas de los deseos, ideas y creencias de cada persona. 

• Implicaciones de la postura paternalista en torno a la salud. 

Ahora bien, si consideramos que entre los fines legítimos del Estado 
está el proteger la salud de los gobernados mediante la prohibición del 
consumo y producción de sustancias como el marihuana, forzosamente 
tenemos que aceptar que esta medida estatal es legítima respecto de 
cualquier substancia que cause daños a la salud. 

En este sentido, sería legítimo prohibir sustancias como el tabaco y el 
alcohol, e incluso el Estado podría decidir prohibir el consumo de azúcar 
porque causa diabetes; el consumo de grasa, porque causa colesterol; 
el consumo de cafeína porque causa dependencia, etc. 

"''"""'\ 
~' Por reducción al absurdo, si el Estado decide tratar a sus ciudadanos 

como seres que no son suficientemente racionales y maduros para 
tomar sus propias decisiones sobre su cuerpo y persona, entonces 
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podría suprimir cualquier derecho y libertad con la que cuentan e 
imponer exclusivamente un modelo de vida buena. Así caeríamos en el 
absurdo de pensar que el Estado puede suprimir el derecho a votar, el 
derecho a contraer matrimonio o a procrear, sin mayor limitación que la 
coyuntura política de cada momento y la elección de las mayorías en 
las asambleas legislativas. 

Inclusive si se adujera que el derecho a la salud, en su vertiente de la 
libre disposición sobre la salud propia o la permisión a gozar de una 
mala salud, no son absolutos, los límites establecidos por la prohibición 
en la siembra, cultivo, preparación, posesión y demás conductas 
relacionadas con el autoconsumo de marihuana, en lo!> artículos 235, 
237, 245, fracción 1, 247 en su último párrafo y 248, implican una 
restricción inconstitucional e ilegítima. 

En efecto, para restringir un derecho fundamental se debe cumplir con 
los siguientes requisitos: primero, tener una finalidad.válida dentro del 
ám6ito constitucional; segundo, que la medida emple~da sea necesaria 
para alcanzar fa finalidad deseada; tercero, que fa medida sea la menos 
re§~f!~t~a para alcanzar la finalidad propuesta, y cu~rto, la persecución 
qe¡Ji!n;;fÓjetivo constitucionalmente legítimo n.o puepe hacerse a costa 

· . .. q~ una afectación innecesaria o desmedida a otro~ bienes y derechos 
constitucionalmente protegidos. · 

En primer lugar, la política prohibicionista no tiene uÍ)a finalidad legítima, 
pues coaccionar a una persona a gozar de bu~na salud contra su 
voluntad bajo ninguna óptica puede ser permitido,. La salud, a menos 
que haya derechos de terceros en conflicto, corrí~ en el caso de una 
epidemia, es un área restringida exclusivamefüte al individuo. La 
imposición de un estándar único de una vida saluef~ble no es admisible 
para un estado liberal, que basa su existencia en .§1 reconocimiento de 
la singularidad e independencia humana. La sáludJgel individuo es algo 
que no atañe a nadie salvo a él y no puede ser impu'~sta contra su propia 
voluntad. 

En segundo lugar, la política prohibicionista no 1e& instrumental para 
prevenir posibles riesgos a la salud ni para combátit las adicciones, ya 
que el número de consumidores de Cannabis h~'taumentado en los 
últimos años y hay pruebas objetivas que muestran qlje el despenalizar 
el consumo no generaría un aumento en el consumo de la misma. 

Adicionalmente, la política no es instrumental, pues no hay evidencia 
que todo el consumo de Cannabis genere adicción o que 
necesariamente genere un daño a la salud. 
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Finalmente, la política prohibicionista no es proporcional, toda vez que 
suprime más allá de lo estrictamente necesario del derecho a la salud; 
existen alternativas menos restrictivas de los derechos humanos para 
proteger la salud de los consumidores, y porque los perjuicios que 
genera la política pública son mayores a los beneficios que genera. 

En efecto, si la Constitución y los tratados internacionales garantizan el 
derecho a la salud y el derecho a la disposición sobre la salud propia, 
es obligación del Estado garantizar y respetar ambos. En el caso que 
aquí nos ocupa, esto implicaría la permisión de sembrar, producir, 
poseer Cannabis para autoconsumo si a parecer del quejoso no causa 
daños suficientes a la salud para disuadir que por iniciativa propia lo 
consuma. 

En este sentido, c¡ueda claro c¡ue tos artículos 235, 237, 247 y 248 de la 
Ley General de Salud que prohíben consumo de Cannabis o cualquier 

·r, 
· !p~~ucto que los contenga, violan el derecho a disponer sobre la salud 
,,gj<>fia por las siguientes razones: 
<~51C~· .~f! 
.~}:'iO\t@' ' 

~~<- 1) Por no contemplar que el derecho a la salud implica la permisión a 
1L GOL~~¡rcer dicho derecho y no buscar el bienestar físico, mental y 
dNIST~f~!Y8ii, y 
d CIRCUffO 

2) Por no respetar el derecho a la salud y prohibir realizar conductas 
que solo afectan el ámbito estrictamente priy9do, adoptando una 
postura paternalista contraria a los ideales de un Estado liberal 
respetuoso de los derechos y dignidad de sus ciudadanos. 

Ahora bien, en la sentencia recurrida, el Juez de Distrito omite 
pronunciarse en relación con el derecho a la fi.bre disposición de la 
salud, y únicamente se refiere al derecho a la salup como una obligación 
del Estado hacia la población en general, como §e puede advertir de la 
transcripción siguiente: '" 

"En ese orden, debe estimarse que la prohibiciÓh contenida en las 
normas impugnadas constituye, incluso, una medicfa adoptada por el 
Estado Mexicano para garantizar los derechos humanos de las 
personas, en primer lugar, el derecho a la salud y a l<J dignidad de los 
individuos evitando que consuman sustancias que ponen en grave riesgo 
su salud mental e incluso física y emocional, y en segundp término, para 
que evitar que esa conducta (consumo de mariguana), . constituya un 
riesgo para la eficacia de los derechos fundamentales de las diversas 
personas con las que entablen relaciones, y de la sociedad en general. 
En esa virtud, la prohibición de la conducta consistente en consumir 
mariguana o tetrahidrocannabinol (THC), para fines recreativos y lúdicos, 
se traduce en una medida que en el marco constitucional y convencional 
vigente en el orden jurídico del Estado Mexicano, tiene como finalidad 
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esencial garantizar el pleno ejercicio del derecho a Ja dignidad y a Ja 
salud de los individuos, más allá de su trascendencia a la protección de 
la salud pública, por lo que puede considerarse como una expresión del 
mandato establecido en el párrafo tercero del artículo 1º constitucional 
en el sentido de que Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad', en tanto 
que al impedir que se realice la conducta de mérito se logra que el ser 
humano logre un mayor nivel de salud física, mental y emocional, como 
lo sostienen los órganos que en ejercicio de su competencia 
constitucional emitieron la regulación referida. 
(. . .) 
Por lo tanto, ante tales circunstancias, es que se justifica la medida 
prohibitiva impugnada, pues no debe perderse de vista que también es 
una obligación del Estado de preservar la seguridad de la sociedad en 
general y un derecho de ésta, dado que si bien los efectosJnmediatos de 
la mariguana de que se ha dado noticia, son reversibles·y pudieran no 
representar riesgo directo para la salud del consumidor,110 obstante, no 
puede arribarse a la misma conclusión en el sentido de que no afectan 
otros derechos humanos de terceros y de la sociedad .en general como 

. 1l6111a dignidad, salud, la integridad física y el orden p(lblico, dado que 
'S'un cuando dichos efectos sean reversibles o de efect"ó no permanente, 
ello no implica que el consumidor mientras se encuentre bajo los influjos 
de la mariguana tenga control de sí mismo, toda vef, que como se ha 
precisado, diversos estudios afirmar que puQde experimentar 
sensaciones de pánico, irritabilidad y falta de autogontrol; de ahí que 
atendiendo a las conductas que puede desplegar/Jncluso de manera 
involuntaria mientras se encuentra intoxicado el/iisuario, es que el 
Estado se encuentra obligado a proteger a la colec((vidad. 

'\~ 

(. . .) i 
En ese tenor, se puede afirmar que el Estado tiene}a obligación positiva 
de tomar todas las medidas que sean pertinente4)para tutelar y hacer 
eficaz el derecho humano a la dignidad humana'y~ la salud, esto es, el 
Estado tiene la obligación de preservar el bien jarfdico protegido por la 
Constitución, tal protección supone la oblig~cJón del Estado de 
abstenerse de dañar la salud y establecer limiti,btes que protejan los 
derechos de terceros, concretamente Jos de la Pollación en general y/o 
los miembros que conforman la sociedad, lo que s~traduce en evitar que 
conductas de particulares, grupos o empresas la q,añen." 

Como se puede apreciar de las transcripciones anteriores, las 
afirmaciones del Juez de Distrito no se refieren a sl el quejoso es titular 
del derecho a la salud; tampoco a si el derecho a .la salud implica un 
aspecto negativo, como derecho disponer sobre la salud personal; ni 
tampoco se analiza en la sentencia si la política prohibicionista 
transgrede tal dimensión del derecho a la salud, sino que se limita a 
sostener que el Estado tiene una obligación de garantizar la salud y la 
seguridad de terceros, sin sustento alguno. En consecuencia, la 
sentencia viola los principios de congruencia y externa y exhaustividad, 
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pues omite analizar los argumentos expresados en la demanda de 

amparo. 

No obstante lo anterior, el Juez de Distrito también vulnerqla garantía 
de debida fundamentación y motivación, en lo siguiente: 

1. Indebida afirmación de que la política prohibi9:ionista es una 
medida que tiene como fin proteger la vida, la salud y la seguridad 
de las personas. 

El Juez afirma que las disposiciones reclamadás tienen como fin 
proteger la vida, salud y seguridad de las personas, no solo el quejoso, 
sino el resto de la población, sin embargo, ello lo realiza bajo simples 
roanifestaciones de los efectos que puede tener la mariguana sobre la 
~ersona, sin proporcionar las bases científicas suficientes que lo 

,i::·.'t:"" . 

corroboren . 

. Z. Indebida afirmación de que el Estado tiene Ja obligación de 
prote9;er la salud de las personas, inclusive pesé a la voluntad de 

Jos lleneficiarios de la política reclamada. 
i'' . 

El que el Estado tenga una finalidad importante no<es una razón para 
sostener que se puede, sin más, restringir un derecho humano. En todo 
caso, si la finalidad fuera importante, habría que también analizar si se 
cumple con los demás elementos de los exámeneS,"de escrutinio fijados 
por la Suprema Corte, tales como el que la medida sea instrumental o 
necesaria para alcanzar la finalidad deseada, que la medida sea la 
menos restrictiva para alcanzar la finalidad propuesta, y que la 
persecución de un objetivo constitucionalmente legítimo no puede 
hacerse a costa de una afectación innecesaria ó desmedida a otros 
bienes y derechos constitucionalmente protegidos. 

El Estado mexicano no sólo no tiene la obligación de proveer salud en 
contra de la voluntad de los beneficiarios, sino que lo tiene estrictamente 
prohibido a partir del derecho internacional de'Jos derechos humanos. 
En efecto, el Comité de Derechos Económicos, SoCiales v Culturales de 

_-, - '# 

las Naciones Unidas en su Observación general dispone que el derecho 
a la salud implica el derecho a controlar la salud y cuerpo y prohíbe que 
los particulares sean objeto de injerencias y tratamientos de salud no 
consensuales. 

3. Indebida afirmación que el consumo de la marihuana afecta a la 
sociedad en general. 
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El Juez de Distrito formula una afirmación sin ningún sustento teórico o 
empírico, en cuanto a que el consumo de la marihuana puede afectar a 

/""'\ la sociedad en general. 
(J 

r<"\ 
1 1 

V 

Contrario a lo que sostiene el Juez de Distrito, no existe ninguna 
evidencia científica de que el consumo de marihuana pi.Jeda afectar a 
alguien otro que quien la consume. La marihuana es uná sustancia cuyo 
consumo única y exclusivamente genera riesgos de salud para quien la 
consume. No tiene efectos contagiosos, no puede ser utilizada para 
dañar a terceros y no puede ser utilizada como arma. Así las cosas, es 
absurdo afirmar que la autorización para su producción o consumo 
afecte a la "sociedad en general. " 

Por todo lo anteriormente expuesto, se debe concluir que la sentencia 
vipla en perjuicio del quejoso los principios de congruencia y 
exhaustividad, así como las garantías de debida fundamentación y 

. ,m'C)livación, legalidad y seguridad jurídica. 
' ··~ t,-

'ª~G~~IJl§ecuencia, es procedente revocar la sentencia de amparo 
):l!DPW90&ida y se debe ordenar al Director Ejecutivo de Regulación de 
rr~tg. pefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Ouimicas de la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Saqharios que permita al 
quejoso sembrar, cultivar, preparar, poseer sufi~iente marihuana para 
su autoconsumo habitual y reiterado, excluyendq,todo acto de comercio. 

'-~~ 

-._;1 

QUINTO. VIOLACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE ~UNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN ADECUADAS, CONGRUENCl.6¿ Y EXHAUSTIVIOAD, 

~:o~~~~~:A~D~~ T~:sscGRRU~~~~~,~~~~~L:o~:E:: ~! 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA :'NACIÓN PARA LAS 

>"';: 

NORMAS QUE RESTRINGEN DERECHOS HUMANOS 

Violación de las disposiciones de los artículos 74, fracción 1, de la Ley 
de Amparo, 222 y 352 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria, conforme al texto del numeral 2º, párrafo segundo, 
de la Ley de Amparo; e inobservancia de las garaqtías constitucionales 
a la tutela judicial efectiva, debida fundamentación y motivación, 
legalidad y seguridad jurídica, consagradas enlos artículos 14, 16 y 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En la demanda de amparo, se alegó que la aplicación de la política 
prohibicionista, que prohíbe la siembra y autoconsumo de Cannabis 

O Sativa no supera los exámenes de escrutinio formulados por la Suprema 
Corte para analizar restricciones a derechos fundamentales, en relación 
con los derechos a la autodeterminación, libertad individual y corporal, 

27 



() 

.. 1 

libre desarrollo de la personalidad, identidad personal y disposición de 
la salud propia. 

Se adujo que siempre que una norma general restringe derechos 
humanos, tales normas deben ser analizadas a.la luz de los exámenes 
de proporcionalidad y escrutinio que ha establecido la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, y se expusieron las razones por las que la 
política prohibicionista no superaba los exámei;ies previamente 
referidos. 

No obstante, el Juez de Distrito hizo caso omiso de la mayor parte de 
los argumentos vertidos en el escrito de demanda, bajo la siguiente 
afirmación: 

"No pasa inadvertido que el quejoso refiere que existen alternativas 
menos gravosas que permitirían alcanzar los fines del Estado, y que son 

~?s ~'~ menos restrictivas de los derechos a la autodeterminación, libertad 
~;/'{~~@dividua! y corporal, libre desarrollo de personalidad, identidad personal 
~;, 1)1~~ disposición de la salud propia y que darían mejores resultados en la 
'!J/ii~J~Jonsecució~ del fin perseguido por el ~~tado; pe~o contrario a lo_ aducido, 
:J<'&;·no hay motivos para reprochar la opc1on del legislador constrwda sobre 
·'.'Z ·, ,Ja base de la prohibición reclamada, en virtud de que el nivel de 
t:OltGff~ción contra las adicciones es claramente más alto que lo 

- ...... __ .. -1·; 

;S !f¡lffíiJA~ndido por el quejoso, habida cuenta que al juzgador constitucional 
RtUírano le corresponde dilucidar sí existen otras opciones más idóneas para 

alcanzar la finalidad pretendida con la normatividad reclamada, sino 
únicamente verificar que ésta cumpla con los presupuestos 
constitucionales. 
Se expone tal aserto, pues no es la función del juzgador constitucional 
implementar la política pública a seguir entorno al uno lúdico o recreativo 
de la mariguana, sino verificar si tiene asidero constitucional su 
restricción en la actualidad." 

Como puede observarse el Juez de Distrito expresamente se niega a 
realizar un test de proporcionalidad sobre la medida reclamada, 
pasando por alto los precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación al respecto, mismos que se exponen a continuación: 

"Novena Época; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis 
Aislada; Fuente, Semanario Judicial de la Federapión y su Gaceta; 
Tomo, XXVIII, Julio de 2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. 
LXVl/2008; Página, 462. 
RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN 
CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. 
Ningún derecho fundamental es absoluto y_ en esa medida todos 
admiten restricciones. Sin embargó, la regulación de dichas restricciones 
no puede ser arbitraria. Para que las medidas emitidas por el legislador 
ordinario con et propósito de restringir los derechos fundamentales sean 
válidas, deben satisfacer al menos los siguientes requisitos: a) ser 
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admisibles dentro del ámbito constitucional, esto es, el legislli}dor 
ordinario sólo puede restringir o suspender el ejercicio de las garahtlas 
individuales con objetivos que puedan enmarcarse dentro )Je. fas 
previsiones de Ja Carta Magna; b) ser necesarias para ase~urar la 
obtención de los fines que fundamentan la restricción constitucional, es 
decir, no basta que Ja restricción sea en términos ampliosiütil para la 
obtención de esos objetivos, sino que debe ser la idónea para su 
realización, lo que significa que el fin buscado por el legislador no se 
pueda alcanzar razonablemente por otros medios menos restrictivos de 
derechos fundamentales; y, c) ser proporcional, esto es, .la medida 
legislativa debe respetar una correspondencia entre IEI importancia del 
fin buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que.prodt1ce en otros 
derechos e intereses constitucionales, en el en/endido de que Ja 
persecución de un objetivoconstitucional no puede.hacerse a costa de 
una afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos 
constitucionalmente protegidos. Así, el juzgador debe determinar en 
cada caso si la restricción legislativa a un derecho fundamental es, en 
primer lugar, admisible dadas /as previsiones constitucionales, en 
segundo lugar, si es el medio necesario para proteger esos fines o 
intereses constitucionalmente amparados, al no existir/opciones menos 
restrictivas que permitan alcanzarlos; y en tercer Jugar, si la distinción 
legislativa se encuentra dentro de /as opciones de.' tratamiento que 

. pued,en considerarse proporcionales. De igual maner~; /as restricciones 
· 'déb_ii¿rán estar en consonancia con la ley, inclqidas /as normas 

.. ~ 

.·.·Jntemacionales de derechos humanos, y ser c~mpatibles con Ja 
naturaleza de los derechos amparados por la Constitqción, en aras de Ja 
consecución de los objetivos legítimos perseguidos, ,Y ser estrictamente 
necesarias para promover el bienestar general : en una sociedad 
democrática." 

\ 

Esta tesis dispone que para restringir un derechofundamental (tal como 
los derechos a la autodeterminación, libertad indi,vidual, libre desarrollo 
de la personalidad, propia imagen, dignidacl hunjpna y libre disposición 
sobre la salud propia) se debe cumplir con lo$' siguientes requisitos: 
primero, tener una finalidad válida dentro del ámbito constitucional; 
segundo, que la medida empleada sea necesaria para alcanzar la 
finalidad deseada; tercero,_que la medida sea la menos restrictiva para 
alcanzar la finalidad propuesta, y cuarto, la persecución de un objetivo 
constitucionalmente legítimo no puede hacerse a costa de una 
afectación innecesaria o desmedida a otr9s bienes y derechos 
constitucionalmente protegidos. 

"Novena Época; Registro, 169489; Instancia, Segunda Sala; Tesis 
Aislada; Fuente, Semanario Judicial de Ja Federación y su Gaceta; 
Tomo, XXVII, Junio de 2008; Materia, Constitucióna/; Tesis, 2a. 
LXXXIV/2008, y página: 440. 
IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN EL 
CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE 
ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA. 
La igualdad normativa presupone necesariamente una comparación 
entre dos o más regímenes jurídicos, ya que un régimen jurídico no es 
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discriminatorio en sí mismo, sino únicamente en relación con otro. Por . 
ello, el control de la constitucionalidad de normas que se estimarf 
violatorias de la garantía de igualdad no se reduce a un juicio abstracto 
de adecuación entre la norma impugnada y el precepto constitucional 
que sirve de parámetro, sino que incluye otro régimen jurídicó que 
funciona como punto de referencia a la luz de un término de comparación 
relevante para el caso concreto. Por tanto, el primer criterio necesario 
para analizar una norma a la luz de la garantía de igualdad consiste en 
elegir el término de comparación apropiado, que permita comparar a los 
sujetos desde un determinado punto de vista y, con base en éste, 
establecer si se encuentran o no en una situación de igualdad respecto 
de otros individuos sujetos a diverso régimen y si el trato que se les da, 
con base en el propio término de comparación, es diferente. En caso de 
que los sujetos comparados no sean iguales o no sean tratados de 
manera desigual, no habrá violación a la garantía individual en cuestión. 
Así, una vez establecida la situación de igualdad y la diferencia de trato, 
debe determinarse si la diferenciación persigue uha finalidad 
constitucionalmente válida. Al respecto, debe considerarse que la 
posición constitucional del legislador no exige que toda diferenciación 

•"'- normativa esté amparada en permisos de diferenciación derivados del 
f: propio texto constitucional, sino que es suficiente que la finalidad e . 

perseguida sea constitucionalmente aceptable, salvo que se trate de una 
de las prohibiciones específicas de discriminación contenidas en el 

AL COLE;; .artfculo lo., primer y tercer párrafos, de la Constitución Política de /os 
VSF: ,r: f=,sf'ados Unidos Mexicanos, pues respecto de éstas no basta que el fin 
·
1 1 

'·· · buscado sea constitucionalmente aceptable, sino imperativo. La 
.. !_~~r'ili.,..'' 

'' · · .... siguiente exigencia de la garantía de igualdad es que la diferenciación 
cuestionada sea adecuada para el logro del fin legítimo buscado; es 
decir, que la medida sea capaz de causar su objetivo, bastando para ello 
una aptitud o posibilidad de cumplimiento, sin que qUf!Pª exigir que los 
medios se adecuen estrechamente o estén diseñados exactamente para 
lograr el fin en comento. En este sentido, no se cumplirá el requisito de 
adecuación cuando la medida legislativa no contribuy~ de modo alguno 
a la obtención de su fin inmediato. Tratándose de1/as prohibiciones 
concretas de discriminación, en cambio será necesario analizar con 
mayor intensidad la adecuación, siendo exigible qu<J la medida esté 
directamente conectada con el fin perseguido. Finalmente, debe 
determinarse si la medida legislativa de que se trate resulta proporciona/, 
es decir, sí guarda una relación razonable con fiil fin. que se procura 
alcanzar, lo que supone una ponderación er¡tre sus ventajas y 
desventajas, a efecto de comprobar que los perjuiqios ocasionados por 
el trato diferenciado no sean desproporcionadospon respecto a los 
objetivos perseguidos. De ahí que el juicio de proporcionalidad exija 
comprobar si el trato desigual resulta tolerable, teniendo en cuenta la 
importancia del fin perseguido, en el entendido de que mientras más alta 
sea la jerarquía del interés tutelado, mayor puede ser la diferencia." 

\ 
J 

En síntesis, los pasos a seguir según este segundo examen son los 
siguientes: primero, definir si la diferenciación persigue una finalidad 
constitucionalmente válida; segundo, determinar si la diferenciación es 
adecuada para lograr el fin (si es una categoría del artículo 1 de la 
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Constitución, la medida debe estar directamente conectada con el fin), 
y tercero, determinar si la medida resulta proporcional. 

"Novena Época; Registro, 174247; Instancia, Primera Sala; 
Jurisprudencia; Fuente, Semanario judicial de la Federación y su Gaceta; 
Tomo, XXIV, Septiembre de 2006; Materia, Constitucional; Tesis, 1á./j. 
6612006, y página: 76. 
IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR 
RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. 
La igualdad en nuestro texto constitucional constituye un principio 
complejo que no sólo otorga a /as personas la garantía de que serán 
iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y de 
usuarios del sistema de administración de justicia, sino también en Ja ley 
(en relación con su contenido). El principio de igualdad debe entenderse 
como la exigencia constitucional de tratar igual a /os iguales y desigual a 
/os desiguales, de ahí que en algunas ocasiones haoer distinciones 

-! estará vedado, mientras que en otras estará permitido o, incluso, 
» .. · constitucionalmente exigido. En ese tenor, cuando la Suprema Corle de 
f!J' '•' 
,,e · justicia de la Nación conoce de un caso en el cual la /eydistingue entre 

.1¡-; 
dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si 

" dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el 
'contrario, constituye una discriminación constitucionalmente vedada. 

LE :,¡ [,,p.#;a ello es necesario determinar, en primer lugar; si la distinción 
r, !\; . U~islativa obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida: 
''··:;; el legislador no puede introducir tratos desiguales demanera arbitraria, 

sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de 
objetivos admisibles dentro de /os limites marcados por las previsiones 
constitucionales, o expresamente incluidos en ellas. En segundo lugar, 
es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción 
hecha por el legislador: es necesario que la introducción de una 
distinción constituya un medio apto para conducir al .fin u objetivo que el 
legislador quiere alcanzar, es decir, que exista. una relación de 
instrumentalidad entre la medida clasificatoria y el fin pretendido. En 
tercer Jugar debe cumplirse con el requisito de la proporcionalidad: el 
legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente 
legítimos de un modo abierlamente desproporciona/, de manera que el 
juzgador debe determinar si la distinción legislativa se· encuentra dentro 
del abanico de tratamientos que pueden considerarse proporcionales, 
habida cuenta de la situación de hecho, la finalidad de la ley y /os bienes 
y derechos constitucionales afectados por ella; la persecución de un 
objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación 
innecesaria o desmedida de otros bienes · y derechos 
constitucionalmente protegidos. Por último, es de gran imporlancia 
determinar en cada caso respecto de qué se está predi()ando con la 
igualdad, porque esta última constituye un principio y un,derecho de 
carácter fundamentalmente adjetivo que se predica siempre. de algo, y 
este. referente es relevante al momento de realizar el control de 
constituclonalldad de las leyes, porque la Norma Fundamenta/permite 
que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar 
su labor normativa, mientras que en otros insta al Juez a ser 
especialmente exigente cuando deba determinar sí el legislador ha 

respetado /as exigencias derivadas del principio mencionado." 
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En síntesis, los pasos a seguir según este Examen son los siguient$s: 
Á' ' 

e primero, determinar si la distinción persigue una finalidad objet(ja y 
/ constitucionalmente válida; segundo, analizar la racionali.~d o 

(''". 

\J' 

adecuación de la distinción, y tercero, ver si cumple con el reqyfsito de ., 

·proporcionalidad. J 
~f 

De los exámenes aquí analizados, los pasos a seguir pan:~ideterminar 
si una distinción es discriminatoria en términos de la Con~thudón y los 
tratados internacionales consisten en determinar lo sigui~hte: 

1. Si el fin perseguido por el Estado es constitucionalm~ntefegítimo. 

2. Si la medida adoptada guarda una relación de ins~fumentalidad con 
la finalidad buscada. Esto es, si la restricción a los derechos humanos 
en la Ley General de Salud es un medio razonablem~nte adecuado para 
l.ia consecución de la finalidad perseguida por la política pública, o bien, 
sí-hay una instrumentalidad medio-fin. . .. 

3:. Proporcionalidad de la medida, en sentido estri9to. Es decir, que sea 
I~ , ,~~li!ida menos restrictiva posible, si se genera una afectación 
i~-R~~~aria a los derechos humanos y si . $e generan efectos 

. ~R~~t~íbiales a otros derechos. .·.·•· . 

No obstante lo anterior, el Juez de Distrito deja de observar los criterios 
de la Suprema Corte transcritos, a pesar de que el quejoso, en el escrito 
de demanda, expuso los argumentos correspondientes para que el 
juzgador de amparo emitiera un pronunciamiento en relación con la 
proporcionalidad de la medida reclamada. 

O Lo anterior, bajo el argumento de que los juzgadores constitucionales 
no tienen la función de implementar políticas públicas, sin embargo, el 
Juez a quo pasa por alto que la política prohibieionista reclamada se 
encuentra establecida en dispositivos legales, los c~ales sí pueden ser 
materia de un estudio de proporcionalidad, confo~me a los criterios 
antes enunciados, ya que se trata de una medida qúe el legislador optó 
por prever en la ley General de Salud. 

Es por ello que se solicita a ese Tribunal Colegiado realizar el test de 
proporcionalidad que el Juez de Distrito omitió realizar, a partir de los 
siguientes razonamientos: 

t:) A. Legitimidad del fin perseguido. 
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Para determinar si el establecimiento de la Política Prohibicionista 
persigue un objetivo constitucionalmente imperativo, debemos primero 
discernir y escudriñar el fin o fines que busca la LGS al prohibir la 
siembra, cultivo, elaboración, preparación, acondicionamiento 
transporte de Cannabis para el autoconsumo. 

El artículo 1º de la Ley General de Salud establece lo siguiente: 

"Artículo 1°.- La presente ley reglamenta el derecho a la protecciónJ:Je 
la salud que tiene toda persona en los términos del Artículo 4o. qf; la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establee,% las/ 
bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y la 

,¡ 
concurrencia de la Federación y las entidades federativas en ma,teria dé 
salubridad general. Es de aplicación en toda la Repúblici y sl.Js 
disposiciones son de orden público e interés social." 

En .el mismo sentido, en la exposición de motivos de la Fey G~neral de 
~8-9Jud se señala que la finalidad del Título Duodécimo es la regulación 
i~'~\¡s adicciones y la farmacodependencia: 
~,.~ ) "' r·, ; vn 
¡¡§ti ::/! 

·~?,/! "El Título Duodécimo regula las adicciones que actúap más 
ef!,<· desfavorablemente sobre la salud pública. El taf!aquismb y la 
COLB.Gl~codependencia. .. 

1 

iSTRfl.TilfA.llf , .: 
iiC!JlTD La iniciativa da también particular importancia al comeate de/¡consumo 

indebido de estupefacientes y sicotrópicos, que se ha .convert¡,eto en una 
de las adicciones que representan más graves prpblema~ de salud 
pública." 

De lo expuesto se aprecia que la finalidad de la prphibicirfm categórica a 
la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación ly consumo de 
Cannabis tiene dos objetivos: primero, la proteccion de 1fu salud de toda 
persona contra su voluntad, y segundo, el combate a las adicciones. 

"' ' 

j 

i. Finalidad de proteger la salud contra la voliunta~ 

La finalidad objetiva de la norma es la protección'• de la salud de todo 
:í; ,; 

particular en contra de la voluntad de éstos. No es lJina finalidad legítima 
para el Estado pretender velar la salud de los ci~dac¡lanos, contra la 
voluntad de los afectados, a menos que estuvieren~enljuego derechos 
de terceros. Al respecto, Manuel Atienza afirma lo siguiente: 

"[E)I Estado sí que tiene un deber positivo de velar por la "~alud y la vida 
de los ciudadanos en general-; lo que ocurre es que no 'puede tomar 
medidas encaminadas a este objetivo que vayan en contra de la voluntad 
de los afectados. "10 

10 "Dossier: Huelga de Hambre de los «Grapo», Derecho y Ética'', La argumentación jurfdica en un 
caso dificil: la huelga de hambre de los presos del Grapo, Manuel Atienza. 
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¡ 
No hay ningún interés legítimo para que el Estado proteja coacti-Vamente 

·t ,, 

¡'.) la salud de los particulares contra su voluntad, cuando no h~,ytderechos 
~ de terceros de por medio. No es legítimo, pues se parte df%' la .premisa 

que el individuo no tiene la capacidad racional de dispone.lde sú propio 
cuerpo, su mente y su persona. Así las cosas, podemos,;toncluir que la 
primera finalidad de la prohibición a la siembra y lí:>repi!ración de 
Cannabis para el autoconsumo no es una finalidad co~stitu.dionalmente 

o 

:¡¡; {·-' 

válida. El Estado no tiene un interés legítimo en prot,ger Iª salud de un 
individuo contra su voluntad, al no vulnerarse derecflos d~ºterceros. 

-' __ • ___ t· '(': 
~:~ 

ii. Finalidad de combatir las adicciones 

La finalidad de combatir las adicciones tamJ~co Is una finalidad 
legítima del Estado en sí. Una adicción es 1.J dificu1Íad para dejar o 

,11i$, _)nuir el consumo de una sustancia. A me,ios qu~· la sustancia que 
_-_•- . puede abandonar o disminuir en su cor;jsumo -$ea nociva para la 

~ . ' • ' -: _"'! ;;'::'.,, 

,, /u~J.no hay un interés del Estado para pre~nder .tpoactivamente que 
:~·[.¡¡~-~~tes h~manos a.bandonen .e,I ~onsumo d_f subsfmcias, por la única 
'i:~zon que estas pudieran ser d1f1c1les de ab~donéjf. 
\ __ ,, . .-'. !~ .i.' 

¡;1JEn tod·o caso, para que el combate a las ac:fJFcionis sea un fin legítimo 
VU>clel E.stado, tal que pudiera considerarse adrisibl~ una restricción a un 

derecho fundamental, debe haber prue!Jis cljlntíficas de que la 
sustancia que genera la adicción es nocivaJparala salud y que, de no 
ser por la dificultad para abandonarla, los s~res .~umanos objeto de la 
política pública renunciarían a su consumo. f ~-

~- "l<_Ó-

-wi 1-
Esto es, dentro del alcance del derecho -~ l9í salud no existe una 
obligación para el Estado Mexicano de pro~ee~servicios de salud en 
contra de las decisiones y voluntad de lus~beneficiarios. Ningún 
instrumento internacional, ni la interpret\cifn que los órganos 
competentes para ello han hecho, autori~ ~a intromisión en las 
decisiones personales que los particulares to~-~~ sobre su cuerpo y su 

('. ~1~. ~'. 

f '.~; 
El derecho a la salud prescrito tanto en la cb.~stitución como en los 
tratados internacionales, genera diversos niveles1~e obligación para los 
Estados: el de respetar, de proteger y de proveer (Ei de cumplir) para el 

--"Ji. 

ejercicio de los derechos humanos. Primero, la o1'ljgación a respetar 
significa que los Estados deben abstenerse de interfe,¡-ir en el ejercicio 
de los derechos humanos. Segundo, la obligación de pr;oteger obliga a 
los Estados de proteger a los particulares y grupos confra violaciones 
de derechos humanos. Tercero, fa obligación de proveer (o de cumplir) 
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significa que los Estados deben tomar acciones positivas para facilit~ 
el ejercicio de sus derechos. ,/~f'' 

,. ''.<!-

/ .; 
.f-? }:' 

La primera obligación, de respetar, se asocia a las obligtciqfies 
negativas del Estado, de no hacer o no interferir en el ejerci9Íb q~ los 
derechos. La segunda y tercer obligaciones, de proteger y IlfoveEr, se 
asocian con las libertades positivas del Estado, de hacer ~err11fnadas 
cosas para el ejercicio de los derechos. l 1 $' 

'.f· Wt 
l p. 

Esta distinción no es meramente doctrinal, sino que {e ex~sa en el 
:.\<· §-C 

mayor número de tratados de derechos humanos d~fos qu§l el Estado 
Mexicano es parte, como a continuación se acredita;'' .~· 

¡: ,.,J: .•. 1~ 
.-'; "" 

-~r ¡ 
Deber de Respetar J 

5
"' • Pacto de San José. Ji ,p· 
~j. ~ ' 1$_). ~, ;-;¡ -=< 
.,¡~, ·-;¡~_ -~f "';.? 
~t Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos li I i7; l/Los Estados Partes en esta Convención se comprori\iten a ;ispetar los derechos 
¡" ·y libertades reconocidos en ella ya garantizar su lif)re y rj:_no ejercicio a toda 

L' persona_!que esté ~u!eta a su !u_r~sdicci~~· sin disc;i_mfaciónflguna ~or moti~os de 

.·ll .. , raza., c;PJor, sexo, 1d1oma, relig1on, opiniones pol1t1c····.~ .•. · .. ·s º1 d .•. ···' cualquier otra mdole, 
:,.•9rtgen nacional o social, posición económica, nacimilnto o ;ualquier otra condición 

',' , ·-. ' ,_. -:(j: 

social. ~ ; 

¡ ~r 
• Protocolo de San Salvador. 1~ f 

;¡; t 
/#." 'tf) 
;;:~-, .M 

Artículo 4. No admisión de restricciones... ,. 
No podrá restringirse o menoscabarse ninguno ~~ lo( derechos reconocidos o 
vigentes en un Estado en virtud de su legislacimn i~erna o de convenciones 
internacionales, a pretexto de que el presente Pt(lto$1o no los reconoce o los 

·> .l!' 
reconoce en menor grado. '.t'., l 

:r:1_ 1:_ 

Artículo 5. Alcance de las restricciones y limitacionel'. Í 
Los Estados Partes sólo podrán establecer restricd~~es y limitaciones al goce y 
ejercicio_de los derechos establecidos en el prese~i Protocolo mediante leyes 

1 '~/;-

promulgadas con el objeto de preservar el bienestar ge~eral dentro de una sociedad 
democrática, en la medida que no contradigan el prqpq¡¡ito y razón de los mismos. 

• Pacto Internacional de Derechos E::coijómicos, Sociales y 
Culturales. 

Artículo 4. 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que,· en ejercicio de los 
derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá 
someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas p0r ley, sólo en la 
medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de 
promover el bienestar general en una sociedad democrática. 
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Artículo 5. 1 . 
1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el s~tido de 
reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para )~mpr~nder 
actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualqéiiera de los 

fi ".-

derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limitación en ¡fiediqi:í mayor 
' que la prevista en él. .i 

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los d¡,frecho$.humanos 
fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de le/es, cotjvenciones, 
reglamentos o costumbres, a pretexta de que el presente Pac!O no los.reconoce o 
los reconoce en menor grado. l ' 

Deber de proteger y proveer. 

• Pacto de San José. 

,i' _.-,,~ 

Artículo 2. Deber de adoptar disposiciones de derechoJhterno. ·.'· 
.o$i,(:?)I ejercicio de los derechos y libertades mencionadqS en el a@jculo 1 no estuviere 
-~~~~{~ntizado por disposiciones legislativas o de otrf ~rácte~~Jos ~sta_dos Partes 
,~~1~'11prometen a adoptar, con arreglo a sus proc11m1ento$¡¡const1tuc1onales y a 
1íi:j:~~~posiciones de esta Convención, las medidasflegislativ"'ª's o de otro carácter 
~-1;1':'.""•;,'"..5' :'._,~} • ti. Je¡ 

fi~:¡fi.ieren necesarias para hacer efectivos tales defechos y¿tPertades. 
~~i;~4:Jit- · ,i§ --Nf 

.N!\L e¡¡ ... PrÓtbcolo de San Salvador. .í 
11\:.: ·,.·,N· ISTF ;--·. <' ~E '.;.· :'.! . "-''' 

ER 9il~~6b)g 1. Obligación de adoptar medidas... -~ i· 
· Los Estados Partes en el presente Protocolo Adiqt~nal a !~·.convención Americana 

sobre Derechos Humanos se comprometen a adoif¡,tar las rjedidas necesarias tanto 
de orden interno como mediante la cooperación lntre losjEstados, especialmente 
económica y técnica, hasta el máximo de los r~rsos d(sponibles y tomando en 
cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr prq~resivaQiente, y de conformidad 
con la legislación interna, la plena efectividad de JQ.s derec~os que se reconocen en 
el presente Protocolo. .\\ ir 

:~:- 't 

Artículo 2. Obligación de adoptar disposiciones de'a(:?)rechq interno. 
Si el ejercicio de los derechos establecidos en el pnf~ente ~rotocolo no estuviera ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro 6aráctér, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedirh'iento~ constitucionales y a las 
disposiciones de este Protocolo las medidas legisl8;tiva~to de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos. ; • 

. - ~ 

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. 

Artículo 2 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto seqompromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistenéia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los 
recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos Jos medios 
apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí reconocidos. 
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2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el E2i~~icio 
de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por mptivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, orig~~ q~cional 
o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición so;daJ,j 
3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los dere1hos,humanos 
y su economía nacional, podrán determinar en qué medida ¡;¡áraqtízarán los 
derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a persop{as qÍJe no sean 
nacionales suyos. l ' 

-:;ii 
4/ _J; 

Lo mismo se desprende de la Observación GeneraLNº 14', del Comité 
•J " 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales/ de Jas Naciones 
Unidas, en los términos siguientes: 

Observación General Nº14 ¡¡ 

"33. Al igual que todos los derechos humanos, efldereclio a la salud 
impone tres tipos o niveles de obligaciones a lqj Esta@ps Partes: la 
obligación de respetar proteger y cumplir. A su ,¡ltez, la}fobligación de 
cumplir comprende la obligación de facilitar, propJ?cionarfy promover. La . ' ~ 

·. obligación de respetar exige que los Estados se<absten'gan de injerirse 
directa o indirectamente en el disfrute del d,#recho~~a la salud. La 
obligación de proteger requiere que los Estado~ adop(Wn medidas para 
impedir que terceros interfieran en la aplicación ~e las g}irantías prevista 
en el artículo 12. Por último, la obligación de ~umpli~requiere que los 

•. iA!Jü[:stados adopten medidas apropiadas df car§cter legislativo, 
i,:!VA ff~dmi~i~trativo, presupuestario, judicial o de º~[ª índ~fe para dar plena 
JTO efect1v1dad al derecho a la salud." Í ~· 

En el caso concreto, es posible armonizar la~ dimtsiones de respetar, 
-~ ~-n--

p roteger y cumplir el derecho a la salud. cyentroJide la dimensión de 
cumplir, el Estado debe hacer todo fo que est~ a su~lcance para proveer 

:·.; ;,{ 

y proporcionar servicios de salud. No obstante, fpomo también debe 
respetar las decisiones propias sobre el de~echol'a la salud, pues las 
medidas que tome para garantizar el acce~o a ~a salud no pueden 
invadir la esfera de las decisiones que cada Qno t~ma sobre su propio 
cuerpo y sobre su salud personal. f , 

W· 
c)1~_ 

Esto es, para armonizar las diversas dimension6:s ct~I derecho a la salud 
se debe concluir que el Estado tiene la obligaci\)n éle proveer servicios 
de salud, pero que debe respetar las decisiones sobre salud que toman 
los particulares, omitiendo hacer injerencias directas o indirectas sobre 
las decisiones personales sobre salud de cada cu~J.1En conclusión, del 
deber internacional de respetar la salud personál, el Estado tiene 
prohibido perseguir la salud particular en contra de í~ voluntad de sus 

beneficiarios, por lo que la finalidad de la política prohiBicionista no sólo 
no es legítima, sino que se encuentra constitucionalmen'te prohibida. 

Es posible discernir, hipotéticamente, algunas situaciones en las que se 
podría sujetar a particulares a tratamientos de salud forzosos, como 
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;1~; 
cuando de no llevar a cabo tales tratamientos forzosos se pudi~ra 
afectar la salud de diversas personas, mediante, por ejemplo,/Una 
pandemia. Así, el particular no puede oponerse a un tratamiento ~édico 
o a ser intervenido, si dejar de hacerlo pone en riesgo la vida o,salÚd de 

j" > 

las masas. 

No obstante, en el caso concreto, no existe ninguna evideptiaJ:lentífica 
de que el consumo de marihuana pueda afectar a alguien,,otro que quien 
la consume. La marihuana es una sustancia cuyo cqflsugío única y 
exclusivamente genera riesgos de salud para quien,l'a c.~hsume. No 
tiene efectos contagiosos, no puede ser utilizada par~' dañar a terceros 
y no puede ser utilizada como arma. En resumida,~ cu~·ntas, es una 
simple planta. Así las cosas, es absurdo afirmar que/a autorización para 
su producción o consumo afecte a la "sociedad ª'h general" o que se 
trate de alguna excepción al derecho a disponer sgbre I~ propia persona 

:'.~¿,sobre la salud personal. J ; 
~:>:•-~ ~ .. ~~ ,'-''. 
::·'.<:fa·~ .·''T ::-.: 

,;,~iEin proteger la salu.d ~s. una finalidad impo.1ant·e·.) pr~teger la salud 
~ntr~ la voluntad del ind1v1duo no lo es. Por;11 c9ntrano, el derecho 
;;<Internacional de los derechos humanos prohíb~a los estados a someter 

e~~. · ... ~~rticulares a tratamientos médicos no co ..•. :."nse·····.·.n .. ' suados. 
STRATIVA ÓE l : 

_-,~ .. ::' 

RCt\t11'\ política no pasa el primer paso de los Effárn~nes de escrutinio y 
proporcionalidad fijados por la Suprema Cort~dex,llusticia de la Nación. 

-~- J~· 

-~~ -~ ;. 

B. lnstrumentalidad medio-fin. 
~ -- - ~-

'-~ ._,_-. 

r ,'~ 

Las normas emitidas por el legislador, con '~I }propósito de restringir 
derechos fundamentales, como es el ca~o~ de la prohibición al 
autoconsumo de marihuana, deben ser instrutp~ntales para conducir al 
objetivo que el legislador quiere alcanzát. Este análisis sobre 
instrumentalidad ha sido definido por la Syprema Corte como la 
necesidad que deben cumplir las medidas par! asegurar la obtención 

-~ 

de los fines que fundamentan la restricción coifl;;titucional, es decir, no 
basta que la restricción sea en términos ampligs útil para la obtención 
de esos objetivos, sino que debe ser la idónea ~ara su realización. 11 

-~ 

Esto es, se debe analizar si la prohibición al consumo de marihuana es 
un medio apto para conducir al fin u objetivo de proteger la salud y 
combatir las adicciones. 

11 RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Novena 
Época; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis Aislada; Fuente, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo, XXVIII, Julio de 2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVl/2008; 
Página, 462. 
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En ese sentido, si la finalidad de la regulación es prevenir las adicciones 
y proteger la salud de los particulares, debe analizarse qué se ~11tiende 
por salud. 

Al respecto, el artículo 2º, fracciones 1 y 11 de la Ley General. c:le Salud 
establecen que la salud se puede entender como el bienes.far físico y 
mental de la persona, para contribuir al ejercicio ple,60 de sus 
capacidades y la prolongación y mejoramiento de la. caljaad de vida 
humana. 

Adicionalmente, para analizar si el consumo de Marihuana genera 
daños a la salud y si genera adicción o dependencia de!¡!émos basarnos 
en estudios científicos y no en meros prejuicios §pciaíes o conjeturas. 
El asentimiento de un daño sobre la salud de la p~rsona no puede 
fundarse en una ideología politica, sino en los' mefodos objetivos y 

,procedimientos adecuados de la ciencia. 

§,alvo en la presencia de un daño a la salud, reponOCido ampliamente y 
"~~buena fe por los expertos en la materia, pr~badd de manera clara y 
;convincentemente, el Estado no tiene ningún interés, menos aún uno 
Cfrasceíndente, para justificar la interferencia en la autonomía, libre 
.;·aesar'rollo e identidad de los particulares. 
8C·,·· '.' .• 

Asi las cosas, parece apropiado remitirnos Q,l est~dio formulado por la 
Fundación Beckley, en el que se expresan los riesgos probados por la 
ciencia, que puede llegar a generar el consLmolde Cannabis, en los 
términos siguientes: · 

"Un conductor bajo los efectos del cannabis tie_(le ))n mayor riesgo de 
chocar. Fumar cannabis probablemente aumenta los riesgos de 
desórdenes respiratorios. Consumidores regulates 'borren el riesgo de 
generar dependencia en la droga -dificultad para dislninuir el consumo o 
dejarlo. Entre las complejas interacciones entre can~abis y desórdenes 

'"'' mentales, el uso de cannabis parece aumentar el rjesgo de síntomas 
psicóticos. . ' 
Claramente, en algunos mercados, el cannabis vendido se ha vuelto más 
fuerte en términos de contenido de THC en años r_ecientes. Para un 
consumidor ingenuo, esto puede ser problemático, aunque es 
virtualmente imposible morir de sobredosis (con 'Jplo dos muertes 
registradas a nivel mundial). Para un fumador que busca un estado 
particular de intoxioaoión, y ouantifioa la dosis en oonadhtanoia, algunos 

• i 

han alegado que cannabis más fuerte es de hecho mepd~ dañino para 
~. ~.,, 

la salud, ya que el consumo del producto de · la \q_ombustión 
potencialmente nociva es reducida. Algunas evalu_aciones más·rigurosas 
son necesarias para analizar las causas y consecuencias de superior 
contenido de THC y de los cambios en la racionalidad entre THC:CBC 
en el cannabis moderno. 
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Los daños a la salud por el cannabis son claramente suficientes par;/ , 
justificar regulación substancial sobre su disponibilidad ./y ,J 
comercialización. Es importante que los riesgos a la salud pf!)r er:· 
cannabis sean comunicados a sus usuarios. Por otro lado, las p(Ílíticas ,, 
públicas deben tomar en cuenta los riesgos relativos en compe/ación a 

:J _,_,,, 

otras conductas comunes que generan ciertos riesgos. En urf contexto 
comparativo, los riesgos son bajos. Por ejemplo, los daño1/a la salud 

j . -

asociados con el tabaco y el alcohol son claramente r¡!Íayores· que 
aquellos relacionados con el cannabis" ! i' 

3 
,} 

¡ 
El estudio citado concluye que se generan algunos/riesgo~ a la salud, 
como eventuales riesgos de desórdenes respirC1,torios, .•i~sí como el 

-J i-

riesgo de que si se maneja un vehículo bajo la infJuencia;ldel Cannabis, 
se podrían generar accidentes. Esto es, el con~'umo d~ Cannabis no 
genera un daño inmediato a la salud, pero ~enerat;riesgo de que 
posteriormente se generen daños a la salud. / "''; 

f 1~,;-

~jmismo, se afirma que el consumo habitual /prolo~'ado de Cannabis 
~ege conducir a dependencia (dificultad pa~il dismJAuir el consumo o 
~a~o). El uso diario de Cannabis tiene apaJejado~~I riesgo más claro 
f ~épendencia. J 1), 

~<-·" ·~---~- ,', _j _¡~(· 
E~~?:~~: .é,arece que el consumo de Canna,is sí jumenta el riesgo de 
1~~~ ~k~ciación ~ la salud de la pers~na y qtf, hafdª, cuenta de un uso 
.\~rterado y habitual, puede conducir a la dtpeng~nc1a en el consumo. 
Pero eso no es suficiente para que la polít~a p~blica adoptada por el 
legislador sea necesaria. l lifi 

'1 ' En adición a la existencia de un riesgo de d~~o ~vulneración de un bien 
jurídico tutelado, la medida adoptada ~eb~ tener una relación 
instrumental, medio-fin, para reparar el dañd. oj.t~sión que se pretende 

. . ~ -:t~: 
evitar o corregir. ),\ •·~~. 

\ t~ 
A continuación se expone cómo la polítidl prohibicionista no es 
instrumental para mejorar la salud personal, '·m· o la despenalización 
no genera un mayor consumo y cómo el con¡umo de marihuana no 
necesariamente genera un daño a la salud. j". 

·: :_:-~~-
; ... 

i. La prohibición no es un medio al mejora,;,i~nto de la salud. 

La política prohibicionista no es instrumental para sdlucionar los daños 
a la salud que pueden generar el consumo de m¡:¡rihuana. No es 
instrumental, pues tras varias décadas de una política prohibicionista al 
consumo no solo no se ha disminuido el consumo de marihuana, sino 
que el mismo se ha aumentado. 
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Para analizar si la prohibición a la siembra y consumo de marihu~ 
combate los riesgos a la salud generados por el consumo de la mi$fna, 

,ji~.' 

O. 
. 

parece apropiado remitirnos al estudio formulado por la Fun?~Ción 
Beckley, que concluyó lo siguiente: ;i/ l 

1"'-·'?' 
.J' .. -~T 

"Hay variaciones en el tiempo en los índices de consumo de ca/J~Jbis 
entre países, pero esas variaciones no parecen verse afectada,1 pPr la 
probabilidad de arresto o sanciones por uso o cantidad, sin impqfta¿buan 
draconianas sean las medidas. / /' 

' - ?-;,?:: 

( ) t ;i• ... f .¡!} 

Ha habido esfuerzos constantes para disuadir el uso gf:I q~nnabis, 
mediante la prohibición y de policía. Esfuerzos para instr¡/me~1alizar la 
prohibición se han concentrado en el arresto de los con,purr{{ifores. En 
los países desarrollados, con grandes poblaciones de cifnsui/1idores de 

Ji' ,.'JJ 

cannabis, las sanciones penales impuestas por posesió(# y cqnsumo son 
usualmente modestas, en comparación con las q(/e s~ría posible 
implementar. Más aún, la probabilidad de serarreste<iP podun incidente 

,. _ relacionado con el uso de cannabis es en rango o me?¡br dfi¡'uno por cada 
· · •· ., mil. El esfuerzo prohibicionista no ha tenido mucho é¡ito pl:ira disuadir el 
:· :~ cr;nsumo." .• ~ .~· 
)"' :'~ ' ' s ,_-,, 

.-.~~~º -, . . ~1 -~ii 
En el mismo sentido, el Informe de la Comisión~Glo~al de Políticas de 
Oif6;a~i' denominado "Guerra a las Drogas", deJuni~ de 2011, dispuso 

. i.íi~~l~~nte conclusión: ·~ "' 
:CUITtl 1 -~· 

'-ii ,_,, 
-A - ~ 

"Los líderes políticos y las figuras públicas deberfan.:~ener el coraje de 
articular públicamente lo que muchos de ellos reccfroéin en privado: que 
la evidencia demuestra de manera abrumador~ q~e las estrategias 
represivas no resolverán el problema de las droga}, Y:bue la guerra a las 
drogas no ha sido y no puede ser ganada. Los go~ief!J!os tienen el poder 
de llevar a cabo una combinación de políticas quE($e~n apropiadas para 
sus propias situaciones, y manejar los problem§1$j{causados por los 
mercados de drogas y el uso de drogas de una ih~vera que tenga un 

;t -;;:~ 

impacto mucho más positivo sobre el nivel del cif¡r¡Jm relacionado así 
como sobre los daños sociales y para la salud. "12 {~~ 

-~:~1\ 

Finalmente, la Corte Suprema de justicia de la\'República Argentina, 
también se ha pronunciado al respecto. En el fa110;\?azterrica 308:1392, 
del 29 agosto 198$, dispuso lo siguiente: ~:~ 

t'~~t 
"[N]o se encuentra aprobado, ni mucho menos, que 1~. Ptf3vención penal 
de la tenencia, y aun de la adicción, sea un remedio et¿c;iente para el 
problema que plantean las drogas." 1° 

Esto es, no se puede sostener razonablemente que la política 
prohibicionista sea un medio adecuado objetivamente destinado a 

O reducir y combatir los riesgos a la salud generados por el consumo de 
Cannabis. La prohibición a la siembra, transporte, posesión y consumo 

12 Informe de la Comisión Global de Políticas de Drogas, "Guerra a las Drogas", Junio 2011, pág. 10. 
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~¿~-:}¡-: 
para el autoconsumo de Cannabis no reduce el consumo de Cannabis{ · 
ni reduce riesgo alguno que se pudiera generar por su consumo. : 

Así las cosas, si la política no reduce el número de consumidorE¡jS o, al 
menos, impide el incremento de los mismos, los artículos impdgnados 
no constituyen un medio siquiera remotamente adecuado par§J.evitar los 
riesgos a la_ salud que puede generar el consumo de marihyana gi para 
combatir las adicciones. 

No es suficiente que la Ley General de Salud tenga,Ja fin.alidad de 
proteger la salud y combatir las adicciones, sino queJa mefdida debe 
ser, de hecho, un medio mínimamente eficiente par~· conseguir esos 
fines. 

Lo que no sucede en el caso concreto, pues, comQ[ya se mencionó, el 
n!'.lmero * consumidores de Cannabis en Mé>,<:Íco 90 solo no ha 
dl\tJinuidb, sino que ha aumentado en los uH¡r¡nos ,:años, como se 
de~Jrende de las siguientes estadísticas oficia,~s publicadas por la 
Endbesta Nacional de Adicciones 2011: .·.f' 

¡. 
---- _, 

1. m:tp: la En~uesta Nacional de AdíccioneshOti~, el consumo de 
Mar'llfli1ll'fia a· nivel nacional entre adultos de entr~' 18 y 34 arios ha 
aumentado de 1.0% de la población en el af)o ?002 a 1.9o/o de la 
población en el 2011.13 J 

2. Según la Encuesta Nacional de Adicciones 2p11, el consumo de 
marihuana a nivel nacional entre adultos de 35 a 65 años ha aumentado 
de 0.2% de la población en el año 2000 a 0.6% ~e la población en el 
ario 2011.14 • 

O Así las cosas, la sentencia deja sin atender los arg~mentos hechos valer 
en la demanda de amparo sobre la falta de i'b.$trumentalidad de la 
política prohibicionista y, en consecuencia, se trari~greden los principios 
de congruencia externa y exhaustividad. \ 

o 

. -~ 
'<}, 

,,. - -~-

En efecto, el Juez de Distrito omite tomar en cuer)t\lo que ha fijado la 
Primera Sala de la Suprema Corte respecto \al estándar de 
instrumentalidad. ~sta ha dispuesto, en la ejecutori~ del amparo en 

-·g 

revisión 563/201 O, lo siguiente: · 

"Si la relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria 
introducida por el legislador y el fin que éste pretende alcanzar no es 
clara, o si se llega a la conclusión de que la medida es patentemente 

13 Encuesta Nacional de Adicciones 2011, pág. 43. 
14 Ibídem, pág. 44. 
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ineficaz para conducir al fin pretendido, será obligado concluir que la 
medida no es constitucionalmente razonable. 
De modo similar, será necesario determinar que la medida legislativa 
esté directamente conectada con la consecución de los objetivors 
constitucionales de envergadura antes mencionados, que sea realmente 
útil para su consecución, sin que pueda considerarse suficiente que ~'sté 
potencialmente conectada_con la consecución de tales objetivos." ,. 

En otras palabras, la Suprema Corte ha sostenido que' la medida 
adoptada debe ser un medio eficaz o directamente conectado para la 
consecución del objetivo constitucionalmente válido i~ue pretende 
perseguir el legislador. Así las cosas, para cumplir Gbn el segundo 
estándar de los exámenes de escrutinio, no es suficiente que él Juez de 
Distrito considere que la política prohibicionista obedece a la' obligación 
abstracta del Estado de proteger la salud y la seguridad de terceros, 
sino que realmente debe serlo. 

~~~<' ·.'. \ _~··,' _,- ;f 
Si la pólíticaprohibicionista y la prohibición categqrica aJCannabis no 
incideni:;~9or~ el grado de consumo, pues entonces estos no son un 
medio ~ficaz para la consecución del objetivo de r\'lducirel consumo de 
Cannaffis. Si. los. mexicanos no responden a la Sorma·que prohíbe el 
consurrll'.l de .c~rinabis, acatando la norma y adécuanª·º su conducta, 
pues elhtonc9$ la norma no alcanza su finalidad:'.objetiya y deja de ser 
una nÓrrna iristrumental para alcanzar el objetivo para el que fue 
prevista. 

Está ampliamente acreditado en la teoría;; ecqhómica que las 
prohibiciones no eliminan el mercado para <bie~es ilegales. Las 
prohibiciones, en cambio, sí incrementan la víolenciá e incrementan el 
riesgo de recibir bienes adulterados y de mala cali~ad. La prohibición 
de consumir una substancia no elimina su uso.· Lojúnico que hace la 

() prohibición es orillar el mercado de substancias !ilegales, como la 
marihuana, al mercado negro. ·;t 

o . 

·::~ .. 

En síntesis, no es plausible sostener que la política~rohibicionista a la 
siembra, cultivo, preparación, poses1on y ~emás conductas 
relacionadas con el autoconsumo de marihuanl, prevista en los 
artículos 235, 237, 245, fracción 1, 247 en su último~11?árrafo y 248, sea 
un medio eficaz para proteger la salud, y, mucho merrqs, para combatir 
las adicciones. Los informes de la Fundación Beckley'.de la Comisión 
Global de Políticas de Drogas y la Encuesta Nacional\pe Adicciones 
2011 son prueba irrefutable de la ineficacia y fracaso de la política 
prohibicionista. 

43 

~LI" ____ _ 



a 

Así las cosas, la política prohibicionista no cumple con el segunc:le 
estándar de escrutinio. No es un instrumento, medio-fin, para alcariz~r 
los fines esperados por la legislatura. 

ii. La despenalización del consumo de Marihuana no/gen,~a 
.'t 

mayor consumo. ,fJ 

_.. .;.• 

Pruebas estadísticas sólidas (Encuesta Nacional de Adicciohes 2.011) y 
estudios empíricos de la más alta sofisticación (el de la ªkckley 
Foundation y el de la Comisión Global de Políticas de Drogas) ¡;lermiten 
concluir que la política prohibicionista no es up m~dio que 
instrumentalmente reduzca el número de personas que qbnsumen 
Cannabis ni sirve para combatir las adicciones. 

A continuación se proporcionan razones empíricas q~e dem~estran que 
en Ja experiencia comparada la despenalizaciódi del qonsumo de 
C~~~~is tampoco tiene por efecto un incremento en $1 número de 
cons.úmidores de la misma. 

El estud,i9 q~nnabis Policy: Moving Beyond Stalerti'ate, f,~rmulado por la 
F1,mdadónr$eckley, determina lo siguiente: ; ' 

' ,,. -;'. :; ~--

~ ... ·Ja evidencia de Jos estudios evaluativos es que r~movJ. o reducir las 
sanciones para uso o posesión parece no tener ef~ctos fih las tazas de 

' - -~f; 
consumo. s;_ ft~ 

(. . .) % 

Medidas para reducir sanciones o para descriminali~ar l~osesión y uso 
han sido adoptadas en numerosas jurisdicciones_isin,fun incremento 
significativo en el uso. Adicionalmente, estas reforf(¡,'as ;~an tenido éxito 
en mejorar las consecuencias negativas del prohibicionlsmo." 

- ~ 

~· _,, 
-::,_. i{{ 

Esto es, la experiencia comparada antes citada ~o$ demuestra que la 
despenalización del consumo de marihuana no'jlene ningún efecto 

', 'i'; 

sobre el número de consumidores de Cannabis. A~~ el temor de que un 
-:-il 

mayor número de personas consuman Cannabi8,¡ no es razón para 
establecer prohibiciones categóricas, con sancione~penales. En efecto, 
diversos estudios han puesto en evidencia q9e la reducción o 
eliminación de sanciones no tienen ningún efecto, en el índice de 
consumo por la población. 

Esto conduce a la conclusión inequívoca de qJ~ la política 
prohibicionista a la siembra, cultivo, preparación, poses'tón y demás 
conductas relacionadas con el autoconsumo de marihuana, en los 
artículos 235, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo y 248 de la Ley 
General de Salud, es completamente irrelevante para el problema de 
riesgos de salud que se pudiera generar por el consumo de Cannabis. 
La política prohibicionista no ha disminuido el número de consumidores, 
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,f 
no ha impedido que los consumidores aumenten y, a su vez, la ausen[6a 

_,:,-z'r 

de la política prohibicionista no implicaría un aumento en el núme[p' de 
consumidores. ,, 

En otras palabras, los índices de consumo de Cann~qis son 
independientes de que haya o no una política prohibicionista ¡:¡fcbnsumo 
de Cannabis. La polttica prohibicionista es un factor contingente e 
irrelevante para los índices de consumo de Cannabis. Esto es, se trata 
de una política pública que incumple con el segund() r,equisito de 
escrutinio. Una política que no es instrumental para afrontar un 
problema de salud y que no combate adicción alguna. 

:'~'.' . 
.. _' ','. 

iii. El consumo de Marihuana no genera un dañg tÍ'la salud, sino 
un riesgo de daño a la salud. 

Por otro lado, 1(;"s informes de la Fundación Beckl~y, antes citados, 
''º ¡ •. ··.•.·· • 

concl ' ''nque el consumo de marihuana genera un riesgo de daño a la 
salud~\ )it'tdes, que el consumo de Cannabis puedelgenerar un daño a \.;§. '-\', ... , '• - ·--_>- :~ 

la salt1l'~per'o que no necesariamente lo hace. Por;,;consecuencia, si el 
'~l\,~,~- :. ', _:_,.·: }'--

consu~itq,de marihuana no necesariamente gené{~' un daño a la salud, 
una níé'dlda pgfc:l evitar su consumo no necesar.La,lmente protege a los 
indivi~M;es cje1..1.ni:fafectación en su salud. Í 
En sínf.fk~is,' ~·~ es plausible sostener que la polfca prohibicionista a la 
siembra, cultivo, preparación, poses1on j demás conductas 

" relacionadas con el autoconsumo de marihuana, sea un medio 
instrumental para proteger la salud. Para ser uf medio adecuado para 
proteger la salud, el consumo de Cannabis de~ería generar un daño a 
la salud; en cambio, el consumo de Cannabis ~olo genera un riesgo de 
daño a la salud. .~ 

~­
--~~ 

El efecto inmediato generado por el con~,Lmo de Cannabis (de 
conciencia alterada) no es un daño a la salid. la única manera de 
suponer que la marihuana genera un daño a 'la salud, de forma 
inmediata y directa, es suponer que el cuerpo es algo sagrado que debe 
ser protegido de toda alteración, cambio de percepción, de ánimo, de 
estado de conciencia y de comportamiento. 

Así las cosas, la Política Prohibicionista no cumple con el segundo 
estándar de escrutinio. No es una medida instrumental, medio-fin, para 
alcanzar los fines esperados por la norma, toda vez que no se acredita 
que el consumo de marihuana necesariamente genera un daño a la 

O salud y, por lo tanto, la Política Prohibicíonista no está ligada a la 
solución de una afectación en la salud. 
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En conclusión, la Política Prohibicionista no cumple con el segund9 
estándar de escrutinio. No es una medida instrumental, medio-fin, pará 
alcanzar los fines esperados por la norma, toda vez que no se acredita 
que el consumo de marihuana necesariamente genera un d¡¡¡ño a la 
salud, sino un mero riesgo de daño; no hay una relación entre.la política 
prohibicionista y el número de personas que consumen Cannabis, y la 
polltica no reduce el numero de consumidores o, al menos, impide el 
incremento de los mismos. Esto es, los artículos impugnados no 
constituyen un medio siquiera remotamente adecuado para evitar los 
riesgos a la salud que puede generar el consumo de M~rihuana ni para 
combatir las adicciones. 

C. Proporcionalidad y medio menos restrictivo. 

El ~l~imo paso del es4rutinio que_se ~ebe hacer respe~t~ d~ las med!da~ 
em1t1d~~s~r:. el legislador ordinario, con el pr9pos1to, de restringir 
derech~~'!iYijldamentales, es un examen de propo(cionali,dad en sentido 

::.~:,td~I ~~~~i.~~:,~;~:~~~:i~:: :¡~:~::," ::~~~ 
siguie~§fíális.i~.:nn r ,· [ 

1UN~l . ihu'·' . ; , 

De acu6ird\lra'·1~:]dt~hiera Sala de la Suprema éorte,~e Justicia de la 
Nación\Ni;>~'qué las medidas emitidas por el legislaqor ordinario con el 
propósito de restringir los derechos fundamentalés sean validas, deben 
cumplir con el requisito de proporcionalidad en sentido estricto, esto es, 
la medida legislativa debe respetar una corr~spondencia entre la 
importancia del fin buscado por la ley, y los ef~ctos perjudiciales que 
produce en otros derechos e intereses constitucionales, en el entendido 
de que la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a 
costa de una afectación innecesaria o desmedidá a otros bienes y 
derechos constitucionalmente protegidos. 15 

El análisis de proporcionalidad consiste en ev~luar si la política 
prohibicionista a la siembra, cultivo, preparación, :posesión y demás 
conductas relacionadas con el autoconsumo de 'marihuana, en los 
artículos 235, 237, 245, fracción 1, 247, ultimo párrafo y 248 de la Ley 
General de Salud, está confeccionada a la medida, que no se afecte los 
derechos restringidos más allá de lo estrictamente necesario, que la 
medida empleada sea la menos restrictiva posible y que se analice si se 
generan mayores ventajas o desventajas derivado de la medida. 

15 RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Novena 
Época; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis Aislada; Fuente, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo, XXVIII, Julio de 2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVl/2008; 
Página, 462. 
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1. La Política Prohibicionista no es la alternativa menos restricthih. 

Existen diversas alternativas menos restrictivas para alcanzar los fines 
que pretende perseguir el Estado. Es pertinente desta~ar las 
alternativas que otros países han adoptado o que se han utillzacfo en 
México para regular otras substancias, para así contrastarlas .con el 
modelo mexicano de prohibición al autoconsumo de rriérihi]ana y 
determinar si la medida adoptada por nuestra ley es la menbs restrictiva 
y proporcional entre el fin buscado y la afectación a·los .derechos 
humanos de los particulares. 

i. Primera Alternativa. 
·-' 

'"Oc-

Una primer alternativa para regular el consumo esél de,frestringir los 
lugares donde s~ puede comprar y consumir Cary"iiabiS,\: Se generan 
espacip§,donde ~IEstado tiene control de la canti~ad Y¡!Calidad de las 

substa?·· .. ,·c···.· ... · .. i·· .. ~§.que se están consumiendo, pero sin· ..• · .. ··: ... ····.janu·.'.· ... ·.ª.;r el acceso al 
consu'lR~~Cannabis. .• f 

' ~.-c: ¡'1/: . "· ,..,. ,¡.: 

íi. Seg~iida Al{ernativa x 
~ "í\\ rGlADÚ f. } ,, 
\L '",. . ·. . . . ·'··· ·•: 

El exit~gr~f~~nli establecido por la Ley Gener;al P~~ra el Control del 
Tabaco.'6S!~Oey genera un eficiente sistema de 0rienlación, educación, 

' .... ,\-.. ·' -º-

prevención, producción, distribución, comercializa~ión, importación, 
consumo y publicidad del tabaco. De igual forma, se protege de manera 
efectiva la salud de los fumadores de tabaco, informándoles 
explícitamente de los riesgos inherentes al cons,um.(o de cigarrillos, sin 
caer en el extremo intrusivo de prohibir a cada cuallfumar o no. 

iii. Tercera Alternativa. 

Si el Estado Mexicano verdaderamente considera pernicioso para la 
salud el consumo de Cannabis, puede implementar políticas públicas 
que reduzcan efectivamente el consumo y que iduzcan los daños 
relacionados con la política de fiscalización. lncrem~ntar la inversión en 

:'f¡_\,, 

investigación y análisis del impacto de diferentes Q'Qlíticas de drogas. 
Remplazar la criminalización y el castigo de lal"personas que a 
conciencia utilizan drogas, por la oferta de servicios de salud y 
tratamiento para aquellos que los necesitan. Éstas, por cierto, son 
algunas de las recomendaciones de la Comisión Global de Políticas de 
Drogas.16 

iv. Cuarta Alternativa. 

16 La Guerra contra las Drogas y el VIH/SIDA: Cómo la criminalización del uso de drogas fomenta 
la pandemia global. Informe de la comisión global de políticas de drogas, junio de 2012. 
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o 
Adicionalmente, se pueden implementar políticas de salud para c;ada 
uno de los riesgos específicos que genera el consumo de Cannabis, 
como a continuación se expone: 

o Si uno de los únicos riesgos plausibles para terceros es que los 
consumidores de Cannabis pudieran generar accidentes de 
tránsito, ya hay instrumentos - similares a los alcohoHmetros­
para determinar si un conductor está bajo la inffuencia del 
Cannabis. Regulación y operaciones para tjísué;ldir que los 
conductores manejen vehículos bajo la influel)cia ael Cannabis 
pueden ser implementados con facilidacf A~imismo, los 
empaques de Cannabis podrían tener advertencias; similares a las 
de diversos medicamentos que advierten· sobre el uso de 
automóviles y de maquinaria pesada. 

,.~ ., 

l
"'~Aino de los riesgos plausibles asociados cor el consumo de 

nnabis es el riesgo de generar enfermed-~des respiratorias. 
. . fe riesgo no está asociado con todo el consumo de Cannabis, 
~o exclusivamente con fumar Cannabí~, mediante pipas, 

($." ·~fil_·.· ·_11ps" o "porros". Se pueden eliminar_ los_._:_ihesgos respiratorios 
C ~tif\li~fl~I Cannabis al sustituirfur:narlo por c~ns~mirlo o_rali:iente. 

1~ ~ insiste en fu~ar el Cannab1s, se tjeb7 evitar la _tec~1~a de 
m alar el Cannab1s y retenerlo, pues aurn,enta la retenc1on de 
partículas de materia y de alquitrán. Es ~osible minimizar los 

·~ 

daños de fumar usando vaporizador. En ofras palabras, uno de 
~ '-~ 

los pocos riesgos asociados con el cons.u,. o de Cannabis no es 
propio del consumo de Cannabis, sino d:e ':a forma específica de 
consumirlo fumándolo en "cigarrillos" o "porrps". Para tales riesgos 
se podrían elaborar campañas de salud qu$ tuvieran por objetivo 
desincentivar fumar el Cannabis, peró ho otras formas de 
consumo.· 

o Si uno de los riesgos del consumo de Cann~pis es la dependencia 
-dificultad para disminuir el consumo o d~jarlo-, entonces se 
debe desincentivar el uso excesivo o habitual del mismo. Al 
respecto, el estudio de la Fundación Beckle~ establece que para 
evitar estado de dependencia se debe reducir el consumo de 
Cannabis a una vez por semana o en menofcántidad. Esto es, el 
consumo moderado y esporádico, de una vez a la semana o 
menos, no genera dependencia, por lo que sería menos 
restrictivo, para combatir las adicciones, el acotar cualquier 

O política pública a los consumidores que ya se encuentran bajo la 
dependencia del Cannabis, o aquellos consumidores de uso 
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"intenso" que se encuentran bajo el riesgo de generar 
dependencia. 

Como ya fue acreditado, de los anteriores ejemplos, existe una 
pluralidad de alternativas menos restrictivas de los derechos a la libre 
autodeterminación, libre desarrollo de la personalidad, lib~rtad corporal 
e identidad personal, con los mismos o mejores res\]ltados en la 
consecución del fin perseguido por el Estado mexicano en la legislación 
que se combate. 

Así las cosas, la politica prohibidonista no cumple COJil el. tercer requisito 
del examen de escrutinio de las normas que r~stringen derechos 
humanos. El prohibicionismo no es proporcional, toda vez que existen 
diversas alternativas menos restrictivas del derec~o que podría emplear 
el r;:stado mexicano para obtener los resultados que persigue mediante 
la polftica prohibicionista. 

'.I,~{ •· >; .f 
2. Se f,~$tringe más de lo estrictamente necésario. 

~ . ~ 

Se dJbe. analizar si la medida que afecti los derechos de 
autodeterminación, libre desarrollo de la p~fsonalidad, identidad 
personal, libertad individual y disposición sobrej~la salud personal, es 
aquellá'que restringe en menor medida losdero~chos del quejoso. En 
otras palabras, se debe analizar si las medidas $on confeccionadas a la 
medida y si no abarcan o restringen los derechos más allá de lo 
estrictamente necesario. l 

"-'í'-

:7; 
-t; 

Debemos analizar si la politica prohibicionista fs sobre-incluyente en la 
restricción a los derechos del quejoso para pefseguir los dos objetivos 
de la norma. Así, si el objetivo de la polítita prohibicionista es la 

1 
protección de la salud y el combate a las adicfiones, entonces solo se 
debe prohibir el consumo de marihuana ahí d¡onde pudiera generarse 
un daño a la salud o donde hay adicción o dep~ndencia a la marihuana. 

~-

Como se expondrá a continuación, la política prohibicionista prohíbe 
mayor autoconsumo de marihuana que el estri9tamente necesario para 
proteger la salud y combatir su adicción. 

Para llevar a cabo este análisis, es apropiado retomar una vez más el 
estudio formulado por la Fundación Beckley, que expresa los riesgos a 
la salud que puede generar el consumo de Cannabis: 

"Un conductor bajo /os efectos del cannabis tiene un mayor riesgo de 
chocar. Fumar cannabis probablemente aumenta los riesgos de 
desórdenes respiratorios. Gonsumidores regulares corren el riesgo de 
generar dependencia en la droga -dificultad para disminuir el consumo o 

49 



o . 

/~ 
1 1 \ __ .j 

dejarlo. Entre las complejas interacciones entre cannabis y des<irq~nes 
mentales, el uso de cannabis parece aumentar el riesgo de §fn/6mas 
psicóticos. · l 

Claramente, en algunos mercados, el cannabis vendido se ha vtielto más 
fuerte en términos de contenido de THC en años recientesCPara un 
consumidor ingenuo, esto puede ser problemático; atlnque es 
virtualmente imposible morir de sobredosis (con só!Ó dqs muertes 
registradas a nivel mundial). Para un fumador que bllfsclt' un estado 
particular de intoxicación, y cuantifica la dosis en concoirlaqcia, algunos 
han alegado que cannabis más fuerte es de hecho meno~ dañino para 
la salud, ya que el consumo del producto de I~ combustión 
potencialmente nociva es reducida. Algunas evaluaciQne~inás rigurosas 
son necesarias para analizar las causas y consecuencias de superior 
contenido de THC y de los cambios en la racionalidadentre THC:CBC 
en el cannabis moderno. ·• " 

/'."~ r:·:~(1,,. :::r ':;~~ 

Lo~_._···.·.--._1.-.· •,_n __ :_ .. ·_·º_ .. · s·_. _ª la salud por el cannabis son claram·······_e ___ ..• n~ .. -.·_e•_· •• · .• •·_··· suficientes para jusft¡ ·.·~; ·.regulación substancial sobre sµ'. &isponibilídad y 
colfr "á/i:iación. Es importante que los riesgos a· la salud por el 
oaifq~fi;~-s~an oomunioados a sus usuarios. Por ~troflado, las políticas 

' ... ·- '· ___ , '' ._, ~-

públiea'f3 deben tomar en cuenta los riesgos relativos en comparación a 
ot~s '9onductas comunes que generan ciertos rt~s4os. En un contexto 
comp?rf)tivd; lds riesgos son bajos. Por ejemploJ I~~ daños a la salud ' .. ·.· .. ~~ 

asociados con el tabaco y el alcohol son clafafi:¡ente mayores que 
'' i"\ '_.- . ' - -~ --;,_' 

aquellos relacionados con el cannabis" • i 

\ 

Se puede apreciar que el consumo de Cannabi~ienera algunos riesgos 
específicos a la salud, tales como los siguiente~-~ 

:~-:~J 

~' 

• Aumento de probabilidad de desórdenes respitatorios. · 
• Riesgo de generar dependencia en consumidq\es regulares. 
• Riesgo de síntomas psicóticos. :iii 
• Riesgo de generar accidentes si se maneja~tbajo la influencia del 

Cannabis. '· ~r,., 

Se debe aclarar que los primeros tres son riesgos ~hacia la salud propia 
y el último -sobre riesgo de accidentes de tránsito-13s un riesgo tanto a 
la salud personal, como a la de terceros. ~ste últímb riesgo es el único 
que plausiblemente genera el consumo de cannabis bacia terceros. No 
obstante, este riesgo no es derivado exclusivamenté·•,del consumo de 
Cannabis, sino de la conjunción entre el consumo de cannabis y el 
manejo de vehículos. 

Si estos son los riesgos que el consumo de Cannabis genera a la salud, 
entonces solo en aquellos casos se podría plausiblemente restringir el 
acceso y consumo del Cannabis, sujeto a que se cumpla con los otros 
elementos de los exámenes de escrutinio de la Corte. Cualquier 
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restricción adicional sería una medida sobre-incluyente que limitap~ los 
derechos de los consumidores más allá de lo estrictamente neC;e"~ario. 

i. Riesgo de generar desórdenes respiratorios. 

Uno de los riesgos asociados con el consumo de Cannabis @s el riesgo 
de generar enfermedades respiratorias. Este riesgo no esfá asociado 
con todo el consumo de Cannabis, sino exclusivarnenf~' con fumar 
Cannabis, mediante, por ejemplo, pipas, "cigarrillos" q[f1'porros". Se 

.{:._; 

pueden eliminar los riesgos respiratorios del uso dele Cannabis al 
sustituir fumarlo por consumirlo oralmente. Si se insitlb en fumar el 
Cannabis, se debe evitar la técnica de inhalar el Cann41'bis y retenerlo, 
pues aumenta la retención de partículas de mate~ia Y;l~e alquitrán. Es 

: '"'; 
posible minimiz¡¡r los daños de fumar usando yapo[izador. En otras 
palat.>ra~. uno cfu los pocos riesgos asociados co/í el consumo de 

Cann·.~b.<fi.·,eo es prop!o del consumo de Cannabi~.·~.~ .. :.Jsino de la forma 
especí)f1~ ge consumirlo. :~ 

:\~.::·!~;}:,~;:)- ~ -'.-: _,:¡/ 

Así las·éss'as, cualquier medida orientada a salvag(ardar la salud de los 
consumidores•/: y evitar desórdenes respiratqfios debería estar 
directamehtlif

1
0Fl'entada ai consumo reiterado y ~bitual de Cannabis, 

mediant$ "dgarrillos" y "porros", pero es so~re~cluyente si también 
abarca el consumo oral y el consumo medianf~ faporizadores. Así las 
cosas, la política 'prohibicionista restringe má§~afÍá de lo estrictamente 
necesario para prevenir desórdenes respiratortof 

<~ o;-· .• 

ii. Riesgo de generar dependencia. 

Sí Consumidores regulares corren el riesgo dé~~nerar dependencia en 
la droga, entonces parecería apropiado restrinQi~t.el consumo regular, o 
bien, regular el consumo de las personas que Y:á.· son dependientes de 
la misma, pero no el consumo eventual. En efeéto, un gran número de 
personas que consumen Cannabis no son depe~qientes de la misma. 

-.,; 

Al respecto, el estudio de la Fundación Beckle~ establece que para 
evitar estado de dependencia se debe reducir el consumo de Cannabis 
a una vez por semana o en menor cantidad. Esto es, el consumo 
moderado y esporádico, de una vez a la semana O menos, no genera 
dependencia. En consecuencia, la política prohil::>icionista que no 
distingue entre el consumo moderado que no genera dependencia y 
aquel que sí genera dependencia restringe los derechos invocados mas 
allá de lo estrictamente necesario. Igual parámetro debiera aplicarse en 

Q la venta de alcohol y no se establece. 

iíi .. Riesgo de generar desordenes psicóticos. 
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Si el consumo de Cannabis puede aumentar el riesgo de síntor)i,$1' 
psicóticos, entonces la restricción estrictamente necesaria sería agÜe~'a 
orientada a combatir los factores de riesgo para ese tipo J.de 
afectaciones. El estudio de la Fundación Beckley manifiesta •. ~u§i';los 
riesgos están comúnmente asociados con el consumo de Capr1agjs con 
alto grado de THC, que son más comúnmente encontrados{en las 
formas genéticamente modificadas y en las formas cultivadas n{édiante 
hidroponía. . /: 

Así las cosas, se deben llevar a cabo estudios para deter~'¡nar si en 
efecto el Cannabis genéticamente-modificado o hidrÓpódlco genera 
síntomas psicóticos. Solo si se comprobase que es!ªs especies 
pudiesen generar:;,paños, se podrían llegar a regular .. En .este modo, la 
prohibitiÓl;l. del consumo de Cannabis que no '.~s .~enéticamente 
modifi~Í'.·hicultivado mediante hidroponía es exce~iva;¡Yrestringe más 
de los ~~cijos invocados de lo estrictamente ne~sar!o para combatir 
el riesg$4$;;~1gunos síntomas psicóticos. 1

' ;: 
~:::::,~ ,;~.'{;:;:> 

iv. Ri~~'c;:~¿,i,~~identes de tránsito. .·~. H' 
"tc'·''1'~f''•i::,\';. :-'<~i 

,< :;··:: ,\\1· '• , . . . l' w 
Si martej'atvehículos bajo los efectos de la mar(hu~na puede generar 
accidentes, entonces la prohibición estrictam~nt~ necesaria sería 
aquella que prohibiera simplemente consumir fncifiihuana cuando se 
fuera a conducir un vehículo o maquinaria peligr~sélf --_, ,.::~t 

.,,-:¡ 

Esto es lo que sucede actualmente con el alco~oÍírnetro en la Ciudad 
de México, en relación con el alcohol, {~q~e ha funcionado 
satisfactoriamente. Así las cosas, la política p~~ibicionista restringe 
más allá de lo estrictamente necesario para pro(~~er a los particulares 
de accidentes de tránsito. '~{'i: 

.-'e-_-;; 

Insisto que la posibilidad de generar accidentes éll tránsito es el único 
riesgo a la salud de terceros que plausiblemeril podría generar el 
consumo de marihuana. No obstante, este ~riesgo puede ser 

~,-._, 

satisfactoriamente solucionado mediante la prohi~;i,ción a la actividad 
conjunta de consumir Cannabis y manejar vehffy,los o maquinaria 
peligrosa. ' •· .. , 

·-{·-

Así las cosas, existen políticas alternativas a la PolíticáProhibicionista 
que son menos intrusivas y restringen en menor medidaJos derechos 
del quejoso. La política prohibicionista va más allá de lo éstrictame~te 

O indispensable para combatir los riesgos a la salud plausibles generados 
por el consumo de Cannabis. 
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En consecuencia, la política prohibicionista no cumple con el tercer' 
requisito del examen de escrutinio de las normas que restringen 
derechos humanos. El prohibicionismo no es proporcional, toda vezqlle 
restringe los derechos humanos más allá de lo estrictamente nec~$aho. 

,,. 

3. Balance de efectos positivos y negativos. 

La restricción a los derechos a la autodeterminación, libre d.~~arrollo de 
la personalidad, identidad personal y libertad individual, ;hiediante la 
política prohibicionista, adicionalmente genera vulneración a otros 
bienes jurídicamente tutelados. 

La política prohibicionista a partir de la cual se pro~íbela siembra, 
preparación, posesión y cualquier otra conducta relacionada con el 
autoconsumo dQ. marihuana no solo no aporta u6 beneficio a la 
procu~~~jón de la salud y al combate de las adiccione?, si¡1o que genera 
un rie~;' .-1/1~.tente a la salud, seguridad e integrid~~ p~.tsonal de los 
consu ' , .. ~s de Cannabis y sus familias. En efec;:to/~ada la actual 

~ !,. -1;. :,-_:. ---.. 

polític~. "- c:l!hibicionista, para obtener y consut11irtrnarihuana es 
necesattlii:'¿;'involu.crarse con el crimen organi~adó y con los 
narcorn~rq,Q<Jisfa's.' ·~~ 

~· ~,. - -.. ~ .. ,,_,_ 1·'. r ,,. _-_ , 
'''\'10.;y.H '. ·.·,·.·.· ~-.-1\\\ . .)'l··~-'1--'. . __ \~ ~::··. 

Por I~~: t~n.tó(J puede afirmarse válidamente qµ~ ,ffe1 ejerc1c10 a la 
autodeterminación, libertad individual y corporal, lib~~ desarrollo de la 
libertad, mediante la disposición del propio cuerpo.f P,i ra el consumo de 
marihuana sujeta a los consumidores a un riesgo mayor de perder su 

·:h.;¿o-. 

vida, ser víctimas de abusos y de consumir substan~j~s de mala calidad. 
Consecuencias que se apartan del mandamiento ;.@nstitucional en el 
artículo primero, en el sentido de buscar la protec~~n más amplia para 
las personas. Vit 

.;:!\ 
·-tt 

i. Riesgo de ser lastimado o de perder la vída.lt · 
O:.~'.,, 

~--

El incremento al riesgo de ser víctima de un delito~, inclusive, de ser 
privado de la vida se ha aumentado en la medida qué se ha intensificado 
la política prohibicionista de consumo de marihuana: 'f1~. 

En efecto, la política prohibicionista ha generado que la~;personas que 
consumen o quieren consumir Cannabis estén sujetaS\a un riesgo 
mayor a ser víctimas de actos de violencia relacionados co'il las drogas 
y los grupos criminales. Por lo que deviene inconstitucional, pues no se 
favorece en todo tlempo la protección más amplia, de conformidad con 

O el artículo 1 º de la Constitución. 

íi. Generación de un mercado negro. 
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Como se señaló anteriormente, la política prohibicionista no es un faGtor 
que influya en el índice de personas que consumen Cannabis. Así las 
cosas, toda vez que la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, 
preparación, posesión y otras conductas relacionadas cbn el 
autoconsumo de Cannabis están prohibidas, los consuflíidpres de 
Cannabis se ven obligados a acercarse a los mercados,negrbs de la 
substancia, para satisfacer su deseo de consumir Ciinnabis. l::sto 
somete a los consumidores de Cannabis en elevado$ ri~gos a su 
integridad personal, salud y vida. 

Esto es, como la política prohibicionista no tiene ebefectc.) de disuadir 
del consumo de Cannabis, sí genera mercado negro;) con efectos 
nocivos para los consumidores y, en general, para la pgblación, tales 

como los siguient~:·11 .··· .. 
~\tlOS A{f.t . :" ., ·· 
. ~ t ,. 

o P ffavado por el Cannabis: "Un mercé}do negro es aquel en 
~ ~. ~ 

~J.ve(lden los productos, ilegalmerte, a un precio mayor 
rs f'fi.. • t '117 -

qlby¡,. ~1!6r:;c10 ope. 
~~;;-J,.~' "' 

o AS\íAAeJ.RIJ~~~~hformación. En el merca90 negr;~ los vendedores 
dél!~~~~\3fü~ 'narcomenudistas y cárt~les, ljo tienen ningún 
in~b11Wara informar de la calidad de 'su pr:~ducto. Lo que en 
muchas veces ocasiona que los co11sumi~ores compren y 
consuman Cannabis de baja calidad, adúlteraªª y que, inclusive, 
puede ser dañina para la salud. , 

--~ 
•r 

Riesgo a ser privado de la libertad. El ejercicio d.e la ~utonomía personal 
y la disposición sobre el cuerpo propio medial"l~e el consumo de 
Cannabis puede conducir a ser víctima de la f>olítica Prohibicionista y 
ser sancionado por delitos a la salud. 

La prohibición de consumir una substancia no elim[na su uso. Lo único 
que hace la prohibición es orillar el mercado de r:nq.rihuana al mercado 
negro. En el mercado negro, cuando los productc:ttes tienen conflictos 

:'''"'>\ 
sobre el territorio de ventas, calidad del producto, fsobre el pago de los 
bienes, el sistema de justicia no está disponible p¡;¡ra solucionar tales 
problemas. Los consumidores no pueden reportar ª .. las autoridades la 
venta de marihuana adulterada o de mala calidad. Productores y 
consumidores de marihuana deben solucionar sus propios conflictos y 
suelen depender en la violencia para hacerlo. 

17 Microeconomía, Antonio Bassols Zaleta, Ed. Cenage Learning, 2010, lxtapaluca, Edo. de México, 
pág. 119. 
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Durante el periodo en que se ha extendido la "guerra contra las drog~~" 
se ha incrementado el índice de mortandad relacionado con pers:égUir 
el consumo y tráfico de Cannabis. , 

;;:/ 
-/ 

1 . 
Puede ser contra intuitivo que la prohibición no es una forn::ra siquiera 
remotamente efectiva para combatir el consumo, pero la/ evtdencias 
~mpJrica$ y la teoria económica acreditan que la prohij6Íción' genera 
mercado negro y que los mercados negros conducen I otros efectos 
adversos. j 

l ·.· 
Bajo el anterior orden de ideas, el análisis de E?féctos;ipositivos y 
negativos de la política prohibicionista debe llevar a 1J co11~iusión de que 
I~ pr?hibición. ~la siembra, posesión y .consumo d/ Can)1a~i~ ~o tiene 
nmgun benef1c10 y q~e, por lo contrario, genera ¡tma r:pulttphcrdad de 
perjuicios:d~ caráctenpersonal y social. No se ge,era ningún beneficio, 
pues ctrri~~e desprende de los de las pruebas ejtadís.iicas elaboradas 
por la ~il'~§ta Nacional de Adicciones 2011 y ffior egestudio empírico 
de la Fr:)nd~~ióri Beckley, la política prohibicioni~a no¡feduce el número 
de consumi&ores de Cannabis. .i'I :' 

~f ';~ 

Nuestri:taserto se confirma claramente de las sJgui~'tes observaciones 
de los i¡:tv~stigadores comisionados por la Fun~aci~~ Beckley: 

. 1 ' 
"Hay variaciones en el tiempo en los índices deffon~umo de cannabis 

_4', ·""'· 

entre países, pero esas variaciones no parecen ter~{; afectadas por la 
probabilidad de arresto o sanciones por uso o cariJidaeiJ sin importar cuan 
draconianas sean las medidas. -~, '.~ 
(. . .) ~· '~ 
Ha habido esfuerzos constantes para disuadir~el~so de cannabis, 

C'.'. 1-'0 

mediante la prohibición y de policía. Esfuerzos para!instrumentalizar la 
prohibición se han concentrado en el arresto de /p~ consumidores. En 
los países desarrollados, con grandes poblacione~ié& consumidores de 
cannabis, las sanciones penales Impuestas por pos$~ión y consumo son 
usualmente modestas, en comparación con las''l'f/ue sería posible 
implementar. Más aún, la probabilidad de ser arrest~fío por un incidente 
relacionado con el uso de cannabis es en rango o me,'!1or de uno por cada 
mil. El esfuerzo prohibicionista no ha tenido mucho ii'x.íto para disuadir el 
consumo." 

En el mismo sentido, el Informe de la Comisión $1obal de Políticas de 
Drogas, denominado "Guerra a las Drogas", de junio d~ 2011, llegó a la 
siguiente conclusión: 

"Los líderes políticos y las figuras públicas deberían tener el coraje de 
articular públicamente lo que muchos de ellos reconocen en privado: que 
la evidencia demuestra de manera abrumadora que las estrategias 
represivas no resolverán el problema de las drogas, y que la guerra a las 
drogas no ha sido y no puede ser ganada. Los gobiernos tienen el poder 

1· ·····- "'' - -·· 
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de llevar a cabo una combinación de políticas que sean apropiadas para ,]' 
sus propias situaciones, y manejar los problemas causados por lo$,: 
mercados de drogas y el uso de drogas de una manera que tenga 4n 
impacto mucho más positivo sobre el nivel del crimen relacionado ilsfJ 
como sobre los daños sociales y para la salud. '18 ·'' 

Insisto, aún bajo el riesgo de ser reiterativo que la política prgflib{tionista 
genera un mercado negro que propaga toda suerte de)'.larjfbs a los 
consumidores de Cannabis y a la población en generar/ y g°ue, entre 
otros perjuicios, se produce el riesgo incrementado de p~rdef la vida, o 

~ }¡ 

bien, de ser víctima de un delito, de perder la libertad/ o g;~ consumir 
·.'!f :¡f 

Cannabis adulterado. i! .i 
,ji: ¿:t 

En resumen, la política prohibicionista no cumple corte! tJ~cer requisito 
;-¡{ .irf 

del examen. de :s~~lJti?io de las normas. que rf trif en derechos 
!"""\ humanq,s';. J~.'.'l,&o.h1b1c1o~smo no es proporcional, t.ída 'f,ez que genera 
V mayor~1,ti~fl~los que beneficios para los pai;ficul~res y para la 

• i:!.' ~\l.!,~:;y""/<·!_:'.' ·,·. -:~§ _),:¡ 

soc1edap;;~~he,raL. J ,;t 
'"'"'··· . -~ -~;;_·::r~:' :_:? ~ ,~'' 
1;"'_. ~- "'\;·._ ·. -j/_ ;'· ·-, ' ' ' ;:,.: +-;f 

Así, la piC>hlbi6lém en la siembra, cultivo, preparaci,~n, dbsesión y demás 
1 :i - '•, ." ': :. '~ -~ :c<:,t 

conductasrelacionadas con el autoconsumo de ml!rihyana, previstas en 
; ;• _,_ ,"" ' ' ' ···:; 1; .. - '.1~ !Ji.-

los artículos 235; 237, 245, fracción 1, 247, últim,b p~rrafo y 248 de la 
"1_ • - • ·:-.' • __ ,_ •:_;, _tc;r 

Ley General de Salud, deviene en una inconstitu~ion,lidad, pues inhibe 
los derechos humanos a la autonomía, lil:Sre fclesarrollo de la 

~ !~~ 
personalidad, identidad personal y a no gozar d~~bu~na salud. 

-:~ ~ 

En primer lugar, la política prohibicionista no tien~unJ finalidad legítima, 
~'.-! 'éll 

pues proteger la salud de una persona contra:lsu~voluntad viola los 
derechos a la autonomía, libre desarrollo de la ~~rs~nalidad, identidad 

-, . ' :;:_;; ;¡;: 

personal y libertad individual. En segund~ Jugar, la política 
_;~}~ -~ 

/\ prohibicionista no es instrumental para preveniripo~ibles riesgos a la 
·,,j salud ni para combatir las adicciones, ya ~u~ el número. de 

consumidores de Cannabis ha aumentado en lo~; q1timos años y hay 
pruebas objetivas que muestran que el despenáfj2'r el consumo no 
generaría un aumento en el consumo de la mi~a. Finalmente, la 
política prohibicionista no es proporcional' toda ve~ ~ue suprime más 
allá de lo estrictamente necesario los derechos ré~tringidos; existen 

~"" 
alternativas menos restrictivas de los derechos humapos para proteger 
la salud de los consumidores, y porque los perjuicicli;¡ que genera la 
política pública son mayores a los beneficios que genef.~. 

"t; 

Por todo lo anteriormente expuesto, se debe concluir q~~; la sentencia 
viola en perjuicio del quejoso los principios de co'hgruencia y 

() exhaustividad. En consecuencia, es procedente revocar la sentencia de 
amparo impugnada, declarar que los artículos impugnados de la Ley 

18 Informe de la Comisión Global de Políticas de Drogas, "Guerra a las Drogas", Junio 2011, pág. 10. 
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General de Salud son inconstitucionales y se debe ordenar al Direc!©t 
Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustaqpfé'ls 
Químicas de la Comisión F'ederal para la Protecci.ón contra Ri,~$os 
Sanitarios que permita al quejoso sembrar, cultivar, preparar, ,poseer 
suficiente marihuana para su autoconsumo habitual y r~iteiado, 
excluyendo todo acto de comercio. ,/' 

\/ 

111. SOLICITUD DE REPRODUCCIÓN DIGITAL ~/'DE 
ACTUACIONES TRAMITADAS EN EL JUICIO DE AMPlRO! ¡¡ . 

LAS 

º'.''' ';' 

Se solicita a sus Se~orías, la autorización para el uso dJ~scáher portátil 
,~/! ~-

y/o cámara digital, por conducto de delegado de$ignaélo, para la 
obtención de la correspondiente reproducción d~fw las";actuaciones 
tramitadas en el recurso de revisión que ahora nos qftupal'.atendiendo a 
lo establecido e'fla Circl!lf~,~-~/2609, dej,7 de ma:flo d;'"2009, emitida 
por el Secretario Eje7ut1~~,l Pleno ai1 Cons10 d1' la Judicatura 
Federal. . . . J'\.r?;.j%1 ; , 

Apoya los anteri~ t~si~jf fJltentada por el F'ri{!r Tri~unal Colegiado 
en Materia Adnfil.il!istrativa.per Primer Circuito, coi1fsulta~le en el libro 17, 
tomo 11, corres¡:{Qn.diente1~Lrnes de abril de 201 ~en I~ página 1830, de 
la Gaceta del Sem,ai;t(if!O Judicial de la Fedefacióp, cuyo rubro es: 
;'REPRODUCCIÓN b'i# ·. CONSTAN'CIAS D~L atPEólENfE DIE 
AMPARO. LAS PARTES y sus AUTORIZADCJS PARA IMPONERSE 
DE LOS AUTOS, PUEDEN EMPLEAR CÁMARAs;,/l=OTOGRÁFICAS 
U OTROS MEDIOS ELECTRÓNICOS, SIN QQE D~BAN LIMITARSE 
A LOS PROVEÍDOS DEL ÓRGANQ JURISDICCIONAL 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 D~ AB(?.IL DE 2013)." 

' ·:-
'e. 

IV. SOLICITUD SOBRE EJERCICIO DE ).LA '!:FACULTAD DE 
ATRACCIÓN. , 

En atención al contenido del artículo 107, fraccióri Vllf;\segundo párrafo 
de la Constitución Política de los Estados , UrittJos Mexicanos, 
respetuosamente, se pone a consideración de ~Us Señorías. en uso 
de sus atribuciones. la presentación de la soliCitud de ejercicio de 
la facultad de atracción ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, para que sea este Máximo Tribunal quien conozca y 
resuelva en definitiva el presente recurso dé revisión, por 
considerar que el asunto reviste las caracteristicás de interes ·y 
trascendencia. 

O Al respecto, nuestro Máximo Tribunal fijó, en el siguiente criterio 
jurisprudencia!, los requisitos para ejercer dicha facultad a saber: 

~·- ,~--, "<-"' '•>,.<~~·-V-'•­

--
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~)(~ 

FACULTAD DE ATRACCIÓN. REQUISITOS PARA su EJER<¡Íc1q,lta 
facultad discrecional de atracción es el medio excepcional de'.bontrQl de 
la legalidad con rango constitucional con el que cuenta la Suprema torte 
de Justicia de la Nación para atraer asuntos que, en principf(), no spn de 
su competencia originaria, pero que revisten interés y trífscendi~ncia. 
Ahora bien, con el objeto de establecer un criterio que,foistem$itice y 
defina hacia el futuro el marco en el que debe ejercerse fjicha f~¡;ultad, 
y tomando en cuenta que pueden distinguirse elementí:Js de ~arácter 
cualitf1tivo y cuantitativo para determinar si se actualiza ~¡no su (jjercicio, 
se:&s'tiJ7;1,.c1 necesarieiutilizar los conceptos "interés" e "irr:;portanql?" como 
no~~ tivas a la naturaleza intrínseca del caso, tan}o jurídt¿ja como 
extf~j ·. a, para referirse al aspecto cualitativo, y res~rvar et;'#oncepto 
''tr$ eilCia" para el aspecto cuantit~tiv_o, par~. asf.~eflejar es car~ct:r 
exq,e .. . . ..• na/ o novedoso que entranara la fi1ac199 de ~f¡ cnteno 
estdct@lente jurídico. Además, la trascendencia ~'se de(.!Va de la 
cornpie]idad sistémica que presentan algunos . asunto~· por su 
int/jrdfipendéncia jurídica o procesal; esto es, aquellos 'jue están 
rel;RCiq'ftádps e;ntre sí de tal forma que se torna nece;saria u/ja solución 
quf! ~~['?nda a las consecuencias jurídicas de todos .y cada l{~O de ellos. 
As!, para ejercer la facultad establecida en el artículp 107, fi$lcciones V, 
inciso d), segundo párrafo, y VIII, inciso b), segundo Páirafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos tMexica/jos, deben 
acreditarse, conjuntamente, los siguientes requisitds: 1) qu~ a juicio de 
este Alto Tribunal, la naturaleza intrínseca del ca~o perm!ta que éste 
revista un interés superlativo reflejado en la graveda,r;J del teí!}¡a, es decir, 
en la posible afectación o alteración de valores sodfáles, p(Jlíticos o, en 
general, de convivencia, bienestar o estabilidad d.'31 Estai<:i mexicano 
relacionados con la administración o impartición dé}justici~r y 2) que el 
caso revista un carácter trascendente reflejado en lo e>é_cepcional o 
novedoso que entrañaría la fijación de un criterio jVtídico ~{ascendente 
para casos futuros o la complejidad sistémica de los;mismó~, también a 
juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. \: $ 

i:' \'.'; 

Tesis de jurisprudencia 2712008. Aprobada por la Pri(riera $ala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de marzo de doifjnif od.ho." 

"" ""- ·~ 
-~;: '~ 

Por lo tanto, en un asunto de gran interés y trastendencia para el 
orden jurídico de nuestro país y la revisión con$titÜcional de las 
políticas publicas que aaoptañ los Podérés Ejécutívo v LéQislativo 
de la Unión en materia de salud. en lo tocante al tonsumo lúdico 
de la cannabis, es necesario que ese Tribunal Coleq~ado solicite a 
nuestro Máximo Tribunal ejerza su facultad de atratción, para el 
conocimiento y resolución del presente asunto, pues con ello, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación generará la jurisprudencia 
necesaria para la resolución de asuntos posteriores. 
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Por lo antes expuesto y fundado a ustedes CC. MAGISTRADO~fDEL 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIV~:ZDEL 
PRIMt:.R C1Reu1to EN TURNO, atentamente pido se sirvan:

2
¡f' ·· · 

. ;• .-x.~-

PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma .~1 presente 
escrito, señalando domicilio procesal para todos los efectofd~ ley. 

:ºt .:i'"c 

SEGUNDO.· Solicitar a la Suprema Corte de Justíciq,:;~e/ia Nación, 
ejerza la facultad de atracción para conocer y resolyer}é1 presente 
asunto. .1· ,,,,. • 

. ':'' 

TERCERO.· En su caso, y previo los trámites .tegal~s, revocar la 
sentencia recurrida y conceder al suscrito el Amparp y i;>rotección de la 
Justicia Federal, en los términos del presente escr~o. ' 

sitlxo NECESARIÓ ' 
fecha de pr#se~tación . 
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ASUNTO: Se interpone Revisión Adhesiva. 

ExpedientEji' . RiMER CiRGU!TO 
J,y¡:· 

_fi [J!ST~?CfO FE!)ERt1.L 
ANTECEDENTES: Relacionado con el 
recursojffi'e revisión promovido por la parte 
quejos~ en contra de la sentencia 
definit¡,\wa dictada por el C. Juez Primero de 
Distrito en Materia Administrativa en la 
Ciud¡d de México. Juicio de amparo 
núrntro romovido por-

.-:::<· 
M~~ico, DF, a 30 de mayo de 2014. 

:-:<~±~.' 
~'.-~-i~·-·. 

:'~-~" 

en Materi~t 
dministrativa del Primer Circuito. ;§f 

-,·f:· •. 

PRESENTE c.;; 
:i:;,] 

;¡if •.• 
Ana Lucia Tlahuech Rivera, Subdireé;%(a de Recursos Administrativos de la 
Coordinación General de Asuntos Jurídico~!vtPerechos Humanos de la Secretaría de 
Salud, eq_ representación de las autc:i/iic;l,ád señalada como responsable C. 
President\ de los Estados Unidos Mex~~~bos, con las facultades que me confiere 
el · ículo 11 Bis, fracción XXXI, del Regl@rnento Interior de la Secretaría de Salud, 
p " ¡:1 Diario Oficial de la Federai?íón el 19 de enero de 2004 y su reforma 
p , ' •. n. dicho medio informativo oficia.fff el día 02 de febrero de 2010, en relación 
co a .... " Tercero, fracción XIV, nume~~I 5, del "ACUERDO General por el que se 

es-. e_c·e·: ~f.· ... ~.,reglas a que se sujetará la, re~.: ... -.· •. · .... resentac!ón del Presidente de los Estados 
Urñdl.l¡! . anos, en todos los tram1J¡es previstos en la Ley de Amparo, 
Re~a ·'

1 
· i de los artículos 103 y 107 ~e la Constitución Política de los Estados 

U~ ~~icanos.", publicado en el Diario Oficial de la Federación el 06 de febrero de 
2~~~ e usted, con el debido respeto com~:a.rezco para exponer: 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 82, 94 y demás relativos y aplicables 
de la Ley de Amparo, vengo a interponer Revisión Adhesiva al medio de 
impugnación promovido por la empresa quejosa en contra de la sentencia definitiva 
dictada por el C. Juez Decimoprimero de Distrito en Materia Administrativa en el 
Distrito Federal, en la que se determinó negar el amparo y protección de la Justicia 
dela Unión al impetrante de garantías, manifestándose para tal efecto lo siguiente . 

. _ .. _. ____ :_ ~-~---·[ --- ·-- ·=·=··=-=-·='·-:·-=·=--=···=·-=·=--=··-=···=:···=--=-=·=···===-~----". ···~~~~==~==~~-... _-__ -_-_-_-__ -.. -.-_ ------· 
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Coordínadón General de Asuntos Jurídicos 
y Derechos Humanos 

Dirección Contenciosa 

PROCEDENCIA DEL RECURSO 

Si se toman en consideración los requisitos previstos por 82 y 94 de la Ley de Amparo 
establecidos en relación con el presente medio de impugnación, se concluye que el 
recurso de revisión adhesiva procede atendiendo a los siguientes requisitos. 

a} Puede ser promovido por la parte que obtuvo resolución favo~able en el juicio · 
de amparo. 

b} La promovente se adhiere a la revisión interpuesta por otra de las partes en 
contra de la sentencia definitiva dictada en el juicio de amparo de que se trate. 

e} Se promueve dentro del plazo de cinco días, contadós a partir del día siguiente 
a aquél en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, esto es, 
se contabilizan dichos días a partir de que el tribunal Colegiado correspondiente \ 
notifica la admisión del recurso de revisión. 

d} Se deben expresar los agravios correspondientes. 

Lo anterior encuentra sustento en la Tesis XIV.2o .. 39 K, de la Novena Época, Instancia 
Segundo tribunal Colegiado del Decimocuarto Circuito, fuente Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Tomo XIII, Enero de 2001, Materia común, página 1784, 
cuyo rubro es: REVISIÓN ADHESIVA. EL PLAZO PARA PROMOVERLA ES EL DE CINCO DÍAS 
SIGUIENTES AL EN QUE SURTA SUS EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA ADMISIÓN DEL 
RECURSO DE REVISIÓN. 

"i:o-

En el caso en particular interpuso recurso de riS~isión ~·G;.QQ;tra 
de la sen~encia d,efinitiva reta a en e. ~urcro de.amp~ro citado .~I ru'¡:?'ji, en ~e1f~I se 
sobreseyo y nego el amparo y proteccron de la ¡ustrcra de la unron, pc:Jt lo q etesulta 
evidente que mi representado obtuvo sentencia favorable, cubriéndose po aírto los 
requisitos señalados en los incisos a) y b) que anteceden. 

Asimismo, es de señalar que se notificó ~o el pasado 24 · ... :v~ cjel 
2016, el oficio No. - dictado en el__.. el cual contiene ~ffb el 
auto de 23 del mismo mes y año, en el cual se admitió a trámite el recurso de revisión .. ,.,-
promovido por el referido quejoso en contra de la sentencia definitiva dictada en el 
juicio de amparo en comento, por lo que el término para interponer el presente 
recurso de revisión adhesiva corren del 25 al 31 de mayo del año en curso, 
descontando de ellos los días 28 y 29 por ser inhábiles, por lo que se cubre el requisito 
señalado en la fracción e) que antecede. 

Finalmente por lo que respecto al inciso d), es de mencionar que los respectivos 

Guadalajar<1, No. 46, 4' Pi~o. Colonia Rorna. Deleg. Cuauhtérnoc, C.P. 06700. ~.1exico, D.F. 
Te!.: (SS) 5062 1600 w1,vw.cgajdh.salud.gob.rnx/ 
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Coordinación General de Asuntos Jurídicos 
y Derechos Humanos 

D!rección Contencíosa 

agravios se manifestaran en líneas posteriores. Por IO:jterior, es de concluir que el 
presente medio de impugnación es procedente y d~ptf ser admitido por sus Señorías 
al estar promovido en tiempo y forma de conformiqª''á con los requisitos establecidos 
en la Ley de Amparo vigente, aplicable al presente;~:~nto. 

::,x_d~ 
Previo a la expresión de agravios correspondiente~ y atendiendo a la prelación lógica 
que establece el artículo 9 3 de la Ley de Ampa~o;;#'igente, me permito hacer valer ante 
esa Superioridad las causales de improcedenci~).q.Ue se actualizan en el presente juicio 
de garantías, misma que se expone a continuapipn: 

:-2~::;.t ¡ 

PRIMERO. Respecto del artículo 479 de l<t·;~~y General de Salud, se destaca a su 
Señoría que procede dictar el sobreseimieri~;~Jen el presente juicio, con fundamento 
en el artículo 63, fracción V, de la Ley ¡d~! Amparo, al actualizarse la causal de 
improcedencia prevista en el artículo 61, fr'.~.~fión XII y XXIII, en relación con el artículo 
5, fracción 1, y 107, fracción 1, todos del dr,q~namiento legal citado con anterioridad. 
En efecto, tales disposiciones normativas ~itablecen lo siguiente: 

tSi~ 
Artículo So. Son partes en el juicio de aiffi!ifi.ro: 
l. El quejoso, teniendo tal carácter quien!'f!'fjuce ser titular de un derecho subjetivo o 
de un interés legítimo individua/ o coledtffe'ii'. siempre que alegue que la norma, acto 
u omisión reclamados violan los derechdsf previstos en el artículo 1 o de la presente 
Ley,y con ello se produzca una afectaci~f')real y actual a su esfera jurídica, ya sea 
de rAhnera directa o en virtud de su esperii~l situación frente al orden jurídico. 

ilt>'c, El int:rés sfmple, en ninp_ún cas~, poNtii i~~ocarse como interés legítimo. La 
~ ~ atJ,tondad publica no podra invocar mteret!~g1t1mo. 

l~
ll' El juicio de amparo podrá promoverse ·.conjuntamente por dos o más quejosos 

4 · cl!iJ~o resientan una afectación comúri.,._én sus derechos o intereses, aun en el 
•• súpu .. esto. de que dicha afectación derive ae·· .. · actos distintos, si éstos les causan un 

. perjuicip.:análogo y provienen de las mismd~·;autoridades. 
"' f"F.11:\\,~illl'ise de actos o resoluciones P,¡;ovenientes de tribunales judiciales, 
~\. \,\l\.'gt/mir.{ff_tativos, agrarios o del trabajo, el q~ejoso deberá aducir ser titular de un 

1\ 11c;\ .. '?-,~~ .. 'ti. }jo subjetivo que se afecte de manera pe .... rsonal y directa; 
~\1~1v. ~\I · , : 
& \,\i_\,~~tículo 61. El juicio de amparo es improcedente: 

(...) ' 

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del 
quejoso, en los términos establecidos en la fracción / del artículo So de la presente 
Ley, y contra normas generales que requieran de un. acto de aplicación 
posterior al inicio de su vigencia; 
(. . .) 

XXIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o de esta Ley. 
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Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando: 
(...) 

V. Durante el juicio se advierta o sobrevenga alguna de las causales de 
improcedencia a que se refiere el capítulo anterior. 

Artículo 107. El amparo indirecto procede: 
l. Contra normas generales que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer 
acto de su aplicación causen perjuicio al quejoso. 
(. .. ) 
(El énfasis es propio) 

De la transcripción anterior se obtiene que el legislador hizo la distinción para la 
improcedencia del juicio de amparo por falta de interés jurídico de la parte quejosa, 
entre aquellas normas generales que causan perjuicio por su sola entrada en vigor y 
aquellas que para que entrañen una afectación en la esfera de derechos del \ 
gobernado, requieran irreductiblemente de un acto posterior de aplicación. 

Además, los artículos transcritos evidencian dos supuestos de procedencia del juicio 
de amparo indirecto cuando el acto reclamado consiste en leyes, reglamentos, 
decretos o acuerdos de observancia general, a saber: que la disposición relativa se 
reclama a partir de su entrada en vigor; o bien que se reclame con motivo del primer 
acto de aplicación, siempre y cuando en ambos casos se irrogue perjuicio al quejoso. ,. 

En el .primer supuesto, cuando ,se reclama la dis~osi~ión normativa ~~f;u s.ol'!'lnt~ada 
en vigor, esto es, en su caracter de autoaphcat1va, para acred1t1j:,r.f el mtilJes¡gque 
permita reclamar tal acto, el quejoso debe demostrar que se ubica e~la hip<StsT~ de 
la norma reclamada, es decir, que obligue a hacer o dejar de hacer una dteerminada 
conducta, lo cual le i'.rogaría un perjuicio, sin que sea necesario un acto 9·~ )lic. ación 
por parte de la autoridad. 1 .. · .. • · 

·~\~1.·· .. ·',. 
Para precisar la manera en que se han de distinguir las disposiciones que po.¡¡.~·ú~Zsola 
vigencia causan perjuicio (autoaplicativas), así como aquellas que para actualizar el 
perjuicio requieren de un acto concreto de aplicación (heteroaplicativas), es 
conveniente transcribir el contenido de la tesis de Jurisprudencia número P./J. 55/97, .._,. 
emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el 
registro 198200 del IUS y en la página 5, del Tomo VI, julio de 1997, del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, que establece: 

LEYES AUTOAPLICATIVAS Y HETEROAPLICATIVAS. DISTINCIÓN BASADA 
EN EL CONCEPTO DE INDIVIDUALIZACIÓN INCONDICIONADA. Para distinguir 
las leyes autoaplicativas de las heteroaplicativas conviene acudir al concepto de 
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individualización incondicionada de las mismas, consq~~~ncial a las normas que 
admiten la procedencia del juicio de amparo desde el h;llfmento que entran en vigor, 
ya que se trata de disposiciones que, acorde con é(ii¡(¡"perativo en ellas contenido, 
vinculan al gobernado a su cumplimiento desde e/iflÍ.ifJó de su vigencia, en virtud de 
que crean, transforman o extinguen situaciones ~onWetas de derecho. El concepto 
de individualización constituye un elemento de re'fen~ncia objetivo para determinar 
la procedencia del juicio constitucional, porqu~ :¡:{érmite conocer, en cada caso 
concreto, si los efectos de la disposición legq(:i;'.impugnada ocurren en forma 
condicionada o incondicionada; así, la condició1f¿(fnsiste en la realización del acto 
necesario para que la ley adquiera individuai~:~,ción, que bien puede revestir el 
carácter de administrativo o jurisdiccional, e ·.!;rtduso comprende al acto jurídico 
emanado de la voluntad del propio particular y'g{thecho jurídico, ajeno a la voluntad 
humana, que lo sitúan dentro de la hipótesi~i{~gal. De esta manera, cuando las 
obligaciones derivadas de la ley nacen con ellafi]iisma, independientemente de que 
no se actualice condición alguna, se estará en:?p[esencia de una ley autoaplicativa o 
de individualización incondicionada; en cambi'2l;i·cuando las obligaciones de hacer o 
de no hacer que impone la ley, no surgen en.fªPrnª automática con su sola entrada 
en vigor, sino que se requiere para actuali:cif,)el perjuicio de un acto diverso que 
condicione su aplicación, se tratará de l1Ó!ci: disposición heteroaplicativa o de 
individualización condicionada, pues la aplici:{Q;ón jurídica o material de la norma, en 
un caso concreto, se halla sometida a la realílliCión de ese evento. 

. ·._:tP:~:.-, 
Conforme al criterio jurispru9encial indica9,&i'; para distinguir cuándo se está en 
presencia d'e normas autoaplicativas o heterg~plicativas, conviene acudir al concepto 

d .. div·.1.dualizac!ó .. n i~c?,ndi~ionada, que atieq'cl··.;···e···· a la ,manera en que _se producen los 
e~~s. de la d1spos1c1on impugnada, ya segy,que estos se actualicen de manera 

in~ .•. , t'.· o b. ie_n g~~ para hacerlo se requiera.d·;···e···.•· ... ªlgún acto o evento (condición) que 
or~f la'tl'.í:~alizac1on de la norma. . •:e ,,,#J . . .:.: .. 
Pm:~o r.~~1\\~ concluye, que cuando se reclama la ley por considerarla como 
~~u~lt'.RS~es n~c;esario demostrar que los ¡;fectos de la disposición impu~nada 
1rr1R-~hla"~fectac1on en la esfera de derechos del gobernado que se actualiza de 
m ~ediata a partir de su entrada en vigor. Consecuentemente, si la norma en 
cu ~· prevé alguna carga u obligación para el párticular, pero el nacimiento de esa 
carga u obligación depende de alguna condición prevista en la ley, es claro que se está 
en presencia de una norma heteroaplicativa. 

En el caso, la parte quejosa reclama el artículo 479 de la Ley General de Salud, en su 
carácter de heteroaplicativo, pues considera que con la emisión del oficio No. 

, signado por el Comisionado de Autorización Sanitaria de la 
Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios, se aplicó el aludido 
ordenamiento legal, irrogándole perjuicio en la esfera de sus derechos humanos. 
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Sin embargo, en primer lugar, no debe pasar desapercibido que dicha disposición legal 
tildada de inconstitucionalidad, no vincula al accionante de garantías a su 
cumplimiento desde el inicio de su vigencia ya que no crea, transforma o 
extingue la situación concreta de derecho del quejoso, aunado de que requieren 
de la actualización de una condición, por lo que es permisible afirmar que el acto 
admitido por mi representada, tiene el carácter de heteroaplicativo, sin que a la fecha 
exista un acto concreto de aplicación. 

Esto es así ya que para determinar la aplicación de lo dispuesto por los preceptos 
normativos en cita, resulta indispensable que la parte quejosa acreditara que 
consume personalmente cannabis sativa, indica o mariguana, lo que deja de acreditar 
con prueba alguna permitida por la Ley de la materia. 

Sin que pase por inadvertido que la impetrante de garantías exhibió copia simple del 
oficio no obstante en dicho documento no se aplicó el 
artículo 479 de la Ley General de Salud, lo cierto es que de la propia documental 
que exhibe la accionante de garantías en su escrito inicial de demanda, se advierte 
que no se le está aplicando en su perjuicio dicho ordenamiento legal impugnado. 

De lo que se colige, que dicho ordenamiento legal no afecta la esfera jurídica de la 
parte quejosa, debiéndose sobreseer en el juicio por el artículo 479 de la Ley General 
de Salud, al dejarse de acreditar plenamente el acto de aplicación de la norma, 
o bien, que el accionante sea consumidor de dicho estupefaciente. CorropO'ra 
lo manife~tado en las l[neas que ante~ed~n: la tesis número _11.3~.C.3 ~¡~emitid~~el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, co1sultablf ~el 
registro 191475 del IUS y en la página 1205, del ton:io XII, agosto: de, p~q;~\'f!el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, que indka: ' · '".\i~~ 

QZ.WiC - Ct:SL 

.... , -

LEY HETEROAPLICATIVA. IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE GAR 
ANTE JUEZ DE DISTRITO, SI NO EXISTE EL ACTO DE APLICACIÓN. En eÍ 
de amparo existen dos vertientes para establecer el momento oportuno 
reclamar la inconstitucionalidad de una ley; primero, cuando se trata de µna ley 
autoaplicativa y segundo, cuando se refiere a una ley heteroaplicativa. Para 
distinguir el instante en que una u otra pueden ser impugnadas se debe atender al 
concepto de individualización incondicionada, esto es, determinar si los efectos de 
la disposición legal reclamada ocurren en forma condicionada o incondicionada. La 
condición consiste en la realización del acto necesario para que la ley adquiera 
individualización. De esta forma, cuando las obligaciones derivadas de la ley nacen 
con ella misma, independientemente de que no se actualiza condición alguna, se 
está en presencia de una ley autoaplicativa o de individualización incondicionada; 
en cambio, cuando las obligaciones que impone la ley no surgen en forma 
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automática (con su sola entrada en vigor), sino que ~IOli.~~quiere para actualizar el 
perjuicio de un acto diverso que condicione su apli~aq/ón, se está frente a una 
disposición heteroaplicativa o de indiViql¡alización condicionada. 
Consecuentemente, si no existe el hecho que act11qli.,e la condición para que una 
ley heteroaplicativa sea reclamable mediante e!,l,juf cio de amparo indirecto, es 
evidente su improcedencia. ' 'C' 

.~:~;I, ,/;~-
Segundo En relación con los artículos 234, 235~;ii?37, 245, 247, 248 y 368, todos de 
la Ley General de Salud, es improcedente cofl~;il!der el amparo y protección de la 
justicia de la Unión, en virtud de que el otorgami.~-~to implicaría múltiples violaciones a 
los derechos de la sociedad general, así com()1;-~ diversos ordenamientos legales. Lo 
anterior de conformidad con el artículo 61, fr#\fción XXIII, en relación con el diverso 
77, ambos de la Ley de Amparo, 1, 4, 15, 76, t~'íicción 1, 89, fracción X, 133, todos de 
la Constitución Política de los Estados Uni~bs Mexicanos, y su concesión sería 
nugatoria para al quejoso ante la inexistente'l!~ una plataforma política integral para 
autorizar el uso de marihuana con fines lúdicc}~ftal y como a continuación se acredita . 

. ¿,., 

~ -.. : Jil~ 
l. Por una parte los ordenamientos legalés}:lintes citados establecen a la letra lo 
siguiente: :¡;, 

Artículo lo. En los Estados Unidos Mexicaqiif!? todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta C onsJtfilción y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte, así ~qfho de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspffi¡¡'derse, salvo en los casos y bajo las 

,5 A(; condicLer,ies que esta Constitución establece. <''it'' 
. ~~e> Párrafo'reformado DOF 10-06-2011 :1.. : 

~as normas relativas a los derechos humanos se:iih~erpretarán de conformidad con esta 
~onstitución y con los tratados internacionale~ tje la materia favoreciendo en todo 

·. ,,, ,J,i~¡po a l~s personas la protección más amplia .. ~.. · 
f.íf; ,IJ!Par fo ad1c1onado DOF 10-06-2011 '?• 

~~ Todá ,:/as autoridades, en el ámbito de sus cÍ:iÍ;npetencias, tienen la obligación de 
'. P,romf1Y.ec, respetar, proteger y garantizar los der~chos humanos de conformidad con 
. COLEGiWJ:fi¡lllñcipios de universalidad, interdependenciai:- indivisibilidad y progresividad. En 
ISTRATfWrfJ[CUencia, el Estado deberá prevenir, investigar,~?ancionar y reparar las violaciones 
· RCUl·Tre los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
1 \Párrafo adicionado DOF 10-06-2011 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del 
extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad 
y la protección de las leyes. 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, 
la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra 
la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades 
de las personas. 
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Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y 
el desarrollo de la familia. 
Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el 
número y el espaciamiento de sus hijos. 
Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El 
Estado lo garantizará. 
Párrafo adicionado DOF 13-10-2011 
Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y 
modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la 
Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo 
que dispone la fracción XVI del artículo 7 3 de esta Constitución. 
Párrafo adicionado DOF 03-02-1983 
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. 
El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental 
generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. 
Párrafo adicionado DOF 2 8-06-19 9 9. Reformado DOF 08-02-2012 
Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para 
consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El 
Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para 
el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la 
participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la 
participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines. 
Párrafo adicionado DOF 08-02-2012 
Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá 
los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. 
Párrafo adicionado DOF 07-02-1983 
Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su . 
nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La 1autorida¡;/:'" 
competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta· de regisÚ:(J 
de nacimiento. 
Párrafo adicionado DOF 17-06-2014 · i '· . 
En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con ~I · incipio 
del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. s niños 
y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de aliment!i!i.',- "iffld: 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio df!,9!if¡¡¡m.iqr 
el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas diíigi81K

0
cfila 

niñez. . f 
Párrafo adicionado DOF 18-03-1980. Reformado DOF 07-04-2000, 12-10-2011 
Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el 
cumplimiento de estos derechos y principios. 
Párrafo adicionado DOF 07-04-2000. Reformado DOF 12-10-2011 
El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento 
de los derechos de la niñez. 
Párrafo adicionado DOF 07-04-2000. Fe de erratas al párrafo DOF 12-04-2000 
Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios 
que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El 
Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la 
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,l 
diversidad cultural en todas sus manifesticiones y expresiones con pleno respeto a la 
libertad creativa. La ley establecerá losJnecanismos para el acceso y participación a 
cualquier manifestación cultural. . J 
Párrafo adicionado DOF 30-04-2009 Ji/ 
Toda persona tiene derecho a la culttliá física y a la práctica del deporte. Corresponde 
al Estado su promoción, fomento y estifm('ilo conforme a las leyes en la materia. 
Párrafo adicionado DOF 12-10-201J!a ' 
Artículo reformado DOF 31-12-197~~ , 
Refo.rma DOF 14-08-2001: Derog¡f;*d'~} artículo el entonces párrafo primero (antes 
ad1c1onado por DOF 28-01-19 9 2) /'J; ' 

Artículo 15. No se autoriza la cel~tr~ción de tratados para la extradición de reos 
políticos, ni para la de aquellos delj¡ficJentes del orden común que hayan tenido en el 
país donde cometieron el delito, la .~9nWción de esclavos; ni de convenios o tratados en 
virtud de los que se alteren los derf~h'?? humanos reconocidos por esta Constitución y 
en los tratados internacionales de l/!i~ q¡;e el Estado Mexicano sea parte. 

~~~:?~ :\'. 
Artículo 76. Son facultades exclusiJ¡jf¡;sll.el Senado: 
l. Analizar la política exterior ~~~·Í:rollada por el Ejecutivo Federal con base en los 
informes anuales que el President~. '@e la República y el Secretario del Despacho 
correspondiente rindan al Congreso!;!_H,.. 
Además, aprobar los tratados intaff'lácionales y convenciones diplomáticas que el 
Ejecutivo Federal suscriba, así coni'@''!su decisión de terminar, denunciar, suspender, 
modificar, enmendar, retirar reservli/~Y·\/ formular declaraciones interpretativas sobre 
los mismos· ~l·l<e, 

' '.~8 
Fracción reformada DOF 06-12-19TZ;~J2-02-2007 

JS "'~-'>~rtículo ~9. Las facultades y obligacio,~s del Presidente, son las siguientes: 
'f¡(irrafo reformado DOF 10-08-1987)2,:,5-10-1993, 12-02-2007 
~ ·~ 

. , Dirigir la política exterior y celebr@r tratados internacionales, así como terminar, 
J- ;¡¡/denÚ~dar, suspender, modificar, enmedftpr, retirar reservas y formular declaraciones 
~ interpr(!tativas sobre los mismos, someti(éndolos a la aprobación del Senado. En la 

1 COLEffflffi&~ión. de tal política, el titular del, Poder Ejecutivo observará los siguientes 
· .,1?hnc1tJ.1os normativos: la autodeterminac'ión de los pueblos; la no intervención; la 
!ISTRAl~MA.ilJtln pacífica de controversias; la prosdipción de la amenaza o el uso de la fuerza 
:IRCUITan las relaciones internacionales; la igualdciiljurídica de los Estados; la cooperación 

internacional para el desarrollo; el respeto, la protección y promoción de los derechos 
humanos y la lucha por la paz y la seguridad intérracionales; 
Fracción reformada DOF 11-05-1988, 12-02-2007, 10-06-2011 

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella 
y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren 
por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de 
toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y 
tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las 
Constituciones o leyes de los Estados. 
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De los anteriores ordenamientos legales se advierte lo siguiente: 

' 
./' Que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la 
Constitución establece; 
./' Que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con la Constitución y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia; 
./' Que toda persona tiene derecho a la protección de la salud; 
./' Que es facultad exclusiva del Senado, entre otras, aprobar los tratados 
internacionales y convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal suscriba, así 
como su decisión de terminar, denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar 
reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos; 
./' Que es facultad y obligación del Presidente de la República, entre otros, dirigir 
la política exterior y celebrar tratados internacionales, así como terminar, denunciar, 
suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones 
interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a la aprobación del Senado . 
./' Que en la conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo observa,¡:~ los 
siguientes principios normativos: .t7 .,~ 

o Autodeterminación de los pueblos; " ·"· :~~ 
o No intervención; l" ..... · ... \~ 
o Solución pacífica de controversias; 1 / . ''"~~ 
o :roscrip~ión de la amenaza o el uso de la fuerza en '~'t· .. . ~r.trl~~R~.~s 

mternac1onales· iL · · "1,N 
o Igualdad jurídic~ de los Estados; '!'. · Tf¡fo, ADl/A¡ 
o Cooperación internacional para el desarrollo; p;1!f'11Eíl . 
o Respeto, protección y promoción de los derechos humanos; y, 
o Lucha por la paz y la seguridad internacionales; ~ 

./' Que la Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y 
todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren 
por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de 
toda la Unión . 
./' Que los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y 
tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las 
Constituciones o leyes de los Estados. 
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if 
. ·'" '-f:.-

2. El accionante de garantías solicita el amparo y prot€tEción de la Justicia de la Unión, 
específicamente con el objetivo de que se ordene,fk la Comisión Federal para la 
Protección Contra Riesgos Sanitarios, que deje 'dé observar el contenido de los 
artículos 234, 235, 237, 245, 247, 248 y 368, toci@ts de la Ley General de Salud, y se 
le autorice el consumo individual del estupefa,íiente cannabis sativa (indica y 
americana o mariguana, s.u resina, preparados,:y/semillas) así como el psicotrópico 
THC (tetrahidrocannabinol, los isómeros 86a (·~1~), 86a (7), 87, LIS, 89 (11), y sus 
variantes estereoquímicas, conjuntamente "ma9liuana o cannabis", específicamente 
para siembra, cultivo, cosecha, preparación, aqfíidicionamiento, posesión, transporte 
en cualquier forma, empleo, uso, consumo y eofgeneral, todo acto relacionado con el 
consumo lúdico u personal de marihuana. ~i 

"' ;·~ 

3. Los artículos 61, fracción XXIII y 77, am~~~ de la Ley de Amparo, establecen a la 
letra lo siguiente: ;Jlf 

,;:::~~: 
Artículo 61. El juicio de amparo es improcec;l~¡jite: 

,t:;t{· 
XXIII. En los demás casos en que la impro~~Wencia resulte de alguna disposición de la 
Constitución Política de los Estados Unidos(t;f~xicanos, o de esta ley . 

. -;:.;¡,.,: 

[.\~~;-
Artículo 77. Los efectos de la concesión deli{'.[l;nparo serán: 

~~.&- Cuando ~I acto reclamado sea de carácJ~b~negativo o implique una omisión, obligar a 
.,.,. · autoridad responsable a respetar el derif~ho de que se trate y a cumplir lo que el 
-í .. cc'•;_jf-

mO ex1¡a. <·.:> 
ílel último considerando de la sentencia q~ .. :. conceda el amparo, el juzgador deberá 

,. .' terminar con precisión los efectos del ri:í(!¡mo, especificando las medidas que las 
;J wautoridades o particulares deban adoptar pa"i:l;¡. asegurar su estricto cumplimiento y la 
·' restitución del quejoso en el goce del derecho. ·11¡ 
1 co . '· . LEGIAOG r l . 

. ' )io 

D~ [Q u'é s-e colige que el amparo es impil?cedente cuando resulte de alguna ' 1STRA~Vll D~ ... "' 
digB~i ón de la Constitución Política de los Est~dos Unidos Mexicanos, o de la ley, y 
que en caso de que el efecto de la concesión del ~:(Tlparo, se trate respecto de un acto 
de carácter negativo, como en el caso en particulah, el juzgado deberá determinar con 
precisión los efectos del mismo, obligando a la autd~idad a respetar el derecho de que 
se trate, en el caso en análisis, a decir del quejos'b, sería el libre desarrollo de su 
personalidad. 

Sin que pase por inadvertido, que en la exposición de motivos de la Ley de Amparo 
vigente, se dejó claro que un presupuesto básico de la democracia es la dignidad de la 
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persona humana, racional y libre, garantizada a través de un catálogo de derechos, 
valores y principios, en el cual se estableció: 

En ese sentido, el juicio de amparo tiene por objeto específico hacer real y eficaz la 
auto/imitación del ejercicio de la autoridad por parte de los órganos del Estado. 
Un presupuesto básico de la democracia es la dignidad de la persona humana, racional 
y libre, garantizada a través de un catálogo de derechos, valores y principios tales 
como la libertad, igualdad y pluralidad, que estén reconocidos en una Constitución o 
Norma Fundamental, los cuales deben ser garantizados y protegidos ante su 
desconocimiento a través de los instrumentos jurisdiccionales que la propia 
Constitución prevea. 

Es en ese sentido de que mediante el juicio de amparo se protegerán de manera 
directa, además de garantías que actualmente prevé nuestra Constitución, los 
derechos humanos reconocidos por ésta así como por los tratados internacionales de 
los que e.1 Estado Mexicano sea parte." 

4. Que actualmente la política pública en relación con el consumo lúdico de marihuana 
se encuentra prohibida e incluso tipificada como delito, su adquisición, 
comercialización u obtención por cualquier vía de la citada droga. Lo anterior, es así ya 
que tanto en la Ley General de Salud, como en el Código Penal Federal, prevalecen 
otras infracciones administrativas y penales que necesariamente tendrían que 
cometerse para que en el caso que nos ocupa, el amparo pueda surtir efectos, pues 
no existe hoy día una autorización para poseer drogas como la ¡;:pnnabis·, en 
cantidades mínimas y necesarias para el consumo personal e inmediattf PséJlp R'-(ede 
concluirse que implícitamente se tolera o permite la adquisición ilícita del prodl.láo a . -..:; 

consumir (artículos 192, 477, 478 y 479, todos de la Ley General de Salud). / · 

En este entendido, resulta evidente que en el sistema penal vigente, lappÍes\§p de 
marihuana, aún en cantidades mínimas (hasta 5 gramos), sigue constit~~ó una 
conducta típica de delito, y que si bien, de acreditarse que el posEMf!or es 
farmacodependiente o consumidor, el Ministerio Público no ejercerá acción penal, ello 
sólo implica la existencia de una excluyente que debe probarse, pero de ninguna 
forma una autorización para consumir marihuana o para adquirir la misma o su •· 
semilla. 

Actualmente se encuentra prohibido el uso lúdico de marihuana, de conformidad con 
la Ley General de Salud, concretamente los artículos 234, 237, 245, 247, 248, 456, 
474, 478 y 479, y en particular, su posesión está sujeta a los límites estrictos de la 
cantidad (5 gr.) establecida en la tabla de orientación de dosis máximas de consumo 
personal e inmediato, prevista en el artículo 479 del aludido ordenamiento. 
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e· 

i~t· 
i!1/ 

Asimismo, dicha droga es regulada, entre otro~.Jbrdenamientos legales, en los 
si~ie~es: $ 
~ . Títu!os ~écimoi/e.xto y Déc!m~ Séptimo de la Ley 

General de Salud, relativos a autorizaciones Y1;W1g1lanc1a sanitaria; 
Código Penal ·W€deral, en sus artículos 84, fracción 

_!Xf:~ 

111, inciso c), y 90, fracción 11, inciso d), 194, J~9 S, y 19 5 bis, fracción 11; 
~ Ley Federal contra la Delincuencia Organiz.,a, artículo 2, fracción 1, y otros; 
~ Convención Única sobre Estupefacientes q~l961, enmendada por el Protocolo de 

1972; -~;-:;· 
~ Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas .c;!,~·l 971; 
~ Convención de las Naciones Unidas en cp'.ntra del Tráfico Ilícito de Estupefacientes 

y Sustancias Sicotrópicas de 1988. ~lt' 
~ NOM-028-SSA2-2009. Para la pre\i~r'ición, tratamiento y control de las 

;:,<:1:._" :: 
--[,:?']': 'l adicciones; 

Conclusión. 

-X~~ ,l~ 
'§'>:': 

.:;y;.-'~'; 

.. g-.:T 
Una concesión del amparo, acorde a lo ·~~trictamente solicitado por el quejoso, en 
nada le beneficiaria, pues podría implicar}~~\comisión de uno o más delitos, o cuando 
menos, la continuación de los efectos dé'$ª~1itos ya cometidos, así como violación a 
div~ ~denamientos legales administriJl!vos, e incluso internacionales. Ello, porque 
au ,;;~orice la siembra o cosecha ~e marihuana, la obtención de una semilla, 
qu i~dispensable para dichos proci;l~os, sigue constituyendo un ilícito. 

'(Jj¡ . ·,'$· 
En W.- ·es material y jurídicamente via)¡>le cumplir una ejecutoria de amparo, si el 
pres~ sto);i~c;e~rio para garantizar el cq'tisumo de marihuana, conlleva la comisión 
d "'ºAw!!ru.ci;1'r.!'\!:\ ¡¡:_ d . d J' . . 1 . e 3Yn YlüN/W·Jl!>B'f' f'arte e quienes ven ª"'~ suministren o entreguen por cua quier 
m~f?¡\~isffil.\«~•o su semilla a quien la co~~umirá; la posible comisión de delitos por 
pa~~tPr\\i~O~º acciona~te de garantías al ~~fibi_r !~ drog.~ ~ la se.milla necesaria para 
su ~~~Pn'l:lra y cosecha, e incluso, la eventual .<(~m1s1on de 1hc1tos diversos por parte de 
la autoridad que deba dar cumplimiento a la €j~cutoria de amparo . ., 

;:\ 
Ante las circunstancias expuestas, no es permisi'91e conceder el amparo al quejoso, ya 
que se insiste, el presupuesto necesario para que pudiese, en su caso, realizar los 
procesos para los que se solicita el amparo, derivados de la propia demanda de 
amparo, consistentes expresamente en sembrar, cultivar, cosechar, preparar, poseer 
y transportar marihuana, implicarían necesariamente la comisión previa de uno 
o más de los delitos previstos en normas punitivas no impugnadas de la Ley 
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General de Salud y del Código Penal Federal, esto es así ya que al día de hoy no 
se encuentra regulada la forma lícita para adquirir, importar ni acceder a la marihuana 
o a su semilla, y al no existir una regulación específica para uso con fines lúdicos o 
recreativos de marihuana, al permitir esta conducta, no se garantiza la protección 
de terceros, incluida el núcleo esencial de la sociedad mexicana, la familia. 

A mayOr abundamiento, sólo podría sembrarse, cultivarse y cosecharse marihuana, si . 
existe como presupuesto la obtención de una semilla de dicha planta, a la vez que 
sólo podría prepararse, poseerse o transportarse la misma, si existe como 
presupuesto la adquisición o importación de dicha droga, conductas que finalmente, 
siguen constituyendo ilícitos penales previstos en normas que no fueron impugnadas 
ni por tanto, materia de análisis en el presente juicio. 

Máxime que tampoco se solicitó a la autoridad sanitaria, autorización para adquirir o 
importar marihuana, ni menos se solicitó el suministro de la misma por parte del 
Estado, lo que deriva en el hecho de que aun concediéndose el amparo para la 
siembra, consumo y demás efectos previstos en la sentencia, prevalece la ilicitud en el 
acceso a la droga que nos ocupa. 

De ahí que, si para sembrar o realizar cualquiera de las conductas planteadas por los 
solicitantes del amparo, debe previamente cometerse un delito por el quejoso o por 
quienes le provean la marihuana o su semilla, e incluso infringir tra.té!'cfos 
internacionales, por lo que resulta inconcuso que existe un impedimen~o grav§";;flat{i,!Ja 
emisión de un pronunciamiento de orden constitucional. ""lf .. ·'~ '~f~ 

: ¡. ~·· .. C,'··· 

El artículo 107, fracción 11 de la Constitución Política de los Estados Un~oSJ,'¡. ex~t~~s, 
establece que las sentencias que se pronuncien en los juicios de am io, sóló~e 
ocuparán de los quejosos que lo hubieran solicitado, limitándose " .. · ' cr~~\!"y 
protegerlos, si procediere, en el presente asunto en caso de conceders Íiií~f¡IJP,~~~H?i 
quejoso, no quedan exentos de la comisión de un delito ni quién le provea~1M pc111g_.a, 
ni el propio quejoso en virtud de que no solicito la protección del amparo para efe¿~bs 
de adquirir la marihuana. ~-

A la vez, un principio del ¡u1c10 de amparo, es que no puede archivarse juicio de 
amparo alguno, sin que se haya cumplido la sentencia que concedió la protección 
constitucional, lo que así se ordena en la fracción XVI del artículo 107 constitucional. 
En esos términos, sólo puede concederse la protección de la justicia federal a partir 
del juicio de amparo, mediante una sentencia que sea de posible cumplimiento, por lo 
que si la ejecutoria de amparo se dictará en el extremo de ordenar algo que 
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conllevará la comisión de un delito o la continuaciq* de sus efectos, me parece que 
ello destruye de origen la posibilidad de conocer de \;{Ji juicio con dichas implicaciones . 

. ·J,~f-: 
Pero cuando, como en el caso, sólo se pidió autoH~ación administrativa para ciertos 

' ~"k 

efectos relacionados con el consumo de marihuana. quedan excluidos de la litis de 
amparo factores vinculados con el comercio y adq~isición de la droga, luego entonces, 
es evidente que de conocerse el planteamiento gue formulo el quejoso, la sentencia 
que se dictare, sólo podría suponer que se parte.~~ la comisión de un delito. 

'- 1~· 
Es decir, si una persona solicita autorizaciq@ para sembrar, cosechar, poseer, 
transportar y consumir marihuana, es de supon!fi'se que ya cuenta con la misma o que 
eventualmente accederá a la misma para podeQ{realizar dichos actos; pero si hoy día. 
no existe vía lícita de adquisición de la marihQima o de su semilla, luego entonces, 
resulta jurídicamente imposible restituirlos en C~I goce del derecho al auto consumo 
lúdico de la marihuana que alegan. ; Ji~ 

Como he apuntado, distinto sería el supuesto ·~ en el juicio que nos ocupa, hubiese 
sido también materia de análisis el proceso de ~dquisición, comercio o recepción del 
narcótico, a la vez que el sistema punitivo i:;ela'Cionado; sin embargo, ello no fue el 
caso. y deriva en un impedimento para conoc~r d~I asunto. 

',•' '.01<! , ·_q· 

El ;<llf_fÍculo 61 éle la Ley de Amparo, fracción .~x1\(1 señala que el juicio de amparo es 
im. -1/~sJente, en, los casos en que la improcegen~ia resulte de alguna disposición de 
la ·~ ~'tución o de la propia ley citada, por''lo gue si el propio artículo 214 de la 
prdl!: .. .;}, Y'"l?~ñala que no puede archivarse ningúri'ijuicio de amparo sin que se haya 
cu :_:_ '' . l<i!~s~~tencia que concedió la proteccióp c'~mstitucional o no exista_ mat_eria 
par¡ eJeQ,tCJOn, en el caso, nos encontramos ante un supuesto que actualiza dicha 
imPc'lmt~~\;(ieif \ 

' l!TR/l.1\VA Di'. \ As·~~;?~ 11\Ti\ el. caso, la materia para la ejecución de la sentencia dictada, es que se 
oréW!»e''ePotorgamiento de una autorización para el consumo de marihuana, a la que 
hoy, sólo puede accederse ilícitamente, luego entonces, es de concluir que el 
quejoso no podrá ejercer el derecho que solicita, o al menos, no dentro de la 
ley, pues sigue penalizada la adquisición de marihuana, así como todas las 
posibles vías para que acceda al narcótico o a su semilla. 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que dicha imposibilidad también deriva del 
contenido del artículo 89, Constitucional, en donde se establece como facultad del 
Presidente de la República celebrar tratados internacionales, así como terminar, 
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denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones 
interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a la aprobación del Senado, y en el 
caso en particular, nuestra país ha signado diversos convenios en materia de drogas, 
en los cuales se incluye la marihuana, de tal manera que constitucionalmente, sólo el 
C. Presidente Constitucional es el único facultado para suspender o modificar dichos 
convenios. 

México es parte del "Sistema Internacional de Control de Drogas" (SICD), que se 
encuentra respaldado por tres tratados internacionales, a saber: La Convención Única 
sobre Estupefacientes de 196, la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971 
y la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas de 1988. 

Respecto la Convención Única sobre Estupefacientes, enmendada por el protocolo de 
19 7 2 de Modificación de la Convención Única, vale mencionar que ha influido en las 
leyes sobre prohibición de drogas en todo el planeta. Actualmente, cerca de 1S3 
países han ratificado este instrumento y lo han incorporado a su derecho nacional. Las 
finalidades de la Convención Única son: "limitar exclusivamente la producción, la 
fabricación, la exportación, la importación, la distribución, el comercio, el uso y la 
posesión de estupefacientes a los fines médicos y científicos". Este tratado dispone 
de un marco conceptual de sustancias sujetas a control, entre las que¡se encuertfran 
la cannabis, la hoja de coca, el opio, etcétera. ""'··' ' e· 

.-·, --~~ -

La Convención Única contempla a dos organismos internacionales especiali1ados\de 
llevar a cabo el control de las sustancias: La Comisión de Estupefacientes d~ Consejo 
Económico Social y la Junta Internacional de Fiscalización de EstupefacrieíU$JTErftre 
las funciones de la primera, destacan la modificación de las listas de estupef'1\f4~t;Et,S y 
la emisión de recomendaciones; en contraste, las funciones de la segunda versan con 
la comprobación de obligaciones para limitar el cultivo, la producción, la fabricación y 
el uso de estupefacientes para fines médicos y científicos. En caso de 
incumplimiento, la Junta Internacional de Fiscalización puede ejercer sus 
facultades para solicitar explicaciones a un gobierno cuando considere que la 
convención corre un grave peligro porque un país o territorio no ha cumplido con el 
tratado 

En segundo lugar, tenemos la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas de 19 71. 
Este tratado incluyó nuevas sustancias en un listado de cuatro tablas y su propósito 
es limitar a fines médicos y científicos, la fabricación, exportación, importación, 
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distribución, existencias, comercio, así como el uso ,}i posesión de las sustancias de 
psicotrópicas. --- .Y 

La Convención de las Naciones Unidas contra el l¡ifáfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas de 1988, misma que yapbntempla una obligación para los 
Estados que sean parte de dicho tratado de: 'l'J;. adoptar las medidas que sean 
necesarias para tipificar como delitos penales c0'~ndo se cometan intencionalmente, 
la posesión, la adquisición o el cultivo de estup,~facientes o sustancias sicotrópicas 
para el consumo personal. .. ". '" ,~;¡-

Bajo tal contexto, resulta improcedente el pr~~nte juicio de amparo que tiene por 
objeto declarar inconstitucionales varios de lo~-;~rtículos de la Ley General de Salud, 
que apuntalaban la negativa de la COFEPR:!S de emitir autorizaciones para la 
realización de una serie de conductas reladphadas con el consumo personal de 
mariguana con fines recreativos. De ahí que si}i;;efectos rebasen los fines médicos y 
científicos a los que alude el SICD, particularm~hte la Convención Única de 19 61 y la 
Convención de Estupefacientes de 1988. Por\lo tanto, es de advertir que, de 
concederse el amparo al quejoso, dicha ~tci~n genera el incumplimiento de 
obligaciones internacionales que ha suscr!to'~I Estado mexicano. 

1\l>QS Al . . . •. 
. -- ~.//, " __ ,_ 

T'' ~n relación con los artículos 234, 23g; 4ª7, 245, 247, 248, 368 y 479 de la 
j-1 de Salud, pr~cede se ~i,cte el soRres;imie~t~ e~ _el pre~~nte juicio de 

a _ <!ó' _ · es el hoy que¡oso tamb1en carece}de1nteres 1und1co/leg1t1mo, ello con 
fui]° ''~o ei'b,el artículo 61, fracción XII, en rel~ciÓn con el diverso 63, fracción V, de 
la ~e Amparo. \ -.• 

NALCOLEAJINHJ E \ 
Lo,1mm~rR~íi\J;.Yí'ff que si bien la parte quejosa m~,nifiesta que se ve afectada por la 
ac;.WeJ~iRílfi\e la autoridad ejecutora que señala en i,;,I presente juicio de garantías, pues 
a ~~ Cl'i:'t1f' i::on los ordenamiento legales citados, se, le veda su derecho a la identidad 
personal, dignidad humana, autodeterminación p~rsonal y corporal, siendo que la 
política prohibicionista no tiene un fin legítimo y no es, proporcional. 

Sin embargo, lo cierto es que en el oficio emitido por el C. Comisionado de 
Autorización Sanitaria de la Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios, sólo se citaron los referidos artículos 234, 235, 237, 245, 247, 248, 368 y 
479 de la Ley General de Salud, sin que ello constituya acto de aplicación alguno. 

Esto es así en virtud de que a través de dicho documento sólo se citó los 
ordenamientos legales de referencia, informándole que " ... hasta el momento no puede ser 
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expedida autorización alguna para la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier forma, prescripción 
médica, suministro, empleo, uso o consumo de Cannabis Sativa (. .. )"(Sic). 

De lo anterior es evidente que por medio del oficio en cita, la responsable dio 
respuesta a la consulta formulada por la ahora recurrente en el sentido de que por el 
momento no podía ser expedida la autorización solicitada, de ninguna manera se 
puede considerar que dicho oficio obligue a la quejosa a realizar acción alguna o que 
se le sancione, o bien se vede derecho alguno adquirido por la accionante de 
garantías. 

Apoya la anterior conclusión la tesis la. V /2008 de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, enero de 2008, página 425, que establece: 

LEYES. SU SOLA CITA NO CONSTITUYE UN ACTO DE APLICACIÓN. Las 
normas jurídicas contenidas en leyes constituyen prescripciones que obligan, 
prohíben o permiten a las personas la realización de una conducta específica. 
Ello lo hacen al enlazar una consecuencia determinada, como efecto, a la 
realización de cierta conducta, como causa. Así, ante la actualización de la .,. <.:-~ 
hipótesis o supuesto previsto en la ley, el orden jurídico prescribe la a¡:@fl:ición .-::§' ,~ 
de las consecuencias previstas también en la misma. De esa manera,~uffla ley ,7,;,,~ . ·f; 
sólo se puede considerar aplicada cuando el órgano estatal correspon~iente :•.;2 ··,/!(_\ 

ordena la realización de la consecuencia jurídica que se sigue del c:umplimiento :···;,~ •• ~_.,_._:_·_.·,•,·.:."_ .. ·_1.:_r,:.·.~-".,,º_· .. ·.· 

de sus condiciones de aplicación, por considerar, precisamente, que e~. ·· · _,··, 
fueron satisfechas. En consecuencia, la sola cita, en una resolución, de·'.',• n 
artícu!o de una ley c_onstituye un dato que, por sí solo, r:sulta insuficiente_. _rn ··r·•,f<\I 
acreditar tal cuest1on; pues lo relevante para ello consiste en demostr(/fíi . Ir AJ. 

en el caso concreto, fueron aplicadas las consecuencias jurídicas que sigu¡¡t"'íEi, : i\O! 
la configuración de la hipótesis normativa descrita en la ley. . 

Es de resaltar que con motivo de los citados artículos de la ley General de salud, no se 
afecta la esfera jurídica/legitima de la parte quejosa. 

Se realiza tal afirmación porque si bien es cierto que la quejosa arguye que ser una ' 
persona física, mayor de edad en pleno uso de sus derechos de libertad individual, 
autonomía, dignidad, libre desarrollo de la personalidad y salud quien pretende se le 
autorice el consumo individual del estupefaciente cannabis sativa (indica y americana 
o mariguana, su resina, preparados y semillas) así como el psicotrópico THC 
(tetrahidrocannabinol, los isómeros ~6a OOa), ~6a (7), ~7. ~8. ~9 (11), y sus 
variantes estereoquímicas, conjuntamente "marihuana o cannabis", específicamente 
para siembre, cultivo. cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, transporte 
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en cualquier forma, empleo, uso, consumo y EC8:general, todo acto relacionado con el 
consumo lúdico u personal de marihuana, ta'f;hbién es cierto que el impetrante de 

'l:o-

amparo no acredita fehacientemente con qbcumento idóneo la afectación de su 
interés jurídico-legitimo, i' 

_.;!, 

·5\'i 
Ahora bien, de acuerdo con el sistema cons@grado por la fracción 1, del artículo 107 
constitucional y 73, fracción V de la Ley\~}~ la Materia, el ejercicio de la acción de 
amparo se reserva únicamente a la parte•'aquien perjudique el acto o la ley que se 
reclame, entendiéndose como perjuickt:iJ~ afectación por la actuación de una 
autoridad o por la ley de un derechq}:Jegítimamente tutelado, el que resulta 
desconocido o violado a través de algúf1:1!1pto de autoridad, derivado de lo cual se 
otorga al afectado la facultad para acudi,h.árite el órgano jurisdiccional competente a 
efecto de que ese derecho protegido por'.J'¡:l léy le sea restituido. 

.-.·-;-

En el caso que nos ocupa, el quejoso tákudk al juicio de garantías reclamando la 
inconstitucionalidad de los artículos 234;!\235•/237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la 
Ley General de Salud, sin embargo, no acfedithl con prueba alguna que la emisión de 
tales ordenamientos legales le causen ~~rjUi;~,io o agravio alguno en su esfera de 
d~Lhos fundamentales, pues para empiXar,,~o acredita de manera fehaciente que 
efi~amente lleve,ª ca~o. el consumo i11~i.vid~,fl del est~_Pef~ciente cannabis sati~a, 
a · ~mo el· .. ps1cotrop1co THC cof]¡untamente marihuana o cannab1s", 
e ' qv.iente para siembra, cultivo, c,gseC.9a, preparación, acondicionamiento, 

n, '~nsporte en cualquier forma, ~jnplep. uso, consumo y en general, todo 
a relacionado con su consumo lúdico y pe¡:sonªI de marihuana . 

. COLEGIADO t . . . . , ;· h, . , 
~~~~l~D~x1st1~ elemen~os de conv1cc1on:p~l~.~bles e 1doneos con los que la 
1m r..<f[lte acredite de que forma su ~~f~ra Jú.f1d1ca se ve afectada, este H. t_n_bunal 
(d la\'.Jo debe sobreseer el presente JUICIO de amparo, ya que no es no es suf1c1ente, 
para acreditar el interés jurídico en el amparo, la existencia de una situación abstracta 
que no otorgue a un particular determinado la facultad de exigir que esa situación 
abstracta se cumpla, situación que acontece en el presente asunto. Sustenta lo 
anterior la tesis de jurisprudencia l. lo, A. J/17, Gaceta del SJF, 8 a. época, Tomo: 60, 
Diciembre de 1992, página 35, cuyo rubro es el siguiente. "INTERES JURIDICO, 
NOCION DE. PARA LA PROCEDENCIA DEL AMPARO". No debe pasar por 
inadvertido a ese H. Tribunal de alzada que. a pesar de que el juzgador 
haya tenido por actualizada o desestimado determinada improcedencia, 
bien puede abordarse su estudio bajo un matiz distinto que sea generado por diversa 
causa constitucional, legal o jurisprudencia!, o aun ante la misma causa por diverso 
motivo, pues no puede perderse de vista que las causas de improcedencia pueden 
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actualizarse por diversos motivos, por lo que si el inferior estudió sólo alguna de ellas, 
es dable e incluso obligatorio que se aborden por el revisor, pues al respecto, 
no existe pronunciamiento que pueda tenerse firme, por lo que resulta procedente se 
valore la causal de mérito bajo los argumentos apuntados. Sirve de apoyo a lo 
anterior la Jurisprudencia P./J.122/99, Del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta X, 
Noviembre de 1999, visible a página 28, cuyo rubro y texto es el siguiente: 

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO OFICIOSO EN EL RECURSO DE REVISIÓN 
DE MOTIVOS DIVERSOS A LOS ANALIZADOS EN LA SENTENCIA 
COMBATIDA. Es cierto que las consideraciones expuestas en la sentencia 
recurrida, que no son impugnadas en vía de agravio por el recurrente a quien 
perjudican, deben tenerse firmes para seguir rigiendo en lo conducente al 
fallo, pero esto no opera en cuanto a la procedencia del juicio de amparo, ·{ 
cuando se advierte la existencia de una causa de improcedencia diferente a 
la que el juzgador de primer grado estimó actualizada o desestimó o, incluso, 
de un motivo diferente de los apreciados en relación con una misma causa de 
improcedencia, pues en este caso, el tribunal revisor debe emprender su 
estudio de oficio, ya que sobre el particular sigue vigente el principio de que 
siendo la procedencia de la acción constitucional de orden público, su análisis 
debe efectuarse sin importar que las partes la aleguen o no, y en cualquier · .,s'', 
instancia en que el juicio se encuentre, de conformidad con lo dispuesto er¡ .el 1~.• :~ 
último párrafo del artículo 7 3 de la Ley de Amparo. Este aserto encueniif a :~:; 'f!! 
plena correspondencia en el artículo 91 de la legislación de la materia, que , ~¡'.;,,~ 
establece las reglas para resolver el recurso de revisión, entre las que se;¡i · · ·~~ 
encuentran, según su fracción 111, la de estudiar la causa de improcedencia.:, 
expuesta por el Juez de Distrito y, de estimarla infundada, confirmar,<:' · ;. . ,,

1
,0 

Sobreseimiento Si apareciere probado Otro motivo lega/, fo que patentiza cfff•Nl l 'iWJ 

la procedencia puede examinarse bajo supuestos diversos que no sól¡¡~\IATEii• ,\ 
involucran a las hipótesis legales apreciadas por el juzgador de primer grado, ¡::- ¡;; 
sino también a los motivos susceptibles de actualizar esas hipótesis,, lo que ·' "' 
en realidad implica que, a pesar de que el juzgador haya tenido por 
actualizada o desestimado determinada improcedencia, bien puede 
abordarse su estudio bajo un matiz distinto que sea generado por diversa 
causa constitucional, legal o jurisprudencia/, o aun ante la misma causa por 
diverso motivo, pues no puede perderse de vista que las causas de 
improcedencia pueden actualizarse por diversos motivos, por lo que si el ''4 
inferior estudió sólo alguna de ellas, es dable e incluso obligatorio que se 
aborden por el revisor, pues al respecto, no existe pronunciamiento que 
pueda tenerse firme. 

AGRAVIOS 

PRIMERO.- Los agravios Primero a Cuarto vertidos por la quejosa recurrente son 
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infundados, por lo que la determinación/,él A qua no puede ser modificada o 
revocada, esto es así ya que la impetrante ci~/garantías señala en su recurso que: 

:':ffe 
a) El quejoso alegó, ... que eran titular del c;J~~techo a la identidad personal y la dignidad 
humana, ... , El Juez de Distrito hizo cas@.[omiso de los argumentos vertidos por los 
quejosos y se limitó al derecho a la salud.iif:" (sic); 

.. ~~t: 
tk1'::·-

b) El accionante de garantías, reitera IQ'.'.~ razonamientos que expuso en su demanda· 
de amparo. ~¡ 

~;¡¿,. ! 

:Jf;0if' 
c) "En el caso concreto, ... , sino que;~~; prohíbe toda conducta relacionada con el 
mismo". (Sic) :« : 

'~~:- ;:· 

Dichos argumentos son infundados J~'r '!un lado y por otro inoperantes, pues en el 
caso en particular efectivamente el [(iar'lnabis se encuentre restringido por la Ley 
impugnada, resaltando que las autorid:~des en materia de salud tomaron la medida de 
prohibir dicha sustancia para protege~el \derecho a la salud, lo cual debe emprender 
l<l>i,s'.ftCciones nec~:arias pa.ra alcanzaf;ese fin. U~a. de estas acciones puede ser el 
d . · .lo de poht1cas publicas y otra;~~I ~stablec1m1ento de controles legales, como 
e ., .. ~ .·~· i r 

~ i . ~ 
,J.,_·: ''>'.-. : ., -

Ti, . ..kat;:ión al respecto la Tesis: l'i:\.ll.50/2009 de la Novena Epoca Instancia: 
PrJli1i ~'Sala··ae la Suprema corte de Ju~tici~.de la Nación, Fuente: Semanario Judicial 
d{~?.J~~¡ll,.iffü=ión. ~ su ~aceta, tomo XX[X.•. , 1,bri! de 2009, visible en la página: 164, 
~1'<rilcf~.~r:".8:4m1rnstrat1va, que establece:;lo s1gu1ente: 

1INISl RFtfl1~A DE ·· 
t CIRCUITO DERECHO A LA SALUD. SU PROTECCtÓN EN EL ARTÍCULO 271., 

SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL DE SALUD. El derecho a fa 
salud, entre varios elementos, comprende: el disfrute de servicios de salud 
de calidad en todas sus formas y niveles, entendiendo calidad como fa 
exigencia de que sean apropiados médica y científicamente, esto es, que 
exista personal médico capacitado, medicamentos y equipo hospitalario 
científicamente aprobados y en buen estado, y condiciones sanitarias 
adecuadas. De fo anterior ~e desprende que para garantizar el derecho a 
fa salud, es menester que se proporcionen con calidad los servicios de 
salud, fo cual tiene estrecha relación con el control que el Estado haga de 
los mismos. Esto es, para garantizar fa calidad en los servicios de salud 
como medio para proteger el derecho a fa salud, el Estado debe 
emprender fas acciones necesarias para alcanzar ese fin. Una de estas 
acciones puede ser el desarrollo de políticas públicas y otra, el 
establecimiento de controles legales. Así, una forma de garantizar el 
derecho a fa salud, es establecer regulaciones o controles destinados a 
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que los prestadores de servicios de salud satisfagan las condiciones 
necesarias de capacitación, educación, experiencia y tecnología, en 
establecimientos con condiciones sanitarias adecuadas y en donde se 
utilicen medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y 
en buen estado, tal como dispone el legislador ordinario en el artículo 2 71, 
segundo párrafo de la Ley General de Salud. 

Además, la parte quejosa no acreditó con medio de convicción alguno lo que sostiene, 
es decir, que con las acciones tomadas por las responsables, contenidas en los 
artículos impugnados por este medio, no se protege, ni se promueve la salud de las 
personas, y que el uso de dicha sustancia constituya un medio más seguro para 
proteger la salud de las personas, benéfico para la sociedad y menos oneroso para el 
sector salud. 

Por otro lado es de resaltar que la quejosa omitió exhibir constancias aptas para 
demostrar su dicho; por consiguiente no acredita interés jurídico/legitimo, pues deja 
de exhibir documentos idóneos que demuestren que el consumo lúdico que pretende 
no cause afectación a terceros. Esto es, si bien el quejoso manifiesta que en caso del 
consumo lúdico que pretende solo generaría un perjuicio a su persona, de ello ns:fse 
sigue que efectivamente sea cierto para asumir que se ubica en el supuestC/ "9e 
prohibición. i '~ ~ 

:.:~!~';\ 

Así, su situación de índole particular, en princ1p10 se considera que es yrf a sim¡5'ie 
expectativa de derecho de la que quisiera gozar el quejoso, esto ~t?ft?l/l.¡lilº 
individual del estupefaciente cannabis sativa, así como el psicotr9¡w;.i+r" i:R!c 
conjuntamente "marihuana o cannabis", específicamente para sieml:ir~WltlV6, 
cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, transporte en cualquier fofmfot, 
empleo, uso, consumo y en general, todo acto relacionado con su consumo lúdico y 

personal de marihuana, sin embargo dicho insumo no es licito de conformidad con lo 
establecido en los artículos 234, 235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la Ley 
General de Salud,, por lo que el entorno jurídico del quejoso en cuanto a que no va a 
poder comercializar el producto que defiende por esta vía, no puede jurídicamente 

·pretenderse que, amén al vacío legislativo, garantía de todas las manifestaciones de 
libertad del individuo y que por tanto tutele intereses particulares o individuales, este 
por encima de los intereses públicos o de la comunidad, ya que no se explica 
razonablemente la prerrogativa a favor de un individuo, cuando se afecte de manera 
notoria a la sociedad como lo evidencio el A quo, en el considerando Sexto de la 
sentencia que se impugna. 
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Esto se robustece, por las razones que la infprman, con el contenido de la tesis 
l.4o.A.445 A, sustentada por el Cuarto Tribun<ifColegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, visible en la página 178~:, tomo XXI, Enero de 2005, Novena 
Época, del Semanario Judicial de la Federació~,y su Gaceta, que dice: 

INTERÉS PÚBLICO. FACULTA PARA Ri~TRINGIR UN PRIVILEGIO QUE 
DEVINO ILEGAL, AL ESTABLECERSJ CONDICIONES CONCRETAS 
PARA EL EJERCICIO DE UN DERECHfJ QUE AFECTA AL EQUILIBRIO 
ECOLÓGICO. La seguridad jurídica. cc'i~cretamente la proscripción de la 
retroactividad, no puede llegar al ex~[emo de proteger un derecho o 
privilegio que es opuesto a lo lícito o ~$;ilegal, por ser inconveniente a la 
sociedad y, por ende, susceptible df restringir. incluso, la libertad de 
trabajo, industria o comercio. Por lo/que, si_ se expide un permiso para 
exhibir cetáceos sin taxativas, y después de su emisión ese derecho está 
constreñido a obrar conforme a ÓDa disposición que establece las 
condiciones concretas para regular la-i;.plj5ervación de mamíferos marinos 
en cautiverio, con el surgimiento de esf/:¡ l)Órma se restringió a la agraviada 
el margen de libertad que el orden ipúblico imperante ha determinado, 
deviniendo en ilegal lo que se op6riga_; y facultando la consecuente 

'100.: :lf~.f. limitación de la autorización que tenía;;1esliJ es, cambió el contexto en que 
'• ;-~se le expidió el permiso, sin que tal prqcedér pueda estimarse violatorio del 

l/7tfculo 14 constitucional. Lo anterior, p,órqye el nacimiento, permanencia y 
~fig_'encia de un derecho de índole partii:gla~, está determinado y regido por 

1/cf¡,ntexto del entorno normativo que':~ija;;.·por lo que, no obstante que el 
V:ací&,¡egislativo sea la cuna y garantítf de todas las manifestaciones de 
libertad del individuo, ese privilegio frtutela intereses particulares o 

IAL COLEG; ·. ·~¡ uales ue ceden rente a los úblico: de la comunidad a ue n se 
x i a r zonablemente la reeminenci de :un individuo cuando su st tus 

llNISTRAH -· '' kde manera ostensible a la sociedad.:_Por:_tanto, si bien es cierto que el 
1 CIRGUlfOP'articular contaba con autorización pa(a ;la exhibición de cetáceos, 

también lo es que, posterior a la emisión dlO la, autorización, la autoridad 
consideró urgente y vital establecer determíhad'¡;¡s condiciones concretas a 
través de una norma oficial mexicana, respectó; de cómo garantizar la 
protección y bienestar de los mamíferos marinos eri'cautiverio, prohibiendo 
su exhibición temporal o itinerante, circunstancia que de ninguna manera 
puede estimarse que viola el artículo 14 constitucional, pues con el 
surgimiento de esa norma la autorización que tenía la agraviada para 
realizar este tipo de actividad quedó limitada, razonablemente subordinada 
y reducida a preservar los intereses de la comunidad. 

Luego, no es correcto pretender basar la inconstitucionalidad de una norma 
obligatoria, en situaciones hipotéticas o particulares de la quejosa, dada la 
característica de generalidad con que cuentas las leyes o normas administrativas 
como las que se reclaman en la especie. 
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Así. si el queioso aduce que la sentencia impugnada por este medio. 
transgrede la garantía prevista en el artículo 14 Constitucional de debido 
proceso legal. porque pretende siembra, cultivo, cosecha, preparac1on, 
acondicionamiento, posesión, transporte en cualquier forma, empleo, uso, consumo y 
en general, todo acto relacionado con su consumo lúdico y personal de marihuana, 
para lo cual solicitó autorización a la Comisión Federal para la Protección 
Contra Riesgos Sanitarios. es una supuesta situación de autoconsumo lúdico 
debido a que ni siquiera consta en autos que el queioso efectivamente sea 
un consumidor de dicho psicotrópico (agente químico que actúa sobre el sistema 
nervioso central, lo cual trae como consecuencia cambios temporales en la 
percepción, ánimo, estado de conciencia y comportamiento). de tal suerte que 
resulta ser un dato incierto: luego. de ser una situación particular y propia •,· 
del quejoso. no puede oponerse a la naturaleza de carácter general. "" 
abstracto e impersonal de todo ordenamiento legal. ni puede fundarse su 
inconstitucionalidad en circunstancias particulares como las argumentadas 
por la queiosa. 

~"' Sirve de apoyo al anterior argumento, por analogía, la tesi~ .2,¡!J. 88{~~Jl3 
sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Just1c1a ~e la ·~c;1f[:>TI, 
publicada en la página 43, tomo XVIII, Octubre de 2003, del Semanariq Judidi¡ajl~a 
Federación y su Gaceta, Novena Época, que expresa: i¡/· ''<\~;i~ 

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y AGRAVIOS. SON INOPERANTE~..,_NTO TRIDLJ 
CUANDOTIENDEN A DEMOSTRAR LA INCONSTITUCIONALIDAD~ 'i-w 
DE ALGÚN PRECEPTO, SUSTENTÁNDOSE EN UNA SITUACIÓN 'W:.\IATER!i\ AD! 
PARTICULAR O HIPOTÉTICA. Los argumentos que se hagan valer í" ·'~J¡f 
como conceptos de violación o agravios en contra de algún precepto, 
cuya inconstitucionalidad se haga depender de situaciones o 
circunstancias individuales o hipotéticas, deben ser declarados 
inoperantes, en atención a que no sería posible cumplir la finalidad de 
dichos argumentos consistente en demostrar la violación constitucional, 
dado el carácter general, abstracto e impersonal de la ley." 

Finalmente, es de resaltar que las razones expuestas por la parte quejosa no se 
encuentran encaminadas a combatir los razonamientos establecidos por el A quo en 
la sentencia hoy combatida, por lo tanto, los agravios hechos valer por la parte 
quejosa deben desestimarse por inoperantes. Como ha quedado demostrado, no 
guardan relación alguna con las consideraciones jurídicas que sirvieron como base 
para determinar negar el amparo y protección de la Justicia de la Unión. 
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Esto es así, ya que la quejosa a lo largo dé¡.escrito de rev1s1on, sólo reitera las 
manifestaciones que vertió en los conceptos de violación de la demanda inicial de 
amparo, situación que torna inoperantes sus argumentos. Sirve de apoyo a lo anterior 
la siguiente tesis de jurisprudencia, lnstanci<f. Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaf.~ta XXX, Agosto de 2009, Materia(s): 
Común, Tesis: 2a./J. 109/2009, Página: zz;·que a la letra dice: 

-.i!.;, ... 

JQs At~ 
. ~ 

1í 

AGRAVIOS INOPERANTES EN LA tl~VISIÓN. SON AQUELLOS QUE 
REITERAN LOS CONCEPTOS DE .~ÍOLACIÓN, ABUNDAN SOBRE 
ELLOS O LOS COMPLEMEN.I/tN, SIN COMBATIR LAS 
CONSIDERACIONES DE LA SENT~NCIA RECURRIDA. Conforme al 
artículo 88 de fa Ley de Amparo!5:,'ef recurrente debe expresar los 
agravios que fe causa fa sentencia ili:fpugnada, lo que se traduce en que 
tenga fa carga, en los casos en qué;[lo deba suplirse fa queja deficiente 
en términos del artículo 7 6 Bis de la((;y de fa materia, de controvertir los 
razonamientos jurídicos sustentadi¡s por el órgano jurisdiccional que 
conoció del amparo en primera/instancia. Consecuentemente, son 
inoperantes los agravios que en\i!r°f ;recurso de revisión reiteran los 
conceptos de violación formulados en fa demanda, abundan sobre ellos o 
los c;pmpfementan, sin combatir fas consideraciones de fa sentencia 
recur?ida. 

S .,, . '( de manera particular en lbs agravios, segundo a quinto la quejosa· 
ar t'a l;in esencia: • 
~ \ ~ 
~.. . -::·:~:_ .: 

a) 1Qtlh-J;!l@ftpAHº omite analizar el derech~. co~que cuenta el quejoso como persona 
fístc'á',~ ~SFº de los derechos a la propiq imágen, libre desarrollo de la personalidad 
y N!STRATI• · ig\t\idad humana, a la disposición a la propia salud personal, a la 
at.Ct~t~rminación, pues carece de ob]etividad y vulneran los principios de 
congruencia externa y exhaustividad, pue's tales derechos se defienden desde el 

\ 

punto de vista subjetivo del quejoso quien manifiesta estar consiente de disponer de 
su cuerpo y su vida conforme a su propia concepción de lo es que bueno para él, 
mediante el consumo responsable y consciente de Cannabis. 

I;! b) El A quo en la sentencia impugnada, viola el derecho del quejoso a disponer de la 
salud propia, respetando las decisiones de salud personal. 

c) Los únicos argumento que vierte la sentencia de amparo nos refieren a la violación 
al derecho a la disposición de la salud propia, sino a la supuesta facultad del Estado 
para restringir tal derecho, reiterando los argumentos que vertió en su escrito inicial 
de demanda relativo al derecho que le asiste, consistentes en titularidad del derecho 
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de autodeterminación, libertad individual. 

d) El A quo omite analizar el argumento de los quejosos, relativo a que sin la política 
prohibicionista no se generaría menor consumo de estupefacientes y que sin la misma 
tampoco habría aumento en el consumo, esto es así ya que la prohibición no es una 
forma efectiva para combatir las adicciones y el consumo. Además, señalan que dicha 
políticas sólo han generado un mercado ilegal. 

e) El A qua dejo de valorar que el autoconsumo de Marihuana no perturba a la 
sociedad, el mero consumo no genera ningún efecto nocivo sobre la sociedad en 
general, no frente a terceros, es el consumidor quien reciente todos los perjuicios o 
beneficios del consumo de tal planta. 

f) El A qua realiza una indebida valoración de la Encuesta Nacional de Adicciones 
2011, pues con dicho documento no se acredita que la política prohibicionista cumple 
con los exámenes de escrutinio y proporcionalidad a los que deben ser sujetados las 
normas que restringen derechos humanos. 

g) El A qua realiza omitió analizar que los artículos reclamados aplican una p ... º. ~.~ ... i-a 
prohibicionista para la siembra y autoconsumo de canabis sativa que no super@, · s 
exámenes de escrutinio formulados por la Suprema Corte de Justicia de la l\(a'} n 
para analizar la restricción de derechos fundamentales en relación con los dere~~s 
de autodeterminación, libertad individual y corporal, libre desarr9Ho · de't~ 
personalidad, identidad personal y disposición de la salud propia. •'lf•,.NTO lBU 

En relación con dichos argumentos, es de señalar que las restricciones im1P'lfMt~~LeriIDa 
LGS están debidamente justificadas de conformidad con lo establecid0 por mfe!i~t~ 
máximo órgano de control constitucional en la Tesis la.LXVl/2008, cuyo rubro es 
"RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL 
JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS 
VALIDAS", atendiendo a lo siguiente: 

l. Son admisibles, en tanto y cuanto se dirigen a proteger el derecho a la salud de la 
sociedad en general, consagrado en el Artículo 4o. de nuestra Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, incluyendo el de los propios 
consumidores. 

La restricción contenida en la Ley General de Salud, en materia de drogas, busca 
garantizar los derechos fundamentales contenidos en los párrafos cuarto, 
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séptimo y octavo del artículo 4º Constituciona.lrlos cuales establecen lo siguiente: 

Artículo 4º. (Primer párrafo derogado.) .; • 

Toda persona tiene derecho a la protec~ión de la salud. La ley definirá 
las bases y modalidades para el acceso a los:servicios de salud y establecerá 
la concurrencia de la Federación y las; entidades federales materia de 
salubridad general, conforme a lo que di~póne la fracción XVI del artículo 7 3 
de esta Constitución. ·.< 

Los niños y las niñas tienen derechefá la satisfacción de sus necesidades 
de alimentación, salud, educación y slino esparcimiento para su desarrollo 
integral. · .. <. 

Los ascendientes, tutores y custodio§tienen el deber de preservar estos 
derechos. El Estado proveerá lo ne~~sario para propiciar el respeto a la 
dignidad de la niñez y el ejercicio pleQó de sus derechos. 

De tales disposiciones constitucionaJ~s; se advierte, en primer término, que toda 
persona tiene derecho a la protecci(,íl de la salud, y que especial cuidado merece 

'º~salud de los niños y las niñas pÓr s~r un sector vulnerable de la población, 
' "!'. o sus padres o tutores los ·}lbligados a preservar tal derecho, estando 

~: p el Estado a proveer lo necesarié:¡ para propiciar el ejercicio pleno de tales 
~!ll<iis. En cumplimiento a tal obligacjón, se establecieron los ordenamientos 
·'s'impugnados en el juicio de g~rantías en comento. 

\\\ -
~~" ,-_-;_ ~-~ 

2APf~~~-f.'!'ias p~ra asegurar la o~t.enciqp d7 los fines qu~ fu,n.damentan la 

INl ~<fíi 'r~e.<;YÓ
1~~·es decir, en el caso en particular ~sta demostrado c1ent1f1camente que 

ltl5l f~~ del consumo de Canabbis y/o TH(, es perjudicial a la salud física y 
Gl-ca de las personas, por lo qqe prohibir su consumo y las actividades 

relacionadas con dicha planta, se encuentra válidamente justificada y necesaria 
para evitar el deterioro a la salud de ,las personas que la consumen y a la de los 
consumidores pasivos que inhalan el hi..11110 generado del consumo. Lo anterior es 
así, ya que no consumir dicha droga es la forma idónea para evitar perjuicios 
físicos o psíquicos a las personas, no hay posibilidad de que exista algo menos 
restrictivo, es decir, que su consumo sea permitido dado que con alguna otra cosa 
se pueda contrarrestar los efectos negativos de su consumo, pues no existe 
forma de evitar el deterioro físico (DE LA SALUD) de las personas con el consumo 
de Cannabis y/o THC, incluso en algunos casos puede tener efectos irreversibles, 
Lo anterior es así, ya que de conformidad con la información proporcionada por el 
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Consejo Nacional Contra las Adicciones (CONADIC), el estímulo de receptores de 
Cannabinoides puede dar lugar a las siguientes respuestas: 

•:• Sensación de euforia, sedación y relajación; 
•:• Alteraciones de la percepción temporal; 
•:• Actividad analgésica y antiinflamatoria; 
•:• Actividad orexígena y antiemética; 
•:• Ataxia, debilidad muscular; 
•:• Disminución dela presión intraocular; 
•:• Hipotermia; 
•:• Broncodilatación; 
•:• Hipotensión y taquicardia; 
•:• Efectos neuroendócrinos; 
•:• lnmunoestimulación a dosis bajas e inmunosupresión a dosis altas; 
•:• Efectos antiproliferativos. 

Respuestas que indiscutiblemente, no otorgan al individuo una integridad personal ni 
lo ayudan a desarrollarse como persona; careciendo por tanto de un alto nivel de vida 
físico y psíquico. El consumidor de dichas drogas, no actúa con ,;libertad,"' ~i'filo 
impulsado por una fuerza sensitiva, pierde su libre albedrío y está ,pometi9$i\&i~ 
fu~rza sensitiva. No puede haber liberta? contra la di~ni~ad. Aun c.uan~o. seaíi1l·~~ii{p 
p~1vado, e} consumo de drogas n? con,st1tuye un acto 1nd1ferente sino l'es1vo.1 c~.t;-r ... ~ .• ~I 
bien comun y desconocedor del interes general. Por lo tanto la ley debe i;¡/oh18'1i;lw~ 
fin de lograr los fines del Estado Social de Derecho, y evitar que se vulne!¡fia dign'itlid 

humana. 1({'4>,•NTO Wli"l,UN 

3. Son proporcionales, porque . el grado de la restricción s~br1'&1AM~ :~~~ 
recompensada por los efectos benéficos que tiene desde una persp~grl4Ji 
preocupada en garantizar la salud de la población en general y en especial la de 
los menores de edad, tal y como se demuestra a continuación: 

-

• Actualmente, el Instituto Nacional de Salud Pública 
(http:/ /bvs.insp.mx/rsp/ artículos/ articulo.php ?id=OO 15 3 8) realiza estudios f 
en donde quedan acreditados: 

a) Que "En general existe poca tolerancia social para el consumo de drogas, 
más de 90% de los varones y de las mujeres afirmaron que sus papás, y 83 y 
91 % que sus amigos verían mal si ellos o ellas usaran drogas; la percepción 
sobre la aceptación del consumo entre los jóvenes es mayor, 38% de los 
varones y la misma proporción de mujeres consideraron que los jóvenes en 
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general ven bien o, con indiferencia, el consumqi\Sin embargo, al analizar Ja 
relación entre Ja percepción de aceptación ;\l',i el consumo de drogas se 
encuentran diferencias interesantes, siendo más frecuente el uso cuando 
el menor percibe aceptación social haci~~I consumo: solamente 3% de 
quienes perciben poca tolerancia en sus pact,~és aceptaron consumir drogas, 
en comparación con 14% de quienes percib~~ijftolerancia; Ja misma tendencia 
se observa en relación con Ja tolerancia pq~fparte de amigos cercanos, 1.8 y 
5.2% entre hombres y mujeres, respectiva@:j~nte" (sic) 

;,~i~;. 
b) Que "Uno de los factores que más cefhsistentemente se ha asociado 
con el consumo de drogas es la dispcl/tibilidad: 18·26 cada vez más jóvenes 
experimentan con drogas por tenerlas cJi/:ionibles en su medio, de hecho Jos 
datos de Ja encuesta señalaron que a f~Bb de Jos adolescentes les era fácil 
obtener drogas y que el riesgo de explicmentar con ellas se incrementaba 
1.89 veces cuando esto ocurría" (sic) ·~ . 

. Y,ít~ 

• Además, de acuerdo con la informacióÍ~Jproporcionada por la Directora de 
Vinculación y Coordinación Gl'f¡)erativas de la CONADIC 

'5 "1~ htt :/ /WWW.cenadic.salud. Ob.mx/ reri!:a/2013/Je alizacion 090813.html): 
:· ~Hay cifras oficiales que muestra''''iuna fuerte asociación entre las 

0 
Cluctas ilí itas el consumo de ·:~~' as, pues a escala nacional el 60 por 

'''n · 0 de los delitos son cometido. por consumidores de sustancias 

~- · 'sicoa\tivas; . . ~~¡t . . . , 
.
"' b). -~~·_por ciento de los recluidos en1:~entros penitenciarios del pa1s son 
L COltS~Ldores de algún enervante, y só\'!¡¡~,40 por ciento de ellos usaban dos 
,~ISTRATI~lífl©ltias en promedio antes de ser apr~~~dos, mientras que el resto empezó 
CIRCUflll consumo en la cárcel; '~; 

c) 65 por ciento de quienes están pcy,¡vados de su libertad son poli­
consumidores (ingieren alcohol y al menos d~.s drogas más), y 55 por ciento de 
los menores infractores reportan el uso de alguna sustancia ilícita o de bebidas 
embriagantes. ·· 

• Asimismo, se tienen datos de que no sólo se carece de la infraestructura 
médica necesaria para atender la demanda de atención, sino de los recursos 
económicos suficientes para otorgar a esa población una rehabilitación integral. 
El sistema de salud cuenta con un presupuesto de mil 200 millones de pesos, 
para atender 112 millones de personas con algún grado de adicción o 
predisposición. 
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Bajo esta óptica, por defender la libertad individual no se puede atropellar los bienes 
fundamentales de los asociados como los derechos a la vida, a la paz, a la salud, a la 
seguridad, a la convivencia, al bienestar, etc.; lo anterior es así ya que no puede haber 
libertad sin racionalidad. 

Aunado a lo anterior, es necesario tomar en consideración: 

> Que el derecho a la protección de la salud y el derecho a un medio ambiente 
adecuado para su desarrollo y bienestar. son garantías que la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos reconoce a todo individuo, mismas que no 
pueden suspenderse ni restringirse. 

> La gravedad del consumo de Cannabis y/o THC en México donde diariamente del 
100% de las causas de fallecimiento de las personas, el 7 % son atribuibles al 
consumo de dicha droga (Según tabla de CONADIC/SSA/DGAE, Pág. 20), además 
de ocasionar un perjuicio contra la salud, el medio ambiente y el gasto en salud; 

> Que el .uso de los productos del cannabis constituye uno de los ,p,roblema_~fm~s 
importantes de salud pública en el mundo, causando una grah"'propog;ion .~e 

'· ' "'''"""'· ,: - ¡.J 

mortalidad, morbilidad y discapacidad prevenibles. · ,;~ ;'~ 
-~~"'I'. ·,.·~ 

> Que el humo de Cannabis y/o THC de segunda mano. compuesto poli má~d~~6 
• • , • ··"··_:~',i,.l - - , .... ..._ 

mil sustancias toxicas es una grave amenaza para la salud de los ncr' fumadores 
expuestos. causando enfermedades graves en los adultos y, en p'i!i~'\{J érfü!:ls 
niños. (Información de CONADIC Pág. 44-45) '< f\íllATtn1• i\D 

--"!".~''!fil , . ;~ > Que la mayona de los fumadores comienzan a fumar a una edad muy temprana, 
que no son conscientes del grado y de la naturaleza del daño causado por los 
productos de Cannabis y/o THC, y que debido a las propiedades adictivas de este 
y otros componentes son a menudo incapaces de dejar de fumar aun cuando 
estén sumamente motivados a hacerlo (dependencia). 

> Que ningún país puede cubrir lo que cuesta el consumo de Cannabis y/o 
THC en vidas. así como en recursos financieros que podrían ser 
reorientados a un sinnúmero de otros problemas de salud urgentes que 
son menos prevenibles. 

Es de advertir que en diversos países se ha tratado de usar la marihuana y/o THC con 
fines médicos para diversos tratamientos, no obstante a la fecha no se ha 
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demostrado la efectividad que tienen los compuestos en comparación con los 
fármacos habituales empleados, contrario si está ¡tmostrado que se generan un 
elevado número de eventos adversos de diversa gr~1fdad, así como dependencia. 

Finalmente, es de resaltar como una consideració~l~ima facie, que se advierte que el 
cúmulo de derechos fundamentales contenidos.ei;llos artículos que la quejosa invoca 
le son vulnerados, se contienen los derechos {fe identidad personal, principio de 
pluralismo, propia imagen, libre desarrollo de ~a personalidad, autodeterminación 
personal y corporal, libertad individual, dignidéiifJ humana y derecho a la salud, no 

.s\!·._ 

obstante, se circunscriben única y exclusivam:e"nte en relación con el ser humano, 
.-.. _+'t!f 

conceptuado como persona física, como atin;;t$lamente lo estableció la A quo en la 
sentencia dictada en el juicio de amparo citadq~ál rubro. 

~ '~: 
En efecto, si bien el párrafo primero del ~itículo 1 º de la Constitución Federal, 
establece que "En los Estados Unidos Me~iq¡nos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales 
d~.los que el Estado Mexicano sea parte, asL~~mo de las garantías para su protección, 
c®ó~jercicio 'no podrá restringirse ni sus~enderse, salvo en los casos y bajo las 
ctj~~~i;Ípes que esta Constitución estable~~·"; se entiende que el término persona, 

~ªI~~~· ·r···efiere tanto a personas físic·¡·····;·a··········.· .•. r.:. sí como a personas morales o jurídico 

\\lt<>· ;íll' ·' '" 
Si~~mbargo; existen derechos fundartr~~tales inherentes y atinentes única y 
eJc¡\JO©lifü¡f\¡~'té:a la persona física como Cie~tro de imputación normativa y titular de 
dEtllJ~~TI\WD.~~rnientes a sí misma, pero di~.~os derechos no pueden estar por encima 
deC~tL~fOª colectividad y de los grupos vulri~rables. 

"cfk' 

Así la Suprema Corte de Justicia de la Nac~n ha reconocido el valor superior de la 
dignidad humana, es decir, que en el ser n:~·tnano hay una dignidad que debe ser 
respetada en todo caso, constituyéndoQ~ como un derecho absolutamente 
fundamental, base y condición de todos los ~.emás, el derecho a ser reconocido y a 
vivir en y con la dignidad de la persona humanª, y del cual se derivan todos los demás 
derechos, en cuanto son necesarios para que los individuos desarrollen integralmente 
su personalidad, dentro de los que se en,cuentran, entre otros, el derecho a la vida, a la 
integridad física y psíquica, al honor, a la privacidad, al nombre, a la propia imagen, al 
libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y el propio derecho a la dignidad 
personal. Es aplicable el criterio sustentado en la tesis P. LXV /2009, página 8, tomo 
~XX, diciembre de 2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Epoca; cuyo rubro y texto disponen: 
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"DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO LA RECONOCE 
COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. El artículo lo. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establece que todas las personas son iguales ante la ley, sin 
que pueda prevalecer discriminación alguna por razones étnicas o de 
nacionalidad, raza, sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social que atente contra la dignidad humana y que, junto con los 
instrumentos internacionales en materia de dérechos humanos suscritos por 
México, reconocen el valor superior de la dignidad humana, es decir, que en el 
ser humano hay una dignidad que debe ser respetada en todo caso, 
constituyéndose como un derecho absolutamente fundamental, base y 
condición de todos los demás, el derecho a ser reconocido y a vivir en y con la 
dignidad de la persona humana, y del cual se desprenden todos los demás 
derechos, en cuanto son necesarios para que los individuos desarrollen 
integralmente su personalidad, dentro de los que se encuentran, entre otros, el 
derecho a la vida, a la integridad física y psíquica, al honor, a la privacidad, al 
nombre, a Ja propia imagen, al libre desarrollo de la personalidad, al estado civil 
y el propio derecho a Ja dignidad personal. Además, aun cuando estos derechos 
personalísimos no se enuncian expresamente en la Constitución General de la 
República, están implícitos en los tratados internacionales suscritos por México 
y, en todo caso, deben entenderse como derechos derivados del reconocimiénto 
al derecho a la dignidad humana, pues sólo a través de su pleno respeto podrá j 
hablarse de un ser humano en toda su dignidad." l 

Á¡ 

~" 
Bajo ese contexto, debe señalar que el concepto de "dignidad humana" ~@.i,1Jlfii&'t!~tl\1 
"naturaleza humana", a la que hizo referencia la Corte lnteramericana,;?;\f.•¡¡li{f\!)~~~LCU.s 
Humanos en la Opinión Consultiva OC-4/84, de diecinueve de enerd' a~,:IJ.1¡11 
novecientos ochenta y cuatro (atinente a la "propuesta de modificación ~1 · 1~a 
Constitución Política de Costa Rica, relacionada con la naturalización"), la cual 
establece, en lo que interesa, lo siguiente: 

¡_j. 

"55. La noción de igualdad se desprende directamente de Ja unidad de 
naturaleza del género humano y es inseparable de Ja dignidad esencial de la 
persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar 
superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a Ja 
inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma Jo 
discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran 
incursos en tal situación de inferioridad. No· es admisible crear diferencias de 
tratamiento entre seres humanos que no se correspondan con su única e 
idéntica naturaleza. 
"5 6. Sin embargo, por lo mismo que la igualdad y la no discriminación se 
desprenden de la idea de unidad de dignidad y naturaleza de la persona, es 
preciso concluir que no todo tratamiento jurídico diferente es propiamente 
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.. ~l 
discriminatorio, porque no toda distinción cff trato puede considerarse 
ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana. jj! 
Ya la Corte Europea de Derechos Humanos bf!sándose 'en los principios que 
pueden deducirse de la práctica jurídica d¡ft un gran número de Estados 
democráticos' definió que sólo es discriminatefd'la una distinción cuando 'carece 
de justificación objetiva y razonable' [Eur. CrjJJrt H.R., Case 'relating to certain 
aspects of the laws on the use of language?~1~ education in Belgium' (merits), 
judgment of 23rd Ju/y 1968, pág. 34]. . ·,zy; 
Existen, en efecto, ciertas desigualdades <ft~i hecho que legítimamente pueden 
traducirse en desigualdades de tratamierjfó jurídico, sin que tales situaciones 
contraríen la justicia. Por el contrario, pu§M,~n ser un vehículo para realizarla o 
para proteger a quienes aparezcan corJi@.' jurídicamente débiles. Mal podría, 
por ejemplo, verse una discriminación pcifi~azón de edad o condición social en 
los casos en que la ley limita el ejercicio :fjf? la capacidad civil a quienes, por ser 
menores o no gozar de salud mental, n.~Wstán en condiciones de ejercerla sin 
riesgo de su propio patrimonio. . .~f · 
"57. No habrá, pues, discriminación ~una distinción de tratamiento está 
orientada legítimamente, es decir, si nÍ!¡fff onduce a situaciones contrarias a la 

"'" ... justicia, a la razón o a la naturalez<J,~:de las cosas. De ahí que no pueda 
·~~'''.;; afirmarse que exista discriminación ¡fj¡ toda diferencia de tratamiento del 
·t '";:~':'.Estado frente al individuo, siempre qu!esa distinción parta de supuestos de 

%~;\ hecho sustancialmente diferentes y quf;:'.~xpresen de modo proporcionado una 
; I¡ !,fundamentada conexión entre esas difk"fiencias y los objetivos de la norma, los 

'cuaíes no pueden apartarse de la justiWt"g o de la razón, vale decir, no pueden 
~- perseguir fines arbitrarios, caprichosot;'i.despóticos o que de alguna manera 
~""""' repugnen a la esencial unidad y dignida¡¡,de la naturaleza humana." 
~ALCOLEG¡¡\f~~ consultivo que es conforme a Ji artículos 62 y 64 de la Convención 

TRAT~ll1!1'í:!cana sobre Derechos Humanos, q¡¡l¡¡ establecen: 
~INIS . ''lir't!h:ülo 62 "l. Todo Estado parte puJe. en el momento del depósito de su 
R CIRCUHOnstrumento de ratificación o adhesióry~de esta convención, o en cualquier 

momento posterior, declarar que recono~ .como obligatoria de pleno derecho 
y sin convención especial, la competendJk, c¡te la Corte sobre todos los casos 
relativos a la interpretación o aplicación dié§ta Convención. 
2. La declaración puede ser hecha incofigll'cionalmente, o bajo condición de 
reciprocidad, por un plazo determinado o•para casos específicos. Deberá ser 
presentada al secretario general de la Orgtmización, quien transmitirá copias 
de la misma a los otros Estados miembros >(je la Organización y al secretario 
de la Corte. ··· 
3. La Corte tiene competencia para conocerde cualquier caso relativo a la 
interpretación y aplicación de las disposiciones de esta convención que /e sea 
sometido, siempre que los Estados Partes en el caso hayan reconocido o 
reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica 
en los incisos anteriores, ora por convención especial." 
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En el caso en particular la quejosa impugna los artículos 234, 235, 237, 245, 247, 
248, 368 y 479, todos de la Ley General de Salud, del análisis sistemático de tales 
preceptos, se advierte que dicha Ley, considera como un estupefaciente la cannabis 
sativa, índica y americana o mariguana, su resina, preparados y semillas, así como 
sus isómeros o cualquier otro producto derivado o preparado que contenga tal 
substancia, los de naturaleza análoga o cualquier otra substancia que determine la 
Secretaría de Salud o el Consejo de Salubridad General. 

Asimismo, se precisa que la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparac1on, 
acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier forma, 
prescripción médica, suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 
relacionado con estupefacientes o con cualquier producto que los contenga, en este 
caso la cannabis sativa, está sujeto a las disposiciones de la propia ley y que tales 
actos sólo podrán realizarse con fines médicos y científicos y requerirán autorización 
de la Secretaría de Salud. 

Además, se impone una prohibición absoluta en el territorio nacional, para la sieml;¡~ll.. 
' cultivo, cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisición, pOS<;j~ó!.l. 

comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, suministro, erT.í!;?I'~. 
uso, consumo, entre otras substancias, de la cannabis sativa, índica y amerka~¡:Y.ti;> 
marihuana, ello en virtud de contener, en términos de la propia ley, esca%Ó o n'-1:'® 
valor terapéutico y poder constituir un grave problema para la salud. 1!11 ·• 

¡¡¡:,i1<11'!,1'NTO rn IB 
Así, del ejercicio de ponderación y análisis entre las disposiciones l.(!!iíiiil~:fF~:~~ 
contienen los derechos fundamentales transgredidos en relación con los arff~lo!U;(e 
la Ley General de Salud, tildados de inconstitucionales a la luz de los motivosrti~ 
disenso expuestos, debe señalarse que éstos resultan inoperantes, dado que el 
quejoso no es titular de los derechos fundamentales que dice se transgreden en su 
contra, ya que éstos son personalísimos y de tipo subjetivo e inherentes a la 
naturaleza humana es aplicable, por el criterio que informa la tesis P. LXVl/2009, 
página 7, tomo XXX, diciembre de 2009, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época; que señala: ~· 

• fa_ ª--;u 

"DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. ASPECTOS QUE 
COMPRENDE. De la dignidad humana, como derecho fundamental superior 
reconocido por el orden jurídico mexicano, deriva, entre otros derechos personalísimos, 
el de todo individuo a elegir en forma libre y autónoma su proyecto de vida. Así, 
acorde a la doctrina y jurisprudencia comparadas, tal derecho es el reconocimiento 
del Estado sobre la facultad natural de toda persona a ser individualmente como 
quiere ser, sin coacción ni controles injustificados, con el fin de cumplir las metas u 
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,, 
objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus val?!,~~. ideas, expectativas, gustos, 
etcétera. Por tanto, el libre desarrollo de la per5-!!halidad comprende, entre otras 
expresiones, la libertad de contraer matrimonfoi~rno hacerlo; de procrear hijos y 
cuántos, o bien, decidir no tenerlos; de escoger s,u ,!@'pariencia personal; su profesión o 
actividad laboral, así como la libre opción sexuál.~~n tanto que todos estos aspectos 
son parte de Ja forma en que una persona des~a Jloyectarse y vivir su vida y que, por 
tanto, sólo a ella corresponde decidir autóno'inamente."(Lo resaltado es propio) ., i·· 

En tal virtud, toda vez que el quejoso no es· t~ular de los derechos fundamentales 
, .. ··':!:-

absolutos que considera se transgreden en s~f perjuicio al ser incompatibles con su 
naturaleza jurídica, se reitera, devienen inq~·erantes los motivos de disenso que 
expuso. Es aplicable la tesis de jurisprudenci~ l.4o.A. J/33, página 1406, tomo XX, 
agosto de 2004, Semanario Judicial de la Fed~ración y su Gaceta, Novena Época; que 
señala: ·. • - -\:' 

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN o AGRÁ:~1os. SON INOPERANTES SI NO SE 
REFIEREN A LA PRETENSIÓN Y A LA CA(!SA DE PEDIR. Los conceptos de violación 
o agravios deben indefectiblemente encci.iflí:rarse vinculados y relacionados con el 

1'ilGS i,¡ .contexto litigioso que se sometió a la J~[isdicción ordinaria. Como antecedente 
·' ºt ~~viene puntualizar el contenido de Ja flj¡se "pretensión deducida en el juicio" o 

;.,J\i . ".tum al tenor de Jo siguiente: a) La cP,usa puede ser una conducta omitida o 
'· '' 

1 
izada ilegalmente, o bien, el acto ilícito /je desconoce o viola un derecho subjetivo 

_ . eS;~mot1vo de la demanda y determ1r¡$f; la condena que se sol1C1ta al Juez que 
~t'<l. ·º , Jare·e{I su sentencia, es decir, es la exigltf!cia de subordinación del interés ajeno al 
~~propio; b) La pretensión o petitum es Ja man,['f,estación de voluntad de quien afirma ser 

lAL coNW1C/;~1&e.-un d. erecho y reclama su realiz~_.'.~_;c_.'ión; c) El efecto jurídico persegui?o o 
IN 'f;Fer#titJJJó corr la accion intentada y la tu,~~la que se reclama; y, d) El porque del 
iMINISTiP~fll#tr!J.~s la causa petendi consistente en lajrpzón y hechos que fundan la demanda. 

E
l! .CIRCA,sír{as cosas, los conceptos de violación o ag.Q'_fi. __ ··.\(io .. s deben referirse, en primer lugar, a 
11 1 ¡¿¡ l¡'lretensión, esto es, al que se reclama y, 'é1•1segundo lugar, a Ja causa petendi o 

causa de pedir, que implica el porqué de la pr~teMión, incluyendo los fundamentos o 
razones y los hechos de la demanda, así cofri(J las pruebas (que son la base de lo 
debatido). La conexión o relación de estas últimqs sólo debe darse con los hechos, que 
son determinantes y relevantes para efectos dél.a pretensión, en virtud de ser el único 
extremo que amerita y exige ser probado parq, el éxito de la acción deducida, tal 
como lo establecen los artículos 81 y 86 del Códigp Federal de Procedimientos Civiles. 
En tal orden de ideas, si la quejosa no señala la::parte de las consideraciones de la 
sentencia que reclama, motivo de controversiq;; o se limita a realizar meras 
afirmaciones, bien sean generales e imprecisas o sid'·sustento o fundamento, es obvio 
que tales conceptos de violación son inoperantes y no pueden ser analizados bajo la 
premisa de que es menester que expresen la causa de pedir." 

Finalmente, es de resaltar que para el caso que sus Señorías, consideren analizar las 
violaciones que esgrime el quejoso, relativas la violación de sus derechos humanos, es 
de resaltar que no existe una prohibición como tal, de consumir cannabis sativa, en 
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virtud que de Conformidad con el artículo 479 de la Ley General de Salud existe 
permisión de consumo personal de acuerdo con la tabla de orientación de dosis 
máximas de consumo personal e inmediato de diferentes sustancias, en el caso, de 
cannabis sativa, índica y americana o marihuana, en una cantidad de 5 (cinco) 
gramos, la citada autorización atiende al contenido de la exposición de motivos que 
prevé la necesidad de dar atención a las adicciones, sin descuidar la organización de la 
estructura punitiva contra las organizaciones criminales que promueven el consumo 
de drogas entre nuestra juventud; así como de dar un combate más eficiente al 
narcotráfico en su modalidad de narcomenudeo que lacera en lo más profundo las 
redes sociales y familiares de nuestra sociedad y al sector más vulnerable de la misma 
que son las niñas, niños y jóvenes. 

Asimismo, se precisa que la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
acondicionamiento, adquisición posesión, comercio, transporte en cualquier forma, 
prescripción médica, suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 
relacionado con estupefacientes o con cualquier producto que los contenga, en este 
caso la cannabis sativa, está sujeto a las disposiciones de la propia ley y que t¡¡J~s 
actos sólo podrán realizarse con fines médicos y científicos y requerirán autorizáfi€f11 
de la Secretaría de Salud. : .. ~i ;r~ 

' "il;\ "'·~ 
También, se impone la prohibición absoluta en el territorio nacional, para 1.lsieml!ü¡ 
cultivo. cosecha, elaboración. preparación. acondicionamiento, adquisiciórf posesión~ 
comercio. transporte en cualquier forma. prescripción médica, suminfsl@wm!igrW,W~ 
uso. consumo, entre otras substancias. de la cannabis sativa, índica y'1á.í\*T~~t)M(J 
marihuana. en virtud de contener. en términos de la propia ley, escaso. o nulo ~1Rlf 
terapéutico y poder constituir un grave problema para la salud. 

De conformidad con los artículos 1, 2 y 3, fracción XXI, de la Ley General de Salud, se 
deduce que el objeto de la Ley General de Salud es, entre otros, la prevención del 
consumo de estupefacientes y psicotrópicos, en este sentido. la constitucionalidad de 
los artículos impugnados no puede hacerse depender de la situación personal del 
quejoso, al tratarse de una norma de carácter general, impersonal y abstracta, cuya 
finalidad es ser garante del derecho constitucional a la protección de la salud, 
entendida como el bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al ejercicio 
pleno de sus capacidades. la prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida 
humana; y la protección y el acrecentamiento de los valores que coadyuven a la 
creación, conservación y disfrute de condiciones de salud que contribuyan al 
desarrollo social. 

. a ª-· 
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De esta forma, la prohibición contenida e~iios artículos impugnados no son 
arbitrarias, ni caprichosas; no constituyen un.ilf'ihtromisión al derecho a la intimidad, 
pues no se obliga al quejoso a revelar aspe~Jrbs de su vida no conocidos por otros y 
que, por tanto, cada sujeto puede decid.iJ¡f revelar, esto es, el reconocimiento del 
ámbito propio y reservado del individuo afte los demás no se ve violentado con los 
artículos reclamados, en virtud de qui' éstos no interfieren en el poder de 
decisión de los queiosos sobre datlbs relativos a su persona. quedando 
intocada la disponibilidad sobre su·Ílida y decisión de lo que puede revelar 

~ 

de su intimidad a los demás. _fi 
.-;~Y·,-
'ii-f. 

Tampoco, no se vulnera en perjuicio~ quejoso el desarrollo de su personalidad, pues 
las normas impugnadas no limitar:r~en forma alguna la libertad de escoger su 
apariencia personal; su profesión o cjc~ivi.dad laboral; y, por supuesto, la manera en 
que el individuo desea proyectarse~y iyivir su vida y que, por tanto, sólo él puede 
decidir en forma autónoma. JJ'. y; 

<5.~ \: 

~J~!l!ili!, forma, no existe violación¡la I~ intimidad de su persona, pues los numerales 
q~, ~gsjderan inconstitucionales~nqc pretende coartar su libertad de decidir qué 
a~f~·.·.··· "' 'i~e su vida deciden revel'?:',(, ~ues la disponibilidad sobre su vida y la decisión 
dt'$'· :'pu~de revelar de su intij!Pid,~d a los demás no se ve afectada, sin que ello 
si~;[t!Jl:é ocult;ar información, sin~qu;e puedan desarrollar su vida con libertad y con 
lal>""ffuSil:Jilidad de resolver, a voluntá'p pf¡opia, qué aspectos de su vida admiten exponer 
aN9'\ibrti:61imAf11lJto i;Je otros, para salv~gJ:ardar su dignidad humana. 

~INISTRATlVA DE 1t i 
~ff:é1iíttlí1i~~t.e, en el caso, no se dpse~va que l~s principios de identidad _personal, 
1n'timiaad, imagen y desarrollo dé la1,personahdad que se encuentran ligados al 
derecho fundamental de la dignid<(i;l hJm~na se encuentren limitados o vulnerados, 
pues la finalidad de los preceptos legales que nos ocupan, como quedó establecido en 
la exposición de motivos de la Ley'1.General de Salud, es de dar cumplimiento a la 
obligación del Estado de proteger la salud de toda persona en términos del artículo 4º 
constitucional, bajo el respeto de la dignidad humana de las personas, evitando 
trasgresiones al orden público, preservando derechos de terceros y del orden público, 
pues el individuo tiene y conserva el derecho de decidir, en forma libre, sobre su propia 
imagen. 

Asimismo, no existe violación al principio de autodeterminación, porque, se reitera, la 
obligación del Estado es la de tomar todas las medidas que sean pertinentes para 
tutelar y hacer eficaz un derecho, en este caso, el de la salud. 
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De concluir que las normas impugnadas atentan contra la dignidad humana y 
cualquiera de los derechos fundamentales de los gobernados, entonces, no sería 
razonable la prohibición contenida en los mismos, trátese de la siembra, cultivo, 
cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisición, poses1on, 
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, suministro, empleo, 
uso, consumo y, en general, todo acto relacionado con substancias psicotrópicas o 
cualquier producto que los contenga, pues debe tenerse en cuenta que la protección 
de la salud, en definitiva, es una previsión constitucional sobradamente importante 
para operar como objetivo justificador de la limitación a la libertad de siembra, 
cultivo, cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, suministro, empleo, 
uso, consumo y, en general, todo acto relacionado con substancias psicotrópicas o 
cualquier producto que los contenga. 

Así la dignidad humana, está situada en casi cualquiera de sus ámbitos de ejercicio en 
el centro de un entramado regulatorio muy intenso, destinado a garantizar ése y 
otros muchos contenidos constitucionalmente relevantes, cuya protección se vería 
puesta en peligro por un ejercicio de la misma no debidamente limitado desde··ta 
perspectiva de objetivos e intereses públicos como los que las previsiones legisl~,t.lv~ 
impugnadas sitúan en el centro de sus propósitos. 1 é .,9_ 

~~~ <f:~ 
Así, contrario a lo señalado por el quejoso, no existe violación al derecho fungameox~ 
de la dignidad humana en perjuicio de persona alguna, reclamado és~f con 10'~ 
principios de person.alidad, intimidad, libre desarrollo de la personalidad,..;~ .. ·i ¡;¡ql?l.,l~ 
quedó señalado, en la exposición de motivos de la Ley General de Salud, l~\:~c¡~ l~ 
justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de l~ .. l'lrif?B 
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la farrtlit~ 
humana. 

Asimismo, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al establecer en el 
párrafo tercero del artículo primero que "queda prohibida toda discriminación motivada por 
origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las Ml 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que "f · 
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las 

libertades de las personas", atiende a la dignidad de la persona humana que fundamenta la 
diferencia en el trato de las personas y las cosas, subrayando que la jerarquía de la 
persona humana es algo que se establece en relación con los demás seres corpóreos, 
pero no en relación de unas personas con otras; esto es, cuando se habla de la 
dignidad en relación de unas personas con otras no existe ese significado de 
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superioridad, sino un significado de igualdad, pues la di~fiidad la poseen todas las 
,,·~ 

personas por el mero hecho de tener naturaleza humanél,:;4· 
-\',,,: 

Así, las disposiciones impugnadas de ninguna maner:~ffponen en peligro el derecho 
fundamental de la dignidad de las personas, pues ~L~ihecho de prohibir la siembra, 
cultivo, cosecha, elaboración, preparación, acondicigl\T~miento, adquisición, posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, prescrip~,ilsn médica, suministro, empleo, 
uso, consumo y, en general, todo acto relacionadg~con substancias psicotrópicas o 
cualquier producto que los contenga, como se.S;~uso de manifiesto en párrafos 
anteriores, no genera riesgo alguno en la subsistE(~~ia digna de los destinatarios de la 
norma, ya que no tiene como finalidad imponerú@lodelos y estándares de vida que 
sean ajenos a los particulares, pues no se vulri,~'ran los principios de personalidad, 
propia imagen, intimidad, desarrollo de la persoq~lidad y autodeterminación, esto es, 
no se interviene en aquellos asuntos de tra~~endencia personal y privada, para 
imponer coercitivamente una visión de lo bue@p y de lo correcto, máxime que las 
normas reclamadas no imposibilitan a los cj~'stinarios ejercer todos sus demás 
derechos fundamentales necesarios para desarr@llar integralmente su personalidad. 

- . 
E-.·~ .. t. e·'.··.· ... orden, es obligación del Estado prop9_J. ionar a toda persona al disfrute del 
IT)'\f ~.lto nivel posible de salud física y me~tal, a través de la prevención y el 
tr:ltl;tr;i;(tfjQto .. de las enfermedades epidémica~~¡ endémicas, profesionales y de otra 
ín~fi'l~i~c;.cimo en el caso, de las adicciones y la l((~ha contra ellas, con el respeto debido 
a~,ii'1~i_gnidad. inherente ª! ser humano, dE\lecho que no podrá ser ob)eto de 

.1®tº.· .. -.-.. P.i.~_~·:?. (;llv_o cuand? estas se halle~ ~re'1···:·· .. ~.-_r_,··t· as en la ley y sean necesarias para 
~M(~WfR~·/j\¡·g~undad nacional, el orden publlco·~la salud. 

E!ij&li.C~~Akido, es infundado el concepto de vl,f¡¡J.ción hecho valer, pues la dignidad 
humana es un valor supremo establecido en el a:·rtf1"ulo lo. de la Constitución Política 

',. :1; 

de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud del ~.uafse reconoce una calidad única y 
excepcional a todo ser humano por el simple hecfig· de serlo, cuya plena eficacia debe 
ser respetada y protegida integralmente sin excepéión alguna. 

Por otra parte, respecto al tema del derecho a la salud, la próhibición contenida en los 
artículos impugnados es una medida instrumentalmente apta para alcanzar los 
objetivos de protección a la vida y a la salud que el legislador legítimamente busca 
proteger, por tanto, no se viola en perjuicio de ninguna persona sus derechos de 
identidad personal, autodeterminación y disposición de la salud propia; pues contrario 
a lo señalado por los quejosos, no se imponen modelos y estándares de vida que sean 
ajenos a los particulares, esto es, no se interviene en aquellos asuntos de 
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trascendencia personal y privada, para imponer coercitivamente una visión de lo 
bueno y de lo correcto. 

Además, cabe recordar, que el Estado tiene la obligación positiva de tomar todas las 
medidas que sean pertinentes para tutelar y hacer eficaz un derecho, en este caso, el 
de la salud, así el fin inmediato del Estado es prpveer de salud en las mejores 
condiciones posibles, y la impetrante de garantías pretende defender el derecho a la 
salud en su aspecto negativo, máxime gue el consumo de mariguana no es un 
derecho fundamental; de ahí que la restricción contenida en los artículos impugnados 
debe considerarse como constitucionalmente válida, ya que en términos del artículo 
3º de la Ley General de Salud, es obligación del Estado la prevención del consumo de 
estupefacientes y psicotrópicos. 

De modo que el propósito último de tales disposiciones reside no sólo en contribuir al 
bienestar físico y mental del hombre sino evitar que se genere la proliferación de 
sustancias nocivas, lo que es justificable con el fin que se pretende, ya que la 
autorización para su producción, puede generar afectación a la sociedad en general, 
es decir, la disminución en los valores que coadyuven a la creación, conservacióq,_,tr 
disfrute de las condiciones de salud. ,,~~'1: .'.~"':i,.fi 

:;,¡:~:l-';ifj e'«):;~ -- ~ ·// ~ 

Así, la salud es un necesidad primordial en la vida de las personas, com~t~tste~t~;~~ 
el pleno desarrollo de las capacidades humanas, tanto físicas como intelectu;¡ile'?.'~~ 
tanto, la salud es imprescindible en la realización personal que se logra ri;i~iante~a 
convivencia armónica,_ el trabaj_o: la educaci_ón, la cultura y el entreteníf!'Ífénto,,,~@ 
otras palabras, es el primer requ1s1to para el bienestar. 11.t~~X~-1\J 1 

. 

,,;,~(\ ¡ff,Ü\ ¡ 
Ahora, dado que la salud es un derecho fundamental del ser humano, el uso y abu$~1 
de psicotrópicos y estupefacientes representa una preocupación creciente para el 
Gobierno Federal, entidades federativas y la sociedad en general, de ahí que contrario 
a lo señalado por la parte quejosa sea necesario mantener un estricto control en su 
manejo a efecto de evitar un uso inadecuado de los mismos que puede causar 
problemas tan graves como la drogadicción. IJ 
Además, en sentido contrario a lo que aduce la quejosa, los preceptos que impugna, si 
bien es cierto establecen una prohibición, ésta se sujeta al principio de menor 
restricción, ya que no todos los habitantes del país requieren consumir cannabis o 
mariguana y sí, por el contrario, necesitan que se garantice CEL DERECHO 
CONSTITUCIONAL A LA PROTECCION A LA )su salud, de modo que la afectación 
que la peticionaria de amparo pudieran resentir, encuentra justificación 
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constitucional, más aún cuando lo que se procura es gg{~ntizar el derecho a la salud 
de terceros, por los motivos que se han venido señala9gb en el presente. 

·_4 

Así el derecho de acceso a la salud no se relacionª~j'irectamente con el derecho de 
autodeterminación, libertad individual y corporalfa;'¡libre desarrollo de personalidad, 
identidad personal y disposición de la salud propiq¡~porque, se reitera. la obligación 
del Estado es la de tomar todas las medílas que sean pertinentes para 

.>-;.¡,: 

tutelar y hacer eficaz un derecho. en este caso. el de la salud. 
,,~-

Sin que pase por desapercibido para ese H. Triiunal, que la quejosa sostenga que el 
consumo de mariguana no genera graves daño~"a la salud, sino un riesgo de daño a su 
salud; porque tal afirmación se trata de una siftJación particular de la quejosa, la que 
pretende darle el carácter de derecho ri'~gativo. con el fin de obtener una 
autorización en su beneficio; sin que en\~5te caso se encuentre demostrado lo 
aducido por ésta, y sí, por el contrario, permi~ida que gozará de una autorización que 
puede llegar a afectar a la salud de la p<:)h[áción en general, por ejemplo en su 
consumo con la emisión de humo de segunda )fÍlano que afectara a las personas a su 
al(le!!h!i or, lo que no es jurídicamente) pe~misible y que tampoco genera la 
i · · • cionalidad de la ley, el derecho .cjel;'particular, debe ceder ante el interés 

~; . - .; ' 
E, f ~ ~~·~ue existen alternativas ménod 1gravosas que permitirían alcanzar los 
fiW Esta_do .. y que son menos restricti\1.as .a.e los derechos a la autodeterminación, 
li~~t~Vn'CIÍ\OOUal Y¡ corporal, libre desarrgllci~de personalidad, identidad personal y 

~P.m~~--_ ·~iOO\~íln sa'lud propia y que darían __ ,_·_._•-____ m.ej.o ____ -.r. es result?dos en la conse~ución del 
ft~ \;!¡.!tgffidO por el Estado; pero, contrario •a lo aducido, no hay motivos para 
rliii · fl'á.Y'' Ta opción del legislador construida\ sobre la base de la prohibición 
reclamada, que permitan establecer que la}tnedi8¡¡ no es proporcional para alcanzar 
los resultados deseados, en virtud de que el;nivel de protección contra las adicciones 
es claramente más alto que lo pretendido pcfofa accionante de garantías. 

Además, cabe señalar además que la quejosa parte de un premisa errónea, pues 
considera como un derecho la siembra, cultivo de marihuana, sin embargo, la 
prohibición contenida en los artículos impugnados es constitucionalmente válida, toda 
vez que ni la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano es parte lo han constituido como un 
derecho; por tanto, los artículos impugnados no son inconstitucionales, en virtud de 
que no se puede hablar de una restricción de un derecho cuando éste no existe como 
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tal, de ahí que contrario a lo señalado por el impetrante de garantías, los artículos 
impugnados no deban cumplir con los requisitos necesarios para restringir un derecho. 

Aunado a lo anterior es de resaltar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 
sostenido que el derecho a la protección de la salud tiene, entre otras finalidades, el 
disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfaga las necesidades de la 
población; y que por servicios de salud se entienden las acciones dirigidas a proteger, 
promover y restaurar la salud de la persona y de la colectividad. 

Este criterio se desprende del texto de la tesis número la. LXV /2008, emitida por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; página 457, del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Volumen XXVIII, Julio de 2008, Novena Época, 
cuyo rubro es "DERECHO A LA SALUD. SU REGULACIÓN EN EL ARTÍCULO 4o. DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SU 
COMPLEMENTARIEDAD CON LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN 
MATERIA DE DERECHOS HUMANOS." 

. : •\\.\lD'l 
Es decir, el derecho a la salud protegido constitucionalmente inclu/e, entrS>"'" . · s 
cosas, las acciones dirigidas a proteger, promover y restaurar la saludfde la PiW:i 
la colectividad, cuyo contenido e interpretación realizada por la Suprema · ·. , 
Justicia de la Nación, encuentra compatibilidad con varios iq~tr~~~t~ 
internacionales de derechos humanos, suscritos y ratificados por el Esta9~Mexig,J¡;)~ 

Así, se observa de los siguientes ordenamientos, el párrafo 1 º del a'Ft•rHOiT~i~~~lf!i 
Declaración Universal de Derechos Humanos, 12 del Pacto lnternacion!il:(;ftM!ifilibMWli~ 
Económicos, Sociales y Culturales, 10 del Protocolo Adicional a la Con~¡¡'i~ 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, conocido también como "Protocolo de San Salvador", 6, 24, 25 y 26, de la 
Convención sobre los derechos del niño, que han establecido entre otros de los 
puntos a destacar, lo siguiente: 

a) Que toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así • 
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; 
b) Que los Estados Parte en dichos Pactos, Tratados y Convenciones, reconocen el 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física, mental y 
social. 
c) La reducción de la mortalidad y de la morbilidad infantil, y el sano desarrollo de los 
niños. 
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d) La satisfacción de las necesidades de salud de los grupo§~de más alto riesgo y que 
por sus condiciones de pobreza sean más vulnerables. i;f' 
e) El reconocimiento por parte de los Estados, del derecbqJde los niños al disfrute del 
más alto nivel posible de salud y a servicios para el trata@liento de las enfermedades, 
la rehabilitación de la salud. df 

: ... ;{ 
·'. }i" 

Concomitantemente, es necesario traer a colación qWe en el Decreto por el que se 
modifica la denominación del Capítulo 1, del Títylp Primero y reforma diversos 
artículos de la Constitución Política de los Estados ~&idos Mexicanos, publicado el 10 
de junio de 2011 en el Diario Oficial de la Federaci~h. se reformaron, entre otros, el 
artículo 1 º de la Constitución Política, incorpd'¡;ªndo al texto constitucional la 
protección de los derechos humanos reconocidos~t~nto en dicha Ley Suprema como 
en los Tratados Internacionales de los que el Estaq~~Mexicano sea parte. 

!.1\'' 

Para optimizar la aplicación de dicha enmienda,,1~1 Constituyente puntualizó en los 
párrafos segundo y tercero del artículo 1 de la ~;Wnstitución Política, que las normas 
relativas a derechos humanos se interpretaí;~n de conformidad con la propia 

.< J'($.tjtución y f:On los tratados internacionale~¡:~e la materia favoreciendo en todo 
ti ~a las personas la protección más ·ampl~; que todas las autoridades, en el 
á ~de sus competencias, tienen la obligación de promover. respetar. 

\ • '"1_.:-";f¡ • 

· r \ arant1zar los derechos humanos de con orm1dad con los 
· ios \ de universalidad interdl"' endencia indivisibilidad 

fo resivid.ad. En consecuencia, el Estado deb,lrá prevenir, investigar, sancionar y 
r ~IA~ lblaciones a los derechos humanos, ~o'los términos que establezca la ley. 

;1STRATIVA D& . " , 
L~ff~m19ntonces, todas las autoridades del país d~ben atender a cabalidad proteger 
los derechos humanos de los habitantes de Méxi~o, como una obligación inherente, 
en términos del artículo 1 º, Constitucional y eb,. términos de la tesis número P. 
LXl/2010, cuyo rubro es el siguiente: "DERECHO Á'LA VIDA. SUPUESTOS EN QUE SE 
ACTUALIZA SU TRANSGRESIÓN POR PARTE DEL ES~f.DO". 

En este orden, la protección del derecho a la salud, exige entre otras de las 
obligaciones de los Estados, que para garantizar el pleno, libre y efectivo ejercicio de 
los derechos humanos, adopte medidas positivas para preservar ese derecho en el 
ámbito legislativo, judicial y administrativo. 
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Lo mismo se desprende de la Observación General No. 14, del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, la cual no es una mera 
declaratoria, sino que constituye una obligación de hacer para el Estado Mexicano al 
ser uno de los 51 miembros fundadores de la Organización de la Naciones Unidas, que 
firmaron la Carta de la Naciones Unidas el 26 de junio de 1945, dicha disposición 
establece lo siguiente: 

Observación Genera/ No. 14 

33. Al igual que todos los derechos humanos, e/ derecho a la salud impone tres 
tipos o niveles de obligación a los Estados Partes: la obligación de respetar, 
proteger y cumplir. A su vez, la obligación de cumplir comprende la obligación de 
facilitar, proporcionar y promover. La obligación de respetar exige que los Estados 
se abstengan de injerirse directamente o indirectamente en el disfrute del derecho ,.¡· 
a la salud. La obligación de proteger requiere que los Estados adopten medidas 
para impedir que terceros interfieran en la aplicación de las garantías previstas en 
e/ artículo 12. Por último, la obligación de cumplir requiere que los díados •. ,;,'!\\ 
adopten medidas apropiadas de carácter legislativo. adminiftrativo, . ,;$1~/f#J,! 
presupuestario, judicial o de otra índole para dar plena efectividad al derecho·:gg ".¡('.11{$ 
a la salud. ' t· ~:y~~-?k,~ 

. .. .;,,, \ './J.;"e 
ft, ~-~'<:.:"<,....;¡ 

En este orden, en cumplimiento al artículo 4 º, constitucional y lo~~Ydfrereh~~ 
ordenamientos internacionales que México ha suscrito, entre ellos los •.. . . ~ -RR(, 11~ 
demandante, el poder legislativo emitió los artículos 235 en su último p t'o;~~7/i 
245, fracción 1, 247 en su último párrafo y 248, de la Ley General de Sal , lJílil!l'O'l'ld'ei 
se respeta el derecho a la salud, ya que se protege a la sociedad, previniEltft!MEil 
inhibiendo la venta de marihuana que ocasiona daños fatales e incluso irreversibles a 
largo plazo. 

Por lo anterior, ese H. Tribunal Colegiado debe confirmar la sentencia recurrida y en 
su caso, subsidiariamente, negar el amparo y protección de la Justicia de la Unión a 
los quejosos por los citados argumentos. 

Por lo expuesto y fundado; a usted C. Magistrado Presidente, atentamente pido: 

Primero.- Tenerme por presentada en tiempo y forma, interponiendo Revisión 
Adhesiva al recurso promovido por la impetrante de garantías en contra de la 
resolución definitiva citada. 
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Segundo.- Admitir a trámite la presente revisión adhe~(va. 
·''-

,:~~::: 

Tercero.- Atendiendo los argumentos contenidos :W~~ar el amparo y protección de la 
Justicia de la Unión a la quejosa. 

L COLEGiMl 
llSTRATI\/ 
:mcu1rn 

• 
Lic. Ana Luciai'Elahuech Rivera 
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